
I N T - 1 4 3 5 

Borrador para discusión 
Sólo para participantes 

28 y 29 de marzo de 1996 

CEPAL 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe 

"Proyecto Privatizaciones y Regulación en 
Bolivia y Nicaragua (SUE/94/S18)" 

Seminario Regional sobre Privatizaciones 
organizado por CEPAL y ASDI 
Santiago 28 y 29 de marzo de 1996 

NUEVO MARCO REGULATORIO Y PRIVATIZACION DE EMPRESAS 
DE TELECOMUNICACIONES EN BOLIVIA Y NICARAGUA 

Alejandra Herrera 

Este documento fue elaborado por la señora Alejandra Herrera para 
el Proyecto "Privatizaciones en Bolivia y Nicaragua" (SUE/94/S18), 
gue realiza la CEPAL con el f inanciamiento de la Agencia de 
Cooperación Sueca (ASDI). Las opiniones expresadas en este 
trabajo, el cual no ha sido sometido a revisión editorial, son de 
exclusiva responsabilidad de la autora y pueden no coincidir con 
las de la Organización. 





INDICE 

Página 

. . . 7 

II. REGULACION, EFICIENCIA Y EQUIDAD EN EL SECTOR DE 
TELECOMUNICACIONES 9 

1. Equidad, servicio universal y eficiencia 9 
2. Monopolio y servicio universal 11 
3. Competencia y servicio universal 18 

III. BOLIVIA 23 

1. Evolución reciente y situación del sector en BoIiv3a . 21 
2. La legislación preexistente 29 
3. El nuevo marco regulatorio 34 

IV. NICARAGUA 47 

1. Evolución reciente y situación actual del sector de 
telecomunicaciones en Nicaragua 47 

2. El marco regulatorio preexistente 50 
3. La reforma estructural del sector y la propuesta de un 

nuevo marco regulatorio 51 

V. SÍNTESIS PARCIAL, A MODO DE REFLEXIÓN 67 

1. Panorama del sector en Bolivia y Nicaragua, al 
iniciarse la década del noventa 67 

2. Monopolio versus competencia 69 
3. El organismo regulatorio 71 
4. La universalización de los servicios 72 

Notas 75 

BIBLIOGRAFÍA 93 

r 

I. INTRODUCCIÓN 



p 

!" 

» ¥ 



I. INTRODUCCIÓN 

En las páginas siguientes se ha hecho un esfuerzo para sistematizar la información 
disponible referida al desarrollo de las redes de telecomunicaciones de Bolivia y Nicaragua. 
El objetivo es analizar el impacto que pueden tener, sobre la eficiencia sectorial y la 
equidad, la privatización de las empresas públicas de telecomunicaciones y los cambios del 
marco regulatorio que proponen los respectivos gobiernos. Debe quedar claro que la 
evaluación macroeconómica no es el objetivo de este documento, por lo que no se analizan 
temáticas tan trascendentes como, por ejemplo, los efectos de la Ley de Capitalización 
boliviana sobre la distribución de renta vía creación de fondos de pensión o el impacto sobre 
futuras inversiones que debe esperarse del Sistema de Compensación por Medio de Bonos 
en Nicaragua1. 

El trabajo se ha divido en tres partes. En la primera se discuten aspectos generales 
de la problemática planteada. En la segunda y la tercera se consideran los casos particulares 
de Bolivia y Nicaragua a la luz de los procesos de privatización y de reformulación del 
marco regulatorio. En lo referido a Bolivia, se ha tenido en cuenta la nueva Ley de 
Telecomunicaciones aprobada el 5 julio de 1995 , pero para el análisis de la situación 
nicaragüense se examinaron los dos Proyectos de Ley específicamente referidos al sector, 
presentados por el Poder Ejecutivo y que, a fines de febrero de 1995, aún no contaban con 
la aprobación parlamentaria. 





II. REGULACION, EFICIENCIA Y EQUIDAD 

EN EL SECTOR DE TELECOMUNICACIONES 

1. Equidad, servicio universal y eficiencia 

Es indudable que, a lo largo de los tres últimos quinquenios, el mundo de las 
telecomunicaciones ha sufrido una completa transformación, que hizo que la efectiva 
implantación de una infraestructura de telecomunicaciones moderna y eficiente, capaz de 
ofrecer un conjunto diversificado de servicios de telecomunicaciones a precios razonables, 
adquiriese una importancia económica y social sin precedentes, ya q u e e n t r e otras cosas -
puede constituirse en un instrumento de bajo costo para la difusión de técnicas modernas 
de educación y salud y, también, en uno de los determinantes sistémicos de la 
competitividad nacional. En este contexto, el subdesarrollo de las redes latinoamericanas 
no es sólo una manifestación de la realidad del atraso, sino que además puede actuar como 
un cuello de botella frente a cualquier intento de modificar esta realidad. 

La política de telecomunicaciones contribuirá al objetivo de avanzar en el sentido 
de una mayor equidad en la medida que logre alcanzar la meta de la universalización de los 
servicios que son considerados esenciales para la reducción de las desigualdades socio-
económicas entre personas y regiones y un elemento importante del derecho a la libertad 
de expresión y comunicación. La definición de cuales son estos servicios puede ir 
evolucionando con eliiempo, a medida que el propio rol de las telecomunicaciones dentro 
del tejido económico y social se transforme. 

En particular, la universalización de los servicios de telefonía fija es una meta que 
ya ha sido explicitada en la legislación de muchos países e, indudablemente, debería ser 
asumida como propia por cualquier gobierno latinoamericano que se proponga el objetivo 
de equidad. Si a esto se agrega el propósito de posibilitar el acceso a servicios de 
transmisión de datos o de tipo multimedia a todas las escuelas y centros de salud - como 
manera de reducir los costos de atención a la población se habrá dado un paso aún más 
sustantivo en relación a este objetivo. 

La universalización de los servicios de telefonía fija, tal como es entendida en este 
trabajo, supone que: 

i) la cobertura geográfica es completa en el sentido que se provee el servicio a todo 
aquel que lo solicite, cualquiera sea su lugar de residencia o trabajo; 
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ii) el precio del servicio es razonablemente accesible a todos los ciudadanos y no 
difiere significativamente entre áreas urbanas y áreas rurales o de alto costo; 

iii) en la medida de lo técnicamente posible, se ha adaptado la forma de acceder a los 
servicios para que los discapacitados físicos puedan efectivamente utilizarlos, sin que paguen 
por ello precios diferenciados. 

Lo anterior supone que el acceso a la telefonía fija es considerado un derecho que 
debe poder ser ejercido efectivamente y en condiciones equivalentes por el conjunto de los" 
ciudadanos, cualquiera sea el costo que para las empresas tiene prestar el servicio a un 
usuario en particular2. 

Para medir avances o retrocesos en el camino hacia la universalización, se suelen 
utilizar indicadores diversos. Entre estos, algunos de los más frecuentemente utilizados 
son3: 

i) Indicadores de cobertura geográfica 
- Proporción de ciudades con menos de x habitantes que tienen por lo menos una línea de 
acceso o un teléfono público 
- Proporción de habitantes que viven a más de una distancia x del teléfono público más 
cercano 
- Distancia media o tiempo que tarda un usuario para llegar al teléfono público más cercano 

ii) Indicadores de distribución equitativa 
- Números de teléfonos públicos por cada I 000 habitantes 
- Proporción de unidades familiares con por lo menos una línea de acceso entre grupos 
sociales específicos 

iii) Indicadores de acceso efectivo por parte de discapacitados físicos 
- Número de teléfonos especiales para usuarios con dificultades auditivas o movilidad 
reducida por 1.000 habitantes o en porcentaje-del número total de teléfonos 
- Número de localidades dotadas de un servicio público de comunicación de textos público 

iv) Indicadores de disponibilidad del servicio 
- Números de líneas cada 100 habitantes 
- Números de líneas residenciales cada 100 hogares 
- Longitud de lista de espera 
- Tiempo de espera promedio 
- Relación entre la lista de espera y el número de líneas de acceso añadidas anualmente 

Ahora bien, al definir el objetivo de equidad en términos de universalización de un 
servicio puede suceder que la política gubernamental efectivamente sirva de palanca para 
alcanzar una mayor eficiencia de la existente, al obligar a las empresas a explotar 
plenamente economías de escala subyacentes o al promover la adopción de innovaciones 
tecnológicas reductoras de costos. Sin embargo, es igualmente probable que, por lo menos 
a mediano o largo plazo, surjan importantes trade offs entre los objetivos de equidad y 
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eficiencia, especialmente en el contexto latinoamericano, dados el subdesarrollo económico 
y la extremadamente desigual distribución inicial de recursos de la que se parte. De hecho, 
aún suponiendo un modelo de competencia perfecta (economías constantes de escala, no 
apropiabilidad del conocimiento tecnológico, etc.) no sería sorprendente que cualquier 
situación de equilibrio eficiente a la que teóricamente pudiesen conducir las fuerzas del 
mercado (con precios que igualan costos e ingresos marginales, entre otros atributos) dejase 
a una parte importante de la población al margen del acceso a los servicios que se quieren 
unlversalizar. En este caso, políticas macroeconómicas inductoras del desarrollo y de una 
adecuada redistribución de la renta, tendrían la virtud de restablecer la compatibilidad entre, 
los objetivos de universalización y eficiencia, o por lo menos, la de minimizar los trade offs 
entre ellos por ventura persistentes. Mientras tanto, gran parte del debate internacional se 
ha centrado alrededor del tema de cómo establecer un mecanismo de subsidios que permita 
atender a los sectores de la población que serían marginal izados , minimizando sus posibles 
impactos negativos sobre la eficiencia del conjunto de sistema económico. 

2. Monopolio y servicio universal 

Hasta hace pocos años, parecía incuestionable el carácter de monopolio natural de la 
prestación de los servicios telefónicos fijos y. de hecho, todo el marco regulatorio promovió 
la consolidación de grandes empresas - generalmente, pero no siempre estatales - con 
poderes monopólicos sobre sus áreas de concesión que, frecuentemente, eran de cobertura 
nacional. En este contexto, la problemática planteada en relación a la universalización de 
esos servicios, suponiendo la existencia de un monopolio natural a escala de cada área de 
concesión, puede sintetizarse utilizando como referencia el gráfico 1, donde se muestran las 
curvas de demanda, costo medio, costo marginal e ingreso marginal de la prestación del 
servicio. 

Los puntos Q, y P, muestran, respectivamente, la cantidad y el precio de los 
servicios que tiende a prevalecer en el mercado si la empresa monopolista es privada y no 
interviene la autoridad regulatoria. A esta escala de expansión de los servicios, el costo 
promedio para la empresa es- de C, y, consecuentemente, lasj-ganancias.extraordinarias 
obtenidas están representadas por el área del rectángulo P,ABC. Por otro lado, Q2 es la 
cantidad máxima de servicios que podrá ser vendida por la empresa monopolista sin incurrir 
en pérdidas, pero Q, representa la demanda que debería ser atendida para alcanzar el 
objetivo de universalización de la telefonía fija que se propone el gobierno. 

Entre los países desarrollados que han avanzado significativamente hacia la 
universalización de los servicios de telecomunicaciones existe cierto consenso en el sentido 
que el objetivo de universalización siempre implica tener que prestar servicios más allá del 
punto Q2, (Q2 < Q3), lo que genera un obvio problema de financiamiento, representado por 
el área del rectángulo C3, D, F, P3, en el gráfico 1. Efectivamente, dado que en este punto 
el costo promedio de la prestación de servicios superaría el precio promedio máximo que 
sería pagado por los usuarios (P3), la situación requeriría, ceteris paribus, implementar 
alguna forma de subsidio. Claramente las características propias de la demanda de los 
países subdesar rol lados no harían más que agravar la dimensión relativa (y a veces absoluta) 
del problema. 
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En la situación planteada, suponiendo la preservación de derechos monopólicos para 
una empresa determinada, la propuesta de universalización del servicio requiere que el 
gobierno aborde simultáneamente las siguientes cuestiones: 

i) La expansión de la prestación de los servicios hasta atender toda la demanda capaz 
de pagar el precio promedio que cubre los costos (equivale a desplazarse desde la posición 
A hacia C). 

ii) La ejecución de políticas tendientes a minimizar el monto necesario de subsidios (área" 
C3, D, F, P3) para desplazarse desde C hacia D. 

iii) La implementación de un esquema de subsidios lo más neutro posible, de manera 
de reducir la amplitud de los posibles impactos negativos sobre la eficiencia del sector o del 
conjunto del sistema económico. 

a) La expansión de la prestación de los servicios y los contratos de concesión 

El contrato de concesión es el principal instrumento regulatorio con el que cuenta 
el gobierno para lograr que la empresa monopolista privada expanda la prestación de los 
servicios hasta atender toda la demanda capaz de pagar el precio promedio que cubre los 
costos. Dicho contrato puede incluir cláusulas relativas al cronograma para la expansión 
de los servicios4 y/o cláusulas relativas al precio al que deberán ser ofrecidos los servicios. 
Estas últimas deberían tener como objetivo lograr la mayor adherencia posible a los costos 
involucrados, pudiéndose establecer tanto tarifas como precios máximos o banda de precios. 
En todos los casos la autoridad regulatoria debe definir parámetros técnicos objetivamente 
verificables relativos a la calidad exigida en la prestación de los servicios. 

La obligación de prestar de manera universal el servicio de telefonía fija, supone 
que todos reciben el servicio a precios razonablemente uniformes dentro de una misma área 
de concesión. Esto significa que las empresas de-telecomunicaciones establecen, dentro de 
cada área, un subsidio cruzado entre usuarios. De hecho, un precio de instalación 
uniforme5 generalmente implica un subsidio cruzado entre usuarios debido a que los costos 
de extender la red hasta algunos domicilios (zonas rurales montañosas, por ej.) suelen ser 
superiores al costo promedio de llegar al resto de los domicilios. Análogamente puede 
razonarse en relación a los costos fijos que se pretende cubrir con el abono mensual (por 
ej. los gastos de mantenimiento por línea pueden ser mayores en las áreas distantes de los 
centros urbanos)6. 

Ahora bien, la posibilidad de que un monopolista implemente exitosamente una 
estrategia de universalización del servicio basándose, exclusivamente, en el subsidio cruzado 
entre usuarios al interior de su área de concesión, depende básicamente de las características 
de la demanda que quedó "encerrada" dentro de dicha área. Tomando situaciones extremas, 
un país puede quedar dividido en dos áreas de concesión tales que la universalización del 
servicio en la primera no requiera de ningún tipo de asistencia, mientras que en la segunda 
sólo se pueda prestar el servicio incurriendo en pérdidas o recibiendo algún subsidio externo 
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a la propia área de concesión. Esto significa que una delimitación apropiada de las áreas 
de concesión permite al Organismo Regulador promover de forma relativamente sencilla la 
disminución de las desigualdades regionales y, en última instancia, simplifica su propia 
labor porque minimiza su necesidad de intervenir arbitrando transferencias de recursos entre 
áreas de concesión. 

Por su vez, para que el contrato de concesión sea un instrumento realmente 
apropiado en relación al objetivo de universalización, es imprescindible que el organismo 
regulatorio sea una entidad independiente, en el sentido de poder substraerse tanto a las ; 
presiones originadas en intereses políticos particulares, como a la captura por parte de las 
empresas a las que debe regular. De otra manera no será capaz de ejercer adecuadamente 
las funciones referidas a la fiscalización de la conducta de las empresas en relación a los 
compromisos asumidos, ni tampoco de tomar todas las medidas que sean imprescindibles 
en defensa del interés público. Ahora bien, suele suceder que la capacidad del organismo 
regulatorio de efectivamente hacer cumplir (y/o de modificar cuando necesario) las 
condiciones establecidas por los contratos de concesión, sea directamente proporcional al 
grado de competencia que ha permitido en el mercado y, en un extremo, francamente 
insuficiente cuando otorgó derechos de exclusividad a un operador monopólico. En este 
último caso, al peligro de la captura se suma el hecho de que se torna poco creíble cualquier 
amenaza de hacer efectivas sanciones graves, tales como la suspensión o anulación de las 
concesiones. Igualmente limitante de la efectividad en el cumplimiento de sus funciones 
resulta la carencia de recursos - especialmente en lo referido a la posibilidad de pagar 
salarios que retengan a profesionales disputados por las empresas que debe fiscalizar - o la 
falta de real independencia frente al resto de los organismos gubernamentales7. 

Es por esto que, aún en presencia de un monopolio natural, a veces puede resultar 
conveniente que el Organismo Regulador concentre sus esfuerzos en viabilizar el ingreso 
de un nuevo competidor. La decisión puede tener sentido si el costo de cumplir sus 
funciones enfrentando a un monopolista (obligándolo a desplazarse de A a C en el gráfico 
1) es más alto que el de fiscalizar a varias empresas y considerando como un costo adicional 
los perjuicios ocasionados por el hecho que cada firma estaría operando a una escala menor 
a la óptima. Esta evaluación debe ser hecha en términos dinámicos, teniendo en cuenta 
tanto los posibles efectos - a mediano o largo plazo - de la introducción de la competencia 
(tendencia de los precios a adherirse a los costos8 y estímulo a la innovación 
tecnológica,por ej.), como las dificultades que enfrentará el Organismo Regulador para 
impedir comportamientos colusorios o procesos posteriores de remonopolización. 

b) La minimización de la necesidad de subsidios 

En relación a este tema debe recordarse que, como ya fue señalado, las políticas 
inductoras del desarrollo económico y generadoras de una adecuada redistribución de la 
renta, al modificar la forma y posición de la curva de demanda, sirven para reducir la 
necesidad de subsidios para lograr la universalización y tienen la ventaja adicional de no ser 
incompatibles a priori con los objetivos de eficiencia. Por otro lado, el propio desarrollo 
tecnológico del sector genera una interacción dinámica entre oferta y demanda que también, 
aunque en menor medida, modifica la forma o posición de la curva de demanda 
minimizando la necesidad de subsidios. Por ejemplo, la aparición de servicios de fax, de 
valor agregado o de transmisión de datos que se pueden prestar a través de una línea 
telefónica, modificó la percepción del valor de esta última para muchos usuarios. 
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Otra alternativa surge de la posibilidad de actuar sobre la forma y posición de las 
curvas de costos de las empresas de servicios y hacer que los precios reflejen esta 
modificación. Para tal, la autoridad regulatoria puede incluir en los contratos de concesión 
cláusulas relativas a los precios que constituyan un estímulo efectivo a la búsqueda de 
innovaciones reductoras de costos y que obliguen a las empresas a transferir periódicamente 
a los usuarios los correspondientes beneficios. En este sentido podría actuar el 
establecimiento de un sistema del tipo price cap, con revisión periódica de la base y de las 
previsiones sobre la futura evolución del sector, a condición de que el período entre 
revisiones sea suficientemente extenso como para constituir un estímulo a la reducción de" 
costos. Igualmente importante puede ser toda otra acción tendiente a facilitar la 
introducción de nuevas tecnologías ahorradoras de costos como, por ejemplo, una 
administración del espectro radioeléctrico que otorgue prioridad, en el uso de las 
frecuencias, a innovaciones destinadas a abaratar la prestación de servicios en áreas 
insuficientemente atendidas por su alto costo. 

c) Subsidios para la universalización 

Durante varias décadas, el subsidio cruzado que podía implementarse entre usuarios 
del servicio de telefonía fija local se mostró absolutamente insuficiente como fuente de 
financiamiento de su universalización, planteando la necesidad de destinar a tal objetivo 
recursos adicionales. A escala internacional se contemplaron básicamente dos tipos de 
alternativas: a) la utilización de fondos del presupuesto nacional; b) el uso de subsidios 
cruzados entre distintos tipos de servicios de telecomunicaciones. 

La utilización de recursos presupuestarios es evidentemente la opción más adecuada 
desde el punto de vista del objetivo de eficiencia, aún cuando esta ventaja pierda 
importancia relativa si la estructura de recaudación impositiva es regresiva. Otra virtud de 
este camino es que sustrae al Organismo Regulador del centro del conflicto generado por 
la tensión de intereses entre las empresas que reciben la transferencia y aquellas que están 
obligadas a efectuar una contribución neta. Sin embargo, por razones esencialmente 
políticas, la mayor parte de los países que avanzaron significativamente en el camino de la 
universalización en un contexto monopólico optaron por el subsidio cruzado entre distintos 
servicios y, más particularmente, por el que actúa en detrimento de la telefonía de larga 
distancia (elevando sus precios) a favor de los servicios locales. Cuando, como el los EUA, 
los servicios de larga distancia eran prestados por empresas independientes, estas le pagaban 
a las concesionarias de servicios locales una tasa de acceso adicional sobre el costo de 
interconexión que se destinaba a contribuir con el financiamiento de la universalización9. 
El subsidio cruzado entre servicios fue la forma fundamental de financiamiento del déficit 
en telefonía local, pero en algunos países esta opción coexistió con instrumentos 
complementarios, tales como la disponibilidad de créditos a tasas subsidiadas para la 
ejecución de proyectos de telefonía rural. 

El ejemplo norteamericano es especialmente ilustrativo respecto a la complejidad 
que puede adquirir el sistema de subsidios. Entre las muchas acciones emprendidas en ese 
país, pueden citarse los programas autorizados por la Public Service Commission del 
Distrito de Columbia10 entre los cuales se cuentan los programas Lifeline, Link-up 
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America y Economy II. El primero de ellos, lanzado en 1984, al comenzar financiaba una 
reducción del 50% de las tasas telefónicas fijas mensuales pagadas por las familias de bajos 
ingresos y, desde 1985, financia el 100% de las mismas". El Programa Link-up America 
subvenciona las tasas de instalación de usuarios de baja renta, siendo que sus beneficiarios 
sólo pagan la mitad de la tasa12. El Programa Economy II está destinado a usuarios de 
bajos ingresos con más de sesenta y cinco años y les permite hacer 60 llamadas mensuales 
dentro del area que comprende a Maryland y Virginia por una tasa plana de 4 dólares. 
Cualquier llamada adicional cuesta 7 centavos cada una (Miller, 1994). 

La opción por el subsidio cruzado entre servicios como, instrumento principal de 
fmanciamiento del déficit en la telefonía local crea un trade off entre servicio universal y 
eficiencia no sólo porque al tener un impacto no neutro sobre el sistema de precios, genera 
una distorsión de los incentivos a la inversión. También porque fue implementada de forma 
tal que los montos de las transferencias entre servicios frecuentemente no se correspondían 
estrictamente con las necesidades de subsidios implícitas en el objetivo de universalización 
de la telefonía fija y, agravando este hecho, tampoco existía un control riguroso sobre cuál 
era el destino que efectivamente las empresas le daban a los fondos recibidos. 

Al respecto es ilustrativo el caso de la mayor parte de los países latinoamericanos, 
donde se estuvo tan lejos de la universalización. Efectivamente, fue usual que ias empresas 
monopólicas que en ellos operaban se ubicasen en algún punto con las características del 
punto D en el gráfico 213. En este punto la empresa ofrece más servicios (Q2) y a menor 
precio (P2) que los que ofrecería un monopolista privado no regulado (Ql, Pl), pero por 
el mismo precio podría prestar más servicios sin incurrir en pérdidas (Q2<Q3) y opera a 
una escala inferior a la necesaria para minimizar sus costos unitarios, dado el objetivo de 
universalización. Pero quizás el mayor problema reside en el indeseable resultado de estar, 
en promedio, utilizando el subsidio cruzado - representado en este caso por el area EFP2D 
en el gráfico 2 - para financiar la prestación de servicios a usuarios dispuestos a pagar un 
precio incluso superior el costo correspondiente (P3), en vez de focalizar su utilización en 
la atención de los sectores de menores recursos, a los discapacitados o a los residentes en 
áreas de alto costo. 
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3. Competencia y servicio universal 

a) Cambio tecnológico y transformación de las condiciones de ingreso al sector 

La difusión de nuevas tecnologías, particularmente a partir de la segunda mitad de 
los ochenta, transformó completamente el panorama del sector no sólo multiplicando la * 
gama de servicios disponibles y borrando las fronteras entre unos y otros, sino que también 
poniendo en cuestión la caracterización de los servicios telefónicos fijos como monopolios 
naturales. De hecho, estos últimos también podrían ser prestados, si el marco regulatorio -
lo permitiese, utilizando el radio espectro (telefonía fija inalámbrica) o la actual - . -
infraestructura de las empresas de televisión por cable14. Esto significa que, a mediano 
plazo, podría transitarse desde el monopolio natural hacia la constitución de un oligopolio, 
ya que siguen existiendo economías importantes de escala y de diversificación en la 
utilización de redes cableadas y limitaciones técnicas al uso del espectro. Se trataría de un 
oligopolio natural de base potencialmente inestable porque, probablemente, futuros 
desarrollos tecnológicos permitirán un mejor aprovechamiento del espectro, disminuyendo 
el nivel de las barreras naturales a la entrada15. 

El resultado es la generación de una explosión de nuevas oportunidades de inversión 
que, para poder concretarse, necesitan desembarazarse del chaleco de fuerza que pasó a 
constituir la regulación sectorial preexistente. Las presiones sobre los gobiernos por un 
cambio del marco regulatorio, ejercidas tanto por las firmas que tenían vedado el ingreso 
al mercado, como por las grandes empresas usuarias de servicios que se podrían beneficiar 
con la transformación, son enormes. El resultado es que en varios países ya se ha avanzado 
significativamente en el sentido de permitir la competencia en algunos o todos los segmentos 
del mercado atendidos hasta ese momento en forma monopólica. 

b) Viabilizando la competencia efectiva 

En general se considera que la introducción de competencia en la prestación de 
servicios de telecomunicaciones, si pueden evitarse estrategias predatorias por parte de las 
empresas inicialmente dominantes, tendría a corto o mediano plazo la ventaja de ampliar 

m-da atención a la demanda, reducir los precios y estimular la búsqueda°de soluciones m< 
tecnológicas reductoras de costos y/o capaces de mejorar la calidad de los servicios 
ofrecidos. Fue aduciendo motivos de esta naturaleza que los organismos reguladores de 
varios países decidieron eliminar los derechos de exclusividad de algunas operadoras. 

Pronto fue evidente, sin embargo, que era absolutamente insuficiente limitarse a 
modificar la legislación autorizando legalmente la entrada de nuevas empresas al mercado. w * 
En el caso particular de la telefonía fija las barreras no son sólo la institucionalización de 
reservas de mercado. Existen otras derivadas, por ejemplo, de la necesidad de efectuar 
grandes inversiones iniciales y de las indudables ventajas de precedencia que detenta 
normalmente el primer ingresante. Este último puede verse favorecido, por ejemplo, por 
el hecho que no es posible aún la implementación inmediata de la plena portabilidad de los 
números16 (lo que obstaculiza la migración de usuarios entre operadoras), por las 
dificultades del Organismo Regulador de garantizar que existan condiciones ecuánimes de 
interconexión para todas las competidoras, por su propia capacidad de ofrecer una amplia 
gama de servicios17 escondiendo prácticas de subsidios cruzados predatorios, etc.18 
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En otras palabras, la decisión de introducir competencia en la prestación de servicios 
puso sobre el tapete una serie de cuestiones específicas, que en un ambiente monopólico 
tenían escasa o ninguna importancia desde el punto de vista de las funciones de un 
organismo regulador. Efectivamente, en el nuevo contexto, una de sus principales funciones 
será la establecer reglas del juego que permitan una efectiva y leal competencia entre 
prestadores, adquiriendo una dimensión sin precedentes su papel de árbitro y juez en caso 
de conflictos interempresariales. Esto significa también que, al diseñar la nueva normativa 
sectorial, debe preocuparse particularmente en: a) garantizar condiciones ecuánimes de 
interconexión para todos los competidores; b) controlar el alquiler de circuitos y la; 
prestación de servicios de telecomunicaciones entre operadoras dado que, tanto la reventa 
de servicios como el uso de infraestructura de terceros, pueden ser primeros pasos 
importantes para la ingreso de nuevas firmas; c) impedir que empresas que operan 
simultáneamente en mercados monopdlicos y en mercados competitivos, utilicen su ventaja 
en los primeros para minar la posición de sus rivales en los segundos, particularmente a 
través del uso de subsidios cruzados predatorios; d) tomar todas las medidas necesarias para 
facilitar la migración de usuarios entre operadoras haciendo, por ejemplo, exigencias 
relativas a la portabilidad de los números o al acceso igualitario". 

c) Servicio universal con competencia 

La transición desde el monopolio hacia el oligopolio competitivo en la prestación 
de servicios fijos locales, requiere definir obligaciones de servicio equivalentes para todos 
los competidores, o, alternativamente, compensar económicamente a aquellas prestadoras 
que se vean obligadas a incurrir en un déficit exclusivamente atribuible a su necesidad de 
cumplir - en un ambiente de competencia efectiva - con objetivos de universalización 
específicos y diferentes de los impuestos a sus competidoras. 

La firma monopolista usualmente presta servicios a un precio uniforme que implica 
un subsidio cruzado entre sus usuarios, pero si sus rivales no tienen obligaciones 
equivalentes podrán inviabilizar esta estrategia si se concentran exclusivamente en la 
atención de los "mejores clientes", ofreciéndoles menores precios, a pesar de lo cual 
podrían obtener tasas de retorno más elevadas. En otras palabras, la asimetría de 
obligaciones facilitaría una estrategia de "desersaae" del mercado que socavaría el potencial 
del precio uniforme dentro del área de concesión como fuente de subsidios cruzados y 
podría provocar la ruina de la operadora responsable de extender la red básica hacia los 
sectores de menores recursos o hacia las zonas rurales y/o inviabilizar el cumplimiento de 
los objetivos de expansión previstos por el Organismo Regulador20. 

Ahora bien, es casi imposible definir obligaciones de prestación de servicio 
exactamente equivalentes para todas las empresas locales, especialmente en países 
subdesarrollados. En estos últimos, los objetivos intermedios de universalización suelen 
expresarse como compromisos contractuales del tipo "en el año 2005 la empresa debe 
mantener por lo menos un teléfono público en cada aldea de menos de 500 habitantes y en 
el 2010 dos, etc." hasta alcanzar el número que se considere satisfactorio. Esto hace que 
inclusive en el caso más simple, que es aquél donde las áreas geográficas de concesión están 
exactamente superpuestas, no tenga sentido -ni sea posible- definir obligaciones 
equivalentes. ¿Cómo hacerlo, por ejemplo, si cuando ingresa una segunda empresa la 
primera ya está atendiendo satisfactoriamente el 65% de las poblaciones con menos de 500 
habitantes? 
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Una consecuencia de-lo anterior es que habrá por lo menos una empresa en 
desventaja frente a sus competidores por tener que cumplir con exigencias particulares - que 
serán casi inevitablemente asimétricas - respecto a la prestación del servicio. El organismo 
regulatorio sigue teniendo las mismas dos opciones básicas que se describieron 
anteriormente: equilibrar la situación pagando compensaciones a la empresa con fondos 
provenientes del presupuesto nacional u obligar a todas las empresas a contribuir 
equitativamente a subsidiar los proyectos deficitarios cuya ejecución sea exigida a sólo una 
o algunas de las firmas. Las formas que puede asumir la transferencia de recursos entre 
empresas son varias, pero el contexto de progresiva desmonopolización llevó a rediscutir -
las ventajas, relativas del cobro de una tasa de acceso a la red local versus la constitución 
de un Fondo al que harían aportes las prestadoras de servicios y que sería administrado por 
el Estado (en muchos casos, a través del Organismo Regulador). 

En Australia, por ejemplo, se constituyó el llamado "Fondo para el Servicio 
Universal", al que contribuyen todas las concesionarias de servicios públicos - fijos o 
móviles - de forma proporcional a su participación en el tráfico total. A los 60 días de 
comenzado el año financiero, la empresa que tiene obligaciones de servicio universal puede 
presentarle a AUSTEL (el organismo regulador) una declaración especificando en qué áreas 
sus obligaciones la llevarán a incurrir en "costos netos", que se definen como los costos que 
hubieran podido evitarse, menos los ingresos que hubiesen dejado de recibirse no atendiendo 
esa área. Si el documento es aprobado por AUSTEL, al finalizar el año se verifica en que 
costos netos autorizados la empresa efectivamente incurrió y se le transfieren los aportes al 
Fondo efectuados por las otras concesionarias de servicios públicos. 

A partir de estas dos opciones básicas - tasa de acceso versus constitución de un 
Fondo - pueden imaginarse una serie de alternativas, incluyendo la de constituir un Fondo 
con recursos provenientes de la tasa de acceso pagada por las empresas21. Estas 
alternativas deben evaluarse comparativamente en función de su transparencia, 
previsibilidad, neutralidad, viabilidad política, y facilidad y costo de administración para el 
organismo regulador (Noam, 1994). Pero en todos los casos el Estado deberá decidir cuál 
es el monto de subsidios que está dispuesto a autorizar, definir prioridades para la ejecución 
de proyectos deficitarios y asegurar que los recursos transferidos sean utilizados 
exclusivamenta para financiar las actividades que ha decidido subsidiar. 

En relación a la opción pago directo a la empresa local de una tasa de acceso versus 
la constitución de un Fondo para el Servicio Universal, administrado por el Estado y 
alimentado por el aporte de las empresas del sector deben considerarse - entre otras - las 
siguientes cuestiones: 

i) Si la tasa de acceso cobrada es demasiado elevada, puede constituir un incentivo a 
la duplicación innecesaria de inversiones destinadas a puentear (by pass) a la operadora local 
para evitar el pago de la tasa. 

ii) La constitución de un Fondo permite implementar políticas mas neutras porque se 
puede exigir a todas las empresas que realicen contribuciones, con independencia de que 
estas se interconecten - o no - a la red local. Además tiene la ventaja adicional de que 
pueden sumarse al mismo Fondo los recursos provenientes del cobro de derechos de uso del 
espectro, de la licitación de concesiones, de multas cobradas a los infractores a la ley, etc. 
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iii) Si las características de la demanda difieren mucho entre áreas de concesión (como 
probablemente sería el caso de Brasil o Bolivia, por ej.) se requiere de mecanismos de 
transferencia intrarregional que son más fáciles de implementar en el caso de la constitución 
de un Fondo. 

iv) No necesariamente la operadora local dominante en un área de concesión es la que 
está en condiciones de ejecutar un proyecto específico de la forma más eficiente. Por esto 
es conveniente tener libertad para licitar22 la ejecución de los proyectos cuando se 
considere conveniente. Si el criterio para seleccionar al candidato implica en escoger al que' 
demande el menor monto de subsidio, se generaría una disputa por el uso de los fondos, 
minimizando el peligro de sobreestimar el valor de los subsidios destinados a cada proyecto 
y se estimularía la introducción de tecnologías reductoras de costos. Las desventajas de la 
licitación se vinculan a las posibilidades de abrir un espacio adicional al tráfico indebido de 
influencias en la esfera pública y a la burocratización excesiva que suele caracterizar al 
proceso licitatorio cuando está en manos de un ente estatal. 
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III. BOLIVIA 

1. Evolución reciente y situación actual del sector en Bolivia 

a) La evolución reciente de la red boliviana 

En Bolivia, donde el PNB per cápita es inferior a los 900 dólares anuales, el 70% 
de la población vive en situación de pobreza, el analfabetismo entre las mujeres es mayor 
al 35% y la esperanza de vida al nacer es de sólo 54 años (Banco Mundial, 1991 y 1994), 
entre 1981 y 1989, la tasa de variación del producto interno bruto por habitante fue 
sistemáticamente negativa, acumulando -26.6%23-24. Víctima de un proceso 
hiperinflacionario que tuvo su punto culminante a mediados de los años ochenta25, el país 
enfrentó un déficit fiscal que llegó a representar el 26% del producto en 1984, para 
reducirse posteriormente como resultado del programa de ajuste implementado a partir del 
segundo semestre de 198526. En cuanto al coeficiente de inversión bruta en capital fijo, 
respecto al producto interno bruto, era de 14.2% al iniciarse los años ochenta, cayó 
sistemáticamente hasta tocar el piso de 9.5% en 1985 y 1986 y nunca volvió a superar el 
10% en lo que resta de la década (Naciones Unidas, 1991). En particular, la inversión 
pública decreció constantemente en términos reales hasta 1985 y a pesar de su posterior 
recuperación, a fines de los ochenta apenas superaba los niveles deprimidos de 1983 
(Naciones Unidas, 1991). 

Los resultados sobre el sector de telecomunicaciones no fueron sorprendentes. 
Aunque durante la segunda mitad de los años setenta la red fija local se había expandido a 
una tasa promedio anual de 16% (superando así ampliamente el 10.7% promedio de 
AméricshiLatina y el Caribe), en los años ochenta apenas alcanzó un 3.2% anual,-quedando 
muy por detrás del 6.8% que caracterizó al crecimiento promedio de la región (Herrera, 
1992)27. El año 1985 fue un año de inflexión también para el sector de telecomunica-
ciones, dado que ese año las empresas prestadoras de servicios locales fueron obligadas a 
convertirse en cooperativas, es decir en organizaciones de derecho privado2*. Durante el 
trienio siguiente - 1986/1989 -, la tasa promedio de expansión de la red cayó a 2.9%, desde 
el 4.3% correspondiente al período 1981/198529. 

La información disponible sobre los años noventa no es completa. Se sabe que 
entre 1989 y 1992 la tasa de crecimiento acumulada del conjunto del sistema de 
telecomunicaciones en Bolivia fue del 22%, mientras que el promedio de la región alcanzó 
el 27%30. En el caso de las cooperativas que operan las redes fijas locales, hubo un 
crecimiento de 31% en 1993 y si se completaron las obras comprometidas para 1995, el 
incremento adicional habrá sido de otro 31%. En el caso de la empresa estatal ENTEL 
(que opera básicamente larga distancia), la expansión se vio facilitada por una modificación 
del sistema de compras tendiente a desburocratizar los procesos de adquisición de equipos, 
dando mayor agilidad a la gerencia de la firma estatal. 
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b) La extensión de la red pública de servicios básicos 

La red de telecomunicaciones boliviana no constituye una excepción al doble 
subdesarrollo de la red latinoamericana: es tan incapaz de ofrecer un nivel de cobertura que 
garantice la prestación universal del servicio de telefonía fija, como de brindar al resto de 
las actividades económicas servicios de larga distancia y servicios de valor agregado con 
standards de calidad internacional a precios competitivos. Este subdesarrollo se expresa, 
entre otras cosas, en una bajísima densidad telefónica. Efectivamente, aunque las cifras 
oficiales y privadas no siempre coinciden, se estima que existen alrededor de 4 líneas" 
telefónicas instaladas cada 100 habitantes, lo que resulta en una red de algo más de un 
cuarto de millón de líneas. Pero la situación no sólo refleja el atraso sino que también el 
dualismo que lo caracteriza. Efectivamente, aunque más del 45% de la población vive en 
zonas rurales31, el 87% de las líneas instaladas se concentran en seis ciudades32. En 
términos de teledensidad esto implica que la densidad telefónica de las seis principales 
ciudades rondaba las 7.7 líneas cada 100 habitantes mientras que en el resto del país no 
alcanzaba a ser del 1%33. 

Al respecto debe aclararse que si bien la teledensidad boliviana es baja respecto al 
promedio latinoamericano, no lo es respecto al promedio de países con. ingresos per cápita 
de similar magnitud. Efectivamente, en 1992 - último año para el que se pueden comparar 
cifras internacionales - de los 13 países que tenían un producto bruto per cápita de entre 
600 y 1 000 US$ anuales, sólo cuatro contaban con más de 4 líneas principales por cada 
100 habitantes34. La situación socioeconómica también explica parcialmente porqué, 
aunque se dista tanto de una situación de razonable equidad, las estimativas de demanda 
insatisfecha en Bolivia a las que se tuvo acceso son relativamente modestas. Estas varían 
entre un piso de 6 200 líneas según la UIT (UIT, 1994)35 y las casi 26 600 estimadas en 
el Plan Trienal, según información oficial publicada por ENTEL (ENTEL, 1994)36. En 
todos los casos el cálculo se hizo sobre el precio actual de los servicios y se no tuvo en 
cuenta los posibles efectos de la interacción entre oferta y demanda que fueron comentados 
en el capítulo anterior. 

c) Estructura básica de la oferta de servicios de telecomunicaciones en Bolivia 

En Bolivia operan 17 empresas cooperativas que ofrecen servicios de telefonía local 
fija y busca persona. 

Los servicios de larga distancia nacional e internacional para telefonía, transmisión 
de datos, télex, telegrafía y facsímil son ofrecidos, desde la década del setenta37 por la 
Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), una empresa estatal que además brinda 
servicios de telefonía local en poblaciones menores38. La misma empresa es responsable 
por servicios de transmisión de señales de televisión y radio en todo el territorio nacional. 
Aunque ENTEL, según el marco regulatorio vigente, tiene derechos monopólicos para la 
prestación de servicios internacionales de transmisión de voz, estos también son ofrecidos 
a grandes usuarios por la firma privada DATACOM, que fue originalmente autorizada a 
prestar servicios de transmisión de datos punto a punto con los EUA, y existe un par de 
empresas norteamericanas que brindan servicios internacionales de cali back. 
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La Dirección de Telecomunicaciones Rurales estatal (DITER) atiende poblaciones 
rurales por medio de enlaces de alta frecuencia en una red independiente, cuya principal 
restricción es la imposibilidad de acceder a la red conmutada básica39. Este tipo de 
servicios, con igual restricción, son ofrecidos por la empresa privada Radio Serrano40. 

La telefonía celular es ofrecida en las ciudades de La Paz, Santa Cruz y 
Cochabamba por el consorcio privado TELECEL, que en octubre de 1993 contaba con 2600 
abonados (Bilbao, 1993). TELECEL es un joint ventura entre la empresa norteamericana 
Millicom International y dos socios locales. Un consorcio privado, COMSAT/MCI, en' 
contrato de riesgo compartido con ENTEL, brinda International Business Services con EUA 
(ENTEL, 1994). 

Los servicios de televisión, a fines de 1993, estaban en manos de 84 emisoras 
(Bilbao, 1993)41. Estas en general son privadas, siendo las tínicas excepciones una emisora 
del gobierno nacional y ocho pertenecientes a distintas universidades estatales. La empresa 
gubernamental es la única que cubre todo el territorio nacional. El resto emite señal propia 
sólo en las grandes ciudades y utiliza las instalaciones de ENTEL para llegar al conjunto 
del país. En las ciudades de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz los servicios de televisión 
por cable eran ofrecidos por tres empresas. 

En cuanto a las estaciones de radio, 232 son privadas y sólo dos son de propiedad 
gubernamental. El desarrollo de la radio FM es relativamente reciente y su crecimiento ha 
sido muy veloz. De hecho, a fines de 1993 ya había 118 estaciones AM, 60 estaciones SW 
y 56 FM. 

d) Tecnología predominante en la red pública 

Al hablar de tecnología predominante, calidad de los servicios o precios, debemos 
distinguir entre las redes de las operadoras locales y ENTEL. 

Entre las redes locales l ̂ situación varía de una empresa cooperativa a otra, pero 
consideradas conjuntamente el grado de digitalización de la conmutación42 era de 
aproximadamente el 38% en 1993, de 44% en 199443 y será de 57% a fines de 1995 si 
se ejecutan sin contratiempo las obras ya contratadas44, tanto como consecuencia de la 
instalación de nuevas líneas como por la sustitución de líneas analógicas por digitales. 
Restaría todavía un 10% de líneas de conmutación paso a paso y un 33% de cross bar. No 
se cuenta con información agregada sobre el grado de digitalización del plantel exterior y 
de los enlaces de transmisión para el conjunto de las cooperativas43, pero las opiniones 
recogidas entre empresarios y usuarios parecen indicar que sería justamente en esas áreas 
donde habría los mayores problemas tecnológicos, afectando en forma particularmente grave 
la interfaz entre las redes locales y ENTEL. 

En cuanto a la empresa ENTEL, la digitalización de la conmutación es del 62.5% 
en el servicio local, 60% en servicios de larga distancia nacional y 100% en los 
internacionales. En el área de transmisión el porcentaje de digitalización es del 64%. 
Tanto en el caso de la conmutación como de la transmisión, la antigüedad promedio de los 
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equipos digitales es de apenas dos años (ENTEL, 1994). La mayor digitalización de 
ENTEL vis a vis la de las cooperativas es coherente con la tendencia internacional según 
la cual la digital ización suele iniciarse por los servicios de larga distancia (interurbanos e 
internacionales) y por la compra de nuevas centrales. Normalmente el proceso de 
sustitución de las centrales electromecánicas que operan en los servicios locales es lento, 
debido a la magnitud de las inversiones anteriores que ellas corporizan. Los resultados 
parecen paradójicos: la digital ización de la conmutación en Bolivia estaría a fin de este año 
más avanzada que el promedio de los 24 países de la OCDE40, pero quedaría47 por detrás 
de 18 de los 24 países para los que hay datos y que fueron calificados como least developed; 
en el ya citado informe de la UIT. 

e) Calidad de los servicios 

Los últimos datos disponibles son los de marzo de 1991 y. muestran, además de una 
escasa diversificación de la oferta, problemas graves referidos a la calidad de los 
servicios48. Al alto nivel de fallas en la planta externa y en las instalaciones de abonados, 
se sumaban problemas graves de congestión. En los servicios de larga distancia, el 
porcentaje de llamadas infructuosas era muy elevada: en La Paz, por ejemplo, sólo el 45% 
de las llamadas internacionales y el 63% de las de larga distancia nacional llegaban a 
completarse, especialmente debido a problemas generados en la red local. 

Simultáneamente, en las zonas rurales la falta de coordinación entre las iniciativas 
privadas y las estatales llevó a una innecesaria duplicación o triplicación de inversiones en 
algunas poblaciones y a la carencia de red en otras, así como a problemas de interferencia 
entre los sistemas rurales y otras fuentes de radio. 

No se cuenta con datos generales confiables sobre la evolución de la calidad de los 
servicios en lo que va de los años noventa. Sin embargo dado que, entre otras cosas, 
influían negativamente la obsolescencia de los equipos que integraban la red, la 
yuxtaposición semicaótica de diversas tecnologías y la configuración inadecuada de algunos 
sistemas importantes, es probable que la situación haya evolucionado favorablemente. Por 
lo menos se esperaba que actuasen en ese sentido la sustitución de equipos analógicos por 
digitak«-ocurrida en los últimos años y el cambio de configuración del sistema en la 
cooperativa de La Paz (COTEL)49. La falta de información impide, sin embargo, evaluar 
en qué medida estas expectativas se vieron realizadas. 

f) Acceso a la red telefónica 

El acceso a una línea telefónica requiere la realización de un aporte de 1 300 a 
1 500 dólares a la cooperativa local correspondiente. A cambio se recibe un "certificado 
de aportación" que convierte a su tenedor en socio-propietario de la cooperativa. Al 
renunciar al uso de la línea, éste último puede transferir el certificado a un tercero para 
recuperar su valor. Los certificados, además de tener altísima liquidez, eran aceptados por 
el sistema bancario como garantía para el otorgamiento de créditos. Su valor - que es el 
mismo para usuarios residenciales y comerciales - ha crecido notoriamente a lo largo de los 
20 últimos años. Por ejemplo, a fines de 1993, en la cooperativa de La Paz (COTEL), el 
4.2% de los suscriptores había pagado 230 dólares por certificado, el 34.7% entre 325 y 
750 dólares y 1 500 dólares el restante 61.1%. 
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Al verificar que este costo de ingreso al sistema telefónico se constituyó en una 
traba importante a su expansión, algunas cooperativas comenzaron a ofrecer planes de 
financiamiento para la adquisición de los certificados de aportación. En la Paz, por 
ejemplo, se puede hacer un pago inicial de 200 dólares y pagar el resto en cuotas de uno 
a cinco años, con intereses del 12% anual sobre los saldos (COTEL, 1993). 

g) Precios al usuario final de servicios telefónicos fijos 

Una de las peculiaridades de la red boliviana, en relación a otras redes" 
latinoamericanas, es que en los hechos no existe un sistema nacional para el establecimiento 
de las tarifas de los servicios locales, lo que resulta en un esquema tarifario heterogéneo. 
En todo caso, la norma es precios locales llamativamente bajos, lo cual es confirmado por 
los datos disponibles relativos a las cooperativas de La Paz (COTEL), Santa Cruz (COTAS) 
y Cochabamba (COMTECO)50. Por el contrario, las tarifas de larga distancia nacional 
e internacional están por encima de los promedios internacionales (Deloite and Touche, 
1992). En enero de 1995, las tarifas telefónicas pagadas por los usuarios finales eran 
independientes de la duración de las llamadas y, en el caso de La Paz, también eran 
independientes del número de llamadas realizadas. En esta ciudad los usuarios residenciales 
se limitan a pagar una tarifa plana de 4.68 dólares por mes. En la ciudad de Santa Cruz 
un pago fijo de 1.74 dólares mensuales daba derecho a 60 llamadas libres y las excedentes 
se pagaban a 0.059 dólares cada una. En Cochabamba el pago fijo de 3.53 dólares daba 
derecho a 90 llamadas libres y cada una de las excedentes se pagaba a 0.043 dólares. Las 
tarifas básicas mensuales para los abonados comerciales son, en promedio un 235% 
superiores a la de los abonados residenciales (Banco Mundial, 1994). 

h) El financiamiento de la expansión 

En Bolivia, casi hasta fines de los años noventa, las prestadoras de servicios de 
telecomunicaciones financiaron la inversión necesaria para expandir sus redes utilizando 
fondos propios. En el caso de ENTEL (68% desfondos propios), esto lo permitía su nivel 
de tarifas que era muy elevado en términos internacionales51. Para las cooperativas (59% 
de fondos propios), este tipo de financiamiento fue posible gracias a los "certificados de 
aportación" (Deloite y Touche, 1992), que compensaban en cierta medida lo reducido de 
las tarifas locales. En este sentido, como el valor de los certificados de aportación fue 
creciendo notablemente a lo largo de los últimos años, parece haber habido un subsidio 
cruzado al interior de las cooperativas beneficiando a sus socios más antiguos en detrimento 
de los recién ingresantes. 

En los años noventa, los créditos - especialmente de proveedores - cobraron mayor 
importancia absoluta y relativa dentro de la estructura de financiamiento de la inversión. En 
ENTEL, durante los dos primeros años de la década, el crédito de proveedores respondió 
por el 51% de los gastos en operación e inversiones y se utilizaron para concretar la 
acelerada modernización de la red que tuvo lugar recientemente. En el caso de las 
cooperativas, en los mismos años, este tipo de financiamiento habría alcanzado a cubrir el 
36% de los gastos de operación y mantenimiento y los créditos bancarios otro 24%. La 



mayor disponibilidad de créditos de proveedores les permitió, a las cooperativas, seguir 
manteniendo tarifas que no cubrían los costos y ofrecer facilidades para el pago de los 
certificados de aportación, cuyo alto valor se había convertido en un cuello de botella, desde 
el punto de vista de las posibilidades de expansión de la demanda. 

A diferencia de lo ocurrido en casi todos los demás países, no se implementó una 
política tarifaria con el objetivo de hacer con que el desarrollo de las redes cooperativas 
fuese subsidiado por las tarifas de interconexión cobradas a ENTEL, la operadora 
internacional. Las opiniones respecto a si de todas formas ocurrió de hecho - o no ocurrió -;; 
este tipo de subsidio cruzado están divididas, pero el sólo hecho de que se trate de un tema 
controvertido - y no de una verdad indiscutida - es toda una originalidad de la realidad 
boliviana vis a vis la situación que precedió a la desregulación y/o la privatizaciones en la 
mayor parte de los otros países. Realmente es difícil tener certeza al respecto, en la 
medida que se carece de información sobre la estructura de costos del sector. Un estudio 
hecho por la consultora Deloite & Touche, concluye que habría existido un subsidio 
implícito en la tarifa de interconexión favorable a ENTEL. En el mismo sentido apunta el 
informe del Banco Mundial (1994) que, al evaluar el impacto fiscal que tendría la 
capitalización, da por supuesto que deben incrementarse las tarifas de interconexión. Sin 
embargo por lo menos otro estudio financiado por la universidad de Harvard - al que no se 
tuvo acceso para preparar este informe - afirmaría, según uno de los entrevistados, que sí 
existió un subsidio a favor de las cooperativas. En todo caso es llamativo el hecho que, 
aunque las entrevistas para poder escribir este mismo trabajo se hicieron en un momento 
político muy complicado de enfrentamiento entre algunos dirigentes de las cooperativas y 
miembros del gobierno, la mayor parte de los entrevistados de ambos lados se mostraron 
por lo menos escépticos respecto a la posibilidad de que la financiación de la red 
cooperativa hubiese sido posible vía tarifas de acceso pagadas por ENTEL. 

i) Síntesis 

En Bolivia, en vez de la clásica empresa estatal que ofrece servicios locales e 
internacionales de forma monopólica - subsidiando los primeros a expensas de los segundos 
- la estructura del mercado telefónico se compone de 17 cooperativas independientes que 

« prestan sa^yicios locales, una direccidaigubernamental que atiende poblaciones rurales y una 
empresa estatal que sólo marginalmente brinda telefonía local y que está facultada por la ley 
para brindar en forma monopólica servicios de larga distancia. En los hechos, sin embargo, 
esta empresa enfrenta la competencia de una firma privada que opera en el territorio 
nacional y de varias empresas estadounidenses que ofrecen servicios internacionales 
utilizando el sistema de cali back. 

Bajo estas condiciones, el desarrollo de la red mostró de forma amplificada las 
mismas tendencias que se impusieron en el resto de América Latina: expansión en los 
setenta, relativo estancamiento en los ochenta y señales de recuperación en los noventa, con 
similares resultados en términos del subdesarrollo de la red. Caracterizan a esta situación: 
una bajísima densidad telefónica (especialmente en las zonas rurales), escasa diversificación 
de la oferta de servicios y problemas graves referidos a su calidad (alto nivel de fallas en 
planta externa, congestión del tráfico, etc.). En cuestiones tarifarias la norma es precios 
para los servicios locales llamativamente bajos y tarifas internacionales altas. También es 
muy elevado el valor de los certificados de aportación requeridos por las cooperativas para 
poder usufructuar del derecho a una línea propia. 
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Por otra parte, vale la pena destacar que la reciente modernización de la 
infraestructura utilizada por ENTEL (que alcanzó un 100% de digitalización en la 
conmutación internacional e índices elevados en el resto) vis a vis el relativo atraso 
tecnológico y el insuficiente desarrollo de las redes de las cooperativas, convirtieron a estas 
últimas en el principal cuello de botella para el desarrollo de los servicios de larga distancia. 

Lo anteriormente expuesto plantea cuestiones que requieren un abordaje 
relativamente novedoso, dado que a nivel internacional el debate se estructuró, entre otras 
cosas, alrededor de la conveniencia - o no - de: a) permitir la participación del capital _ 
privado en la prestación de los servicios locales, b) separar los servicios locales de los de 
larga distancia, c) terminar con los subsidios cruzados entre los servicios locales y los de 
larga distancia. En Bolivia la telefonía fija local es privada y el eje de la polémica sobre 
ella se ha deslocado hacia la cuestión de si una forma especificare organización privada -
la cooperativa - es capaz de sobrevivir en un entorno competitivo y si su lógica es o no 
compatible con los principios de eficiencia y equidad. Por otra parte, los servicios locales 
están de hecho separados de los de larga distancia y si alguna discusión hay al respecto se 
refiere, más bien, a los múltiples inconvenientes que tal separación aparejó, por lo menos 
en términos de un desarrollo racional del sistema de interconexión de redes, calidad de los 
servicios, etc. Por último, no parece haber ocurrido - por lo menos en una escala 
significativa - el subsidio cruzado entre servicios locales y de larga distancia. 

2. La legislación preexistente 

Dos leyes, junto a sus respectivos reglamentos y modificaciones posteriores, son de capital 
importancia para entender el marco regulatorio que sirvió de referencia al desarrollo del 
sector de telecomunicaciones en Bolivia, a lo largo del último cuarto de siglo en Bolivia: 
la Ley General de Telecomunicaciones y la Ley General de Cooperativas. 

a) La Ley General de Telecomunicaciones 

La Ley General de Telecomunicaciones actualmente vigente fue aprobada en 1971. 
La reglamentación de la ley y su paiáal modificación se promulgaron en 198052 y son de 
aplicación a todos los servicios de telecomunicaciones, entre los que se incluyen 
explícitamente los de telegrafía, telefonía, radiodifusión, radioaficionados, 
radiocomunicaciones y los llamados servicios especiales53. 

A continuación se sintetizan algunos aspectos relevantes del marco regulatorio que 
emerge de la mencionada Ley, sus modificaciones y su reglamentación. 

i) Política de concesiones 

El espíritu que permea la Ley General de Telecomunicaciones afirma el principio 
de la prestación de los servicios públicos como facultad privativa del Estado, aceptando la 
participación del capital privado sólo como una situación de excepción, pero en ningún caso 
pudiéndosele reconocer derechos monopólicos, dado que estos últimos contravendrían la 
Constitución Política del Estado, que en su artículo 134, plantea que no se reconoce ninguna 
forma de monopolio privado54. 
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La prestación de los servicios públicos debe ser hecha por intermedio de una 
empresa estatal, siendo que el Poder Ejecutivo puede otorgar concesiones para su 
explotación, en lugares donde la empresa estatal no los explota, únicamente si existen 
razones que lo justifiquen. La ley, además, explicita que cuando excepcionalmente se 
otorguen concesiones a empresas privadas, serán de carácter precario33 y por no más de 
40 años (con ciertas limitaciones - pueden acordarse prórrogas)36. En el caso de los 
servicios telefónicos, las concesionarias pueden ser empresas privadas nacionales, 
extranjeras o mixtas, habiendo mayores restricciones en cuanto al origen del capital para 
las empresas de radiodifusión37. 

Sin embargo dado que, al entrar en vigencia esta ley, él capital privado - sólo o en 
asociación con las municipalidades - ya ofrecía la mayor parte de los servicios de 
telecomunicaciones, la reglamentación posterior estableció el respeto a los derechos 
adquiridos por los titulares de servicios e instalaciones que ya estaban operando38. En 
otras palabras, el reglamento consagró la permanencia y predominancia de una situación de 
explotación privada de los servicios públicos locales, a pesar de que la Ley General sólo 
aceptaba esta situación en carácter de excepción. Simultáneamente se permitió, en contra 
del propio espíritu de la Constitución, la consolidación del poder monopólico privado en 
cada área de concesión. 

ii) Precios 

Según la Ley General de Telecomunicaciones y su reglamentación, el entonces 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones, debe establecer un Plan Tarifario Nacional. 
La Ley se centra en el precio de los servicios a los usuarios finales, no definiendo en 
absoluto los criterios o la metodología que podrán usarse para determinar los precios de los 
servicios de interconexión entre redes. Las tarifas cobradas a los usuarios deben ser "justas 
y razonables", cubrir los gastos de inversión y de explotación, el desarrollo adecuado de 
los sistemas y servicios y tener en cuenta las recomendaciones de la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones39. Las de los servicios telefónicos deben componerse de una cuota 
fija de abono y una cuota variable en proporción al uso de los servicios60. Dentro de cada 
una de las áreas de servicio, las tarifas y los costos de instalación deben ser uniformes, 
aunque sean prestadas por diferentes operadores61. En el caso efe* los servicios 
internacionales, de ser posible, deben fijarse en forma igualitaria en ambos sentidos. 

Debe señalarse que, en estos aspectos, la Ley General de Telecomunicaciones se 
contradice con la Ley Orgánica de Municipalidades que, en dos de sus artículos, dispone 
que los servicios públicos locales de telecomunicaciones se encuentran bajo jurisdicción y 
competencia municipal62. La consecuencia de esta situación ha sido que los precios de los 
servicios que prestan las cooperativas son aprobados por las respectivas municipalidades y 
que la Dirección General de Telecomunicaciones, encargada de su fiscalización, nunca logró 
tener un control efectivo sobre ellos. 

De hecho, contrariamente a lo que exigen la Ley General de Telecomunicaciones 
y su reglamento, en muchos casos sucede que las tarifas locales: a) no cubrían los gastos 
de inversión, de explotación y de un desarrollo adecuado del sistema ; b) no tenían una 
parte variable proporcional al uso de los servicios. Al respecto, sirve perfectamente de 
ejemplo la situación de COTEL, la cooperativa de La Paz, a fines de 1993. Según la 
memoria de esta cooperativa, las precios vigentes no cubrían los gastos de operación y, 
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entre otras cosas, esto se debía a que no se cobraban según el tiempo de utilización de la 
línea o el número de llamadas y a que estuvieron congelados por más de cuatro años hasta 
que - en septiembre de ese año - una ordenanza municipal permitió que se incrementasen. 
Ese mismo año, la cooperativa concretó la compra de un equipo de tarifación por tiempo 
y número de llamadas. El equipo costó 3.3 millones de dólares y nunca llegó a 
utilizarse63. 

Las tarifas de ENTEL a los usuarios finales tampoco reflejaban necesariamente sus.. 
costos, aunque en este caso - contrariamente a lo que sucede con las cooperativas - se trata 
de tarifas altas en relación a las que rigen en otras partes del mundo. Esto es 
particularmente cierto en lo que se refiere a la larga distancia nacionaJ (Deloite & Touche, 
1992). Vale la pena señalar que ENTEL, como empresa estatal, presentaba algunos de los 
mismos problemas que caracterizaron la gestión de las firmas estatales de 
telecomunicaciones en otros países de América Latina: un número muy alto de empleados 
por línea instalada en relación a los parámetros internacionales, mecanismos de decisión 
"pesados", una parte importante de los recursos generados por la empresa - en este caso 
sobre la base de tarifas altas y una relación favorable entre entradas y salidas de llamadas 
internacionales - eran transferidos al Tesoro y volcados a fines ajenos al desarrollo del 
propio sector, mientras que a nivel macroeconómico se enfrentaba el déficit fiscal más 
general imponiendo severas restricciones presupuestarias, en un contexto en que era cada 
vez más difícil acceder a créditos externos para el desarrollo y fortalecimiento de empresas 
estatales. 

i i i) La Dirección General de Telecomunicaciones 

La Dirección General de Telecomunicaciones (DGT), dependiente del entonces 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones, es definida por la ley como un organismo 
técnico-administrativo con algunas funciones regulatorias y de fiscalización. Probablemente 
la función en la que su intervención ha sido más importante es la de administración del 
espectro radioeléctrico, ya que le compete la asignación de frecuencias y el «Etergamiento 
de las señales distintivas con las que van a operar los beneficiarios de concesiones. La 
DGT es quien prepara el informe previo sobre el que se basa el Poder Ejecutivo para 
otorgar concesiones para la explotación de servicios públicos y quien, una vez otorgada la 
concesión - mediante Resolución Suprema -, extiende la licencia y autoriza la habilitación 
de los equipos e instalaciones necesarias para prestar el servicio. Asimismo fija los montos 
que deben abonarse como derecho de concesión, transferencia, permiso o licencia, como 
también las tasas por derecho de utilización de canales y frecuencias, costos de fiscalización 
y estudios estadísticos. 

En el terreno estrictamente normativo, debe formular los reglamentos específicos 
de cada servicio y, actuando como una especie de organismo consultivo del Ministerio, 
sugerirle tanto la aprobación o rechazo de los estatutos y reglamentos de los organismos y 
empresas que actúan en el sector, como las tasas, tarifas y gravámenes. 
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La legislación prevé que la DGT fiscalice y coordine las actividades de todas las 
entidades del sector, objetivo al que deberían contribuir tanto su competencia para sancionar 
a los infractores, como sus variadas atribuciones técnicas. Estas van desde la fijación y 
certificación de los índices de calidad a los que debe ajustarse la fabricación de materiales 
y equipos, hasta el fomento de la investigación y asistencia técnica, pasando por la 
promoción de la incorporación de profesionales y técnicos bolivianos al sistema de 
telecomunicaciones64. 

Adicionalmente, para facilitar la coordinación de las actividades sectoriales, la legislación" 
prevé que todos los prestadores de servicios públicos de telecomunicaciones elaboren planes 
para la expansión y modernización de sus sistemas y los sometan a la DGT a efectos de su 
evaluación y compatibilización. 

Sin embargo debe destacarse que, en los hechos, la institución no ha podido realizar 
una coordinación efectiva imponiendo un programa nacional para el sector, criterios de 
calidad de funcionamiento o normas técnicas y operacionales adecuadas. El organismo 
carece de la independencia necesaria para actuar como efectivo ente regulador, a lo que se 
agrega el hecho que ni siquiera cuenta con el presupuesto y el personal suficientes para 
cumplir con el rol limitado que le fue asignado (Deloite & Touche, 199.2). El aspecto más 
notorio de los déficits mencionados es 1a evidente falta de coordinación entre ios planes de 
expansión de las cooperativas y aquellos de ENTEL y DITER, que tiene sus consecuencias 
más dramática en la pobre calidad de algunos de los servicios prestados, en la imposibilidad 
de extender los servicios a ciertas zonas y en su superposición en otras. En este contexto 
la actual estructura del sector, al implicar la atomización de las decisiones de inversión -
con 17 cooperativas de un lado y dos instituciones estatales del otro - no hizo más que 
agregar llovido sobre mojado, contribuyendo a profundizar todos los rasgos de ineficiencia 
del sector considerado de conjunto. 

b) La Ley General de Cooperativas 

Como se ha.¿$eñaIado anteriormente, la intervención del capital privado en la 
explotación de servicios de telefonía local estuvo siempre presente, siendo que en sus 
orígenes éste actuó en asociación con los respectivos municipios. En el año 1985, por 
medio del Decreto Supremo No. 21060, el gobierno obligó a todas las prestadoras locales 
de servicios telefónicos a asumir la figura legal de cooperativas. Esto implicaba, entre otras 
cosas, que las operadoras - que de hecho tenían poderes monopólicos sobre su área de 
concesión - pasarían a ser reguladas por la Ley General de Cooperativas de Bolivia 
(promulgada a fines de la década del cincuenta bajo la presidencia de Hernán Siles 
Zuazo65) y que su desarrollo estaría protegido por la Constitución Política de febrero de 
1967, que en su artículo 160 dice que el Estado debe fomentar, mediante legislación 
adecuada, la organización de las cooperativas. 

La Ley General de Cooperativas, que las establece como instituciones de derecho 
privado, plantea la protección estatal de las mismas a través de una serie de medidas cuyo 
cumplimiento les otorgaría importantes ventajas competitivas vis a vis sus posibles 
concurrentes en la prestación de servicios de telecomunicaciones. Entre las medidas 
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mencionadas, se incluyen el deber del Estado de darles preferencia en la contratación de la 
prestación de servicios, así como un tratamiento impositivo especial, dado que se las exime 
del pago de impuestos municipales por el término de cinco años, a contar de la fecha en que 
se constituyen legalmente. Por otro lado debe recordarse que, por definición, las 
cooperativas están eximidas del pago del impuesto al lucro presunto, dado que su objetivo 
no puede ser el lucro66. 

La máxima autoridad de la cooperativa es su Asamblea General de Socios, donde 
cada socio tiene derecho a un sólo voto, cualquiera sea el número y valor de sus certificados -
de aportación, lo que genera la atomización de la propiedad y del poder decisorio, que 
puede ser compartido por un número creciente de socios. A su vez, el órgano directivo y 
ejecutivo de los planes y normas generales acordados por la Asamblea General es el 
Consejo de Administración, que administra y representa a la cooperativa, y cuya actuación 
es supervisada por el Consejo de Vigilancia. Es importante señalar, sin embargo, que los 
socios de las cooperativas, aunque les asista el derecho, en su gran mayoría no participa de 
las asambleas generales, quedando normalmente reducida la toma de decisiones a un grupo 
relativamente circunscritos de socios, entre los cuales es decisivo el papel de los integrantes 
del Consejo de Administración. 

Las características de las cooperativas, sobre las cuales - de acuerdo a la legislación 
vigente - debería recaer la responsabilidad por la universalización del servicio de telefonía 
fija, da matices particulares a la problemática del financiamiento de la expansión de la red, 
debido al carácter de propietarios de una institución sin fines de lucro que tienen todos los 
abonados al servicio. De hecho, una vez obtenido un determinado tamaño de red, el 
financiamiento de la expansión vía un incremento de tarifas es conflictivo con sus intereses 
inmediatos. Por otro lado, debe recordarse que la escasez y la dificultad para conseguir una 
línea telefónica, han contribuido a mantener alto el valor de los certificados de aportación 
en los cuales los socios de las cooperativas han invertido una parte, no siempre marginal, 
de sus ahorros. Esto significa que los tenedores de certificados de aportación se sentirán 
amenazados por futuras políticas exitosas de universalización, en la medida que pueda 
aparejar la desvalorización de sus ahorros 67. 

c) Síntesis 

La incoherencia del marco legal vigente, la debilidad intrínseca del organismo que 
debe cumplir funciones de planificación, fiscalización y normatización, el mecanismo de 
determinación de precios, la delimitación inapropiada de áreas de concesión, la inexistencia 
de mecanismos de transferencia interregionales y la consolidación de monopolios regionales 
en manos de las cooperativas, plantean desafíos específicos al sector, desde el punto de vista 
de los objetivos de eficiencia y equidad. 

Las empresas cooperativas tienen, por ley, una serie de ventajas competitivas frente 
a sus posibles concurrentes. En contrapartida, las consideraciones relativas a la obtención 
de un mayor margen de lucro le son ajenas, con todo lo que esto implica de desestímulo a 
la propia expansión y sus propietarios tienen motivos objetivos para resistir cualquier 
aumento tarifario que no esté estrictamente asociado a la mejoría de los servicios prestados 
a los actuales abonados. Agravando esta situación, los actuales socios de las cooperativas 
podrían sentirse perjudicados por cualquier política exitosa de universalización que 
disminuyese el valor de mercado de sus certificados de aportación. 
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3. El nuevo marco regulatorio 

Tres leyes, que se analizarán a continuación, constituirán la columna vertebral de la futura 
regulación sectorial: a) la llamada "Ley SIRESE" aprobada el 28 de octubre de 1994, que 
instituye un sistema de regulación para un conjunto de actividades, entre las que se 
encuentra la prestación de servicios de telecomunicaciones, b) La "Ley de 
Telecomunicaciones" aprobada el 5 de julio de 1995 y c) "Ley de Capitalización68 

aprobada en marzo de 1994, que posibilitó la privatización de ENTEL. 

a) La Ley SIRESE: el Sistema de Regulación Sectorial 

i) Estructura, funciones y presupuesto de la entidad regulatoria 

La ley No. 1 600 crea un sistema, llamado Sistema de Regulación Sectorial 
(SIRESE), que debe actuar como regulador de un conjunto de actividades, entre las cuales 
se encuentra la prestación de servicios de telecomunicaciones69. 

El SIRESE estará compuesto de dos niveles: una Superintendencia General y varias 
Superintendencias Sectoriales. Su primer nivel - la Superintendencia General - coordinará 
y fiscalizará el funcionamiento de las Superintendencias Sectoriales, encargándose de la 
aprobación tanto de las normas internas, como de la estructura general administrativa y de 
las políticas salariales y de recursos humanos de estas últimas, así como de la resolución 
de cualquier conflicto de competencias que se suscite entre ellas. La Superintendencia 
General constituirá, además, una instancia de apelación contra las decisiones de los 
superintendentes sectoriales y fiscalizará y emitirá opiniones sobre la eficiencia y eficacia 
de la gestión de estos últimos. En el segundo nivel, cada Superintendencia Sectorial tendrá 
- entre otras funciones - las de vigilar la correcta prestación de los servicios, hacer cumplir 
la legislación pertinente al sector, aprobar precios y tarifas, otorgar, modificar o renovar 
concesiones, licencias, autorizaciones o registros, así como disponer su caducidad o 
revocatoria y monitorear la ejecución de los planes de inversión que se hubiesen 
comprometido. Por otro lado, como queda más claro aún al analizar la Ley de 
Telecomunicaciones, las funciones regulatorias de la Superintendencia de 
Telecomunicaciones serán limitadas, en el sentido que no tendrá competencia para dictar los 
reglamentos o normas sectoriales, proceder al reordenamiento del uso de frecuencias 
radioeléctricas, ni elaborar la política general de concesiones. 

El Sistema estará bajo tuición del Ministerio de Hacienda y Desarrollo y tanto la 
Superintendencia General como las Superintendencias Sectoriales serán órganos autárquicos, 
con jurisdicción nacional y autonomía de gestión técnica administrativa y económica. Sus 
máximas autoridades, es decir, el superintendente general y los sectoriales, serán designados 
por el Presidente de la República que los escogerá de una terna propuesta por la Cámara 
de Senadores, previamente aprobada por lo menos con dos tercios de los votos de los 
miembros de la cámara presentes70. 
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La ventaja de haber creado una instancia única de coordinación y supervisión de los 
organismos regulatorios sectoriales (la Superintendencia General), reside en la posibilidad 
de generar sinergias en materia de formación y utilización de recursos humanos 
especializados en un país donde estos últimos son muy escasos. En contrapartida, existe 
el peligro de que la autoridad regulatoria de las superintendencias sectoriales, constituidas 
como órganos especializados, se vea resentida por la posibilidad de apelación de sus 
decisiones a una instancia administrativa superior, no especializada, como sería la 
Superintendencia General. 

Las actividades del Sistema se financiarán mediante tasas y otros recursos que 
deberán establecerse en las normas legales sectoriales respectivas. El presupuesto del 
SIRESE será elaborado en su primera versión por la Superintendencia General (sobre la 
base de las propuestas de las Superintendencias Sectoriales), que lo someterá a consideración 
del Poder Ejecutivo, que a su vez lo incorporará al proyecto de presupuesto general de la 
Nación presentado al Congreso Nacional. 

ii) Monopolio versus Competencia y Servicio universal 

En su primer artículo, la Ley No. 1 600 plantea que uno de los objetivos del 
SIRESE es asegurar que las actividades reguladas tiendan a que "todos los habitantes de la 
República puedan acceder a los servicios", es decir se establece como tendencia deseable 
su universalización, aunque no se le atribuye explícitamente al Sistema ninguna competencia 
en relación a la recaudación o administración de fondos destinados a viabilizar tal objetivo. 

En cuanto a la estructura de mercado, la Ley es ambigua. Por un lado, establece 
que las Superintendencias Sectoriales deben impedir la constitución de monopolios, prohibe 
explícitamente que se realicen acuerdos que amenacen la libre competencia (como, por 
ejemplo, fijación conjunta de precios, limitaciones de la producción o repartición de los 
mercados) y las fusiones entre empresas y entidades, a menos que traigan beneficios para 
los consumidores y usuarios sin eliminar sustancialmente la competencia71. Pero, al 
mismo tiempo, limita el alcance de estas disposiciones antimonopólicas en su artículo 15 al 
plantear que éstas valen "salvo por lo dispuesto por las normas legales sectoriales 
respectivas". Lo mismo hace en su artículo 24 al establecer que las disposiciones 
antimonopólicas y de defensa de la competencia "entrarán en vigencia en los plazos que 
establezcan las respectivas normas legales sectoriales". Como se verá a continuación, en 
el sector de telecomunicaciones esto abrió la puerta para la institucionalización de 
monopolios temporarios y para autorizar que se inicie un proceso de fusiones y asociaciones 
entre empresas. 

Igualmente ambivalente se muestra la ley al tratar de una de las barreras que 
enfrentan los demandantes de servicios de telecomunicaciones para acceder a la red local: 
la actual obligación de adquirir un certificado de aportación. Efectivamente, en su artículo 
17, la ley SIRESE califica como una práctica abusiva obligar a quién solicita un servicio 
a convertirse en socio o accionista de la empresa pero, al mismo tiempo, deja abierta la 
posibilidad de que un reglamento sectorial autorice dicha práctica. 
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b) La Ley de Telecomunicaciones 

El 5 de julio de 1995 el Congreso Nacional de Bolivia sancionó la Ley No. 1632, 
llamada Ley de Telecomunicaciones. Dicha ley se refiere a todos los servicios y actividades 
de telecomunicaciones72, exceptuando aquellos relacionados con la seguridad y la defensa 
nacional determinados por el Poder Ejecutivo. El único aspecto de la ley de 
telecomunicaciones que valdría para estos últimos es aquel referido a aspectos técnicos del 
uso del espectro electromagnético73. 

i) Funciones, atribuciones y recursos financieros de la Superintendencia de 
Telecomunicaciones 

Esta ley detalla una serie de funciones específicas de la Superintendencia de 
Telecomunicaciones, que se agregan a aquellas generales ya establecidas por la ley SIRESE 
para todas las superintendencias sectoriales. Algunas de las atribuciones específicas del 
organismo regulador serían las de controlar y coordinar el uso del espectro, establecer 
standards técnicos para los servicios de telecomunicaciones y controlar los medios y equipos 
a través de los cuales se emiten las ondas electromagnéticas, impidiendo el mal uso de las 
frecuencias. El reordenamiento del espectro electromagnético, en cambio, quedaría en 
manos del Poder Ejecutivo. 

Otra funciones de la Superintendencia de Telecomunicaciones se refieren a su 
intervención en los acuerdos entre entidades del sector o entre estas últimas y los usuarios. 
Al respecto le corresponde: a) suscribir contratos de concesión y enmendarlos; b) aprobar 
los modelos de contratos entre los proveedores de servicios de telecomunicaciones y los 
usuarios; y c) aprobar los acuerdos que establezcan o modifiquen las tarifas acordadas entre 
operadores de servicios de larga distancia internacional. Además, podrá requerir de las 
empresas toda la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones, exigirle a 
los proveedores de servicios la separación contable y administrativa de los servicios 
prestados y disponer el usa de normas contables aplicables a los servicios básicos74. 

La Superintendencia podrá declarar la caducidad de una concesión o la revocatoria 
de una licencia. Entre las posibles causales de su declaración figuran: a) la disposición de 
una concesión o licencia o la modificación de su objeto, sin autorización previa de la 
Superintendencia; b) la quiebra del titular; c) el incumplimiento de las metas de expansión 
fijadas, en los plazos y el porcentaje establecido en el contrato de concesión y; d) el 
reiterado incumplimiento de disposiciones contractuales o legales luego de notificación de 
la Superintendencia. La declaración de caducidad o revocatoria podrá ser apelada 
jerárquicamente ante el Superintendente General del SIRESE o ante la Corte Suprema de 
Justicia, por la vía jurisdiccional contencioso administrativa. 

Como se ha señalado anteriormente, en el caso boliviano, la Superintendencia 
Sectorial y el sistema SIRESE de conjunto, tienen poderes reducidos, en el sentido que no 
dictan las normas o reglamentos de los servicios, sino que se limitan a aplicarlos y a 
garantizar que sean respetados por las empresas y usuarios. La elaboración y aprobación 
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de éstos corresponde al Poder Ejecutivo, que utilizará procedimientos y criterios no 
explicitados por la Ley de Telecomunicaciones. Esto permite que la normativa sectorial sea 
definida a nivel ministerial, obviando mecanismos de consulta y audiencia pública y la 
obligación de dar publicidad no sólo a los actos normativos, sino que también a las 
correspondientes justificativas. La importancia de las prácticas de audiencias y consultas 
previas a la aprobación de los reglamentos, por ejemplo, reside en que minimizan la 
posibilidad de cometer errores, dada la necesidad del organismo regulador que cuenta con 
recursos humanos escasos y de poca experiencia para intervenir en el rumbo de un sector 
que atraviesa por un singular y acelerado proceso de transformación. 

Al no conocerse el Reglamento, ni los criterios que regirán la elaboración de su 
contenido, cuestiones tales como qué razones podrá aducir el Poder Ejecutivo para limitar 
el número de concurrentes en un mercado, o quién y cómo administrará el Fondo Nacional 
de Desarrollo Regional (ver el siguiente punto v)), permanecen como incógnitas, 
dificultando una evaluación prospectiva de los efectos de esta Ley en términos de su impacto 
tanto sobre la eficiencia como sobre la equidad. 

Las actividades de la Superintendencia de Telecomunicaciones y parcialmente las 
de la Superintendencia General se financiarán con tasas específicamente destinadas a tal 
efecto, llamadas tasas de regulación, que podrán ser cobradas a los prestadores de todo tipo 
de servicios de telecomunicaciones y a los prestadores de servicios de valor agregado. Sus 
montos y formas de pago se establecerán en los reglamentos, pero sus topes máximos son 
establecidos por la Ley de Telecomunicaciones75. 

ii) Derechos de exclusividad, metas de expansión y calidad y futura evolución de la 
estructura del mercado 

En términos generales el Reglamento que dictará el Poder Ejecutivo establecerá bajo 
qué circunstancias, considerando razones de orden técnica y económica, se admitirá un 
número ilimitado de proveedores de servicios de telecomunicaciones al público, 
prescindiéndose en estos casos del llamado, a licitación que será obligatorio cuando el 
Órgano Regulador, utilizando criterios determinados por el Poder Ejecutivo, decida limitar 
el número de contratos de concesiones a ser otorgadas. 

En particular, y por un plazo de 6 años contados a partir de la privatización de 
ENTEL, esta empresa tendrá derechos exclusivos sobre los servicios de Larga Distancia 
Nacional e Internacional, además de conservar - aunque no en exclusividad - la posibilidad 
de explotar los siguientes servicios76: móvil celular77, satelital, distribución de señales por 
medio de cable, transmisión de datos, télex, telegrafía, rurales, portadores, buscapersona, 
comunicación personal, teléfonos públicos, alquiler de circuitos y servicios locales de 
telecomunicaciones. 

Por su lado, las cooperativas telefónicas también adquirieron derechos temporarios 
de exclusividad - por los mismos seis años - pero respecto al servicio local dentro de sus 
respectivas áreas de concesión. La diferencia radica en que, en este caso, la conservación 
del privilegio quedó condicionada al cumplimiento de metas de expansión y calidad78, que 
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serán establecidas en nuevos contratos que deberán suscribir con el Superintendente de 
Telecomunicaciones79. En el caso de las operadoras que cuenten con menos de 50 000 
líneas instaladas, perderán el privilegio de exclusividad de 20% del mercado en su área de 
concesión por cada año de incumplimiento80. El porcentaje será de 25% del mercado si 
la operadora cuenta con menos de 50 000 líneas instaladas. La extinción del privilegio de 
exclusividad de cualquier cooperativa permitirá el ingreso inmediato de ENTEL a la 
prestación del respectivo servicio, además de posibilitar el otorgamiento de nuevas 
concesiones. 

Es evidente que, para las cooperativas, la amenaza de perder derechos monopólicos 
constituirá un seguro estímulo al riguroso cumplimiento de las metas de expansión y calidad 
comprometidas en los contratos de concesión. Pero, si estas fallan en su cometido, la 
contrapartida es que ENTEL - o cualquier otra empresa ingresante - podría optar por una 
estrategia de "descreme" del mercado que agravaría la situación, a menos que se le 
impusiese un piso a sus precios u obligaciones de universalización equivalentes (la dificultad 
para establecer a la segunda entrante obligaciones equivalentes fue discutida en la parte II 
de este trabajo). 

En el artículo II de sus disposiciones transitorias, la Ley de Telecomunicaciones 
restringe el alcance de las disposiciones de tipo antitrust de la ley SIRESE al plantear que 
durante el período de seis años en que las firmas tendrán derechos de exclusividad, las 
operadoras de servicios básicos (ENTEL y las cooperativas) podrán fusionarse entre sí y 
adquirir o transferir acciones a otros operadores similares existentes, previa autorización de 
la Superintendencia de Telecomunicaciones. Es muy probable, dada la difícil situación 
financiera por la que atraviesan algunas cooperativas y la conveniencia para ENTEL de 
ejercer algún control sobre las decisiones referidas a la infraestructura local, que estas 
disposiciones generen efectivamente un proceso de concentración y diversificación de las 
operadoras, permitiéndoles alcanzar mayor eficiencia y, al mismo tiempo, más capacidad 
de colocar barreras al ingreso de nuevos competidores cuando finalice el período de 
exclusividad. 

En términos generales, la Ley de Telecomunicaciones es poco precisa en relación 
a las salvaguardias que podrá tomar la Superintendencia, una vez finalizado el período de 
derechos de exclusividad para ENTEL y las cooperativas, para preservar condiciones de 
justa competencia entre empresas. Así, por ejemplo, no se manifiesta respecto a cuestiones 
centrales tales como las condiciones de acceso igualitario a todos los proveedores por parte 
de los usuarios (equal access), la portabilidad de los números, el establecimiento del plan 
de numeración, los subsidios cruzados predatorios, etc. En el mismo sentido, debe notarse 
que tampoco explícita que, cuando una concesionaria operadora de una red local brinda 
también servicios que requieren de interconexión (sería el caso resultante de una fusión 
entre cualquier cooperativa y ENTEL, por ejemplo) debe ofrecer a sus competidores 
condiciones de acceso o de interconexión equivalentes a las que usufructúa en provecho 
propio. 
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Es difícil predecir cuál será la evolución de la estructura del mercado a partir del 
momento en que se acabe el período de exclusividades y el posible impacto de tal evolución 
sobre la eficiencia del sector, en la medida que la propia Ley de Telecomunicaciones es 
imprecisa justamente respecto a cuál será el grado de competencia efectiva que se permitirá 
y a cuál el tipo de salvaguardia de la justa competencia que pondrá en marcha. Pero en 
todo caso, la experiencia internacional muestra cuán políticamente costoso puede resultar -
dada la asimetría de poder e información frecuentemente existente entre el organismo 

regulador y las empresas monopólicas - efectivizar el propósito inicialmente declarado de 
transitar hacia una situación de competencia luego de haber otorgado derechos de 
exclusividad81. En el caso boliviano, las actuales prestadoras>de servicios, además de 
contar con todas las ventajas asociadas a la precedencia en el mercado - reforzadas por la 
falta de normas respecto a cuestiones de portabilidad, equal access, etc. contarían con el 
beneficio de poder fusionarse constituyendo por lo menos una firma con la concesión 
asegurada para la prestación de todo tipo de servicios de telecomunicaciones y, 
probablemente, cubriendo los pocos centros urbanos en donde se concentra la mayor parte 
del tráfico. 

Por último, cabe destacar que los privilegios otorgados a las cooperativas son el 
resultado de la oposición de éstas a la propuesta original del Poder Ejecutivo. La 
aprobación de dicha propuesta por el Congreso Nacional, hubiese permitido que ENTEL 
"invadiese" el terreno de la telefonía local fija y, al mismo tiempo, que obtuviese derechos 
de exclusividad para prestar los servicios de larga distancia. También parecía ser la 
intención del gobierno licitar concesiones de telefonía local y conseguir la conversión de las 
cooperativas en sociedades anónimas82 y su absorción por ENTEL. La Federación de 
Cooperativas no decía oponerse a la capitalización de ENTEL, sino que al otorgamiento del 
monopolio temporario que planteaba el anteproyecto de Ley de Telecomunicaciones 
(argumentando que la Constitución prohibe monopolios privados), a la licitación de las 
concesiones de la telefonía local y a que se fuerce a las cooperativas a convertirse en 
sociedades anónimas83. El resultado de la pugna: "monopolio para todos". 

iii) Precio de los servicios 

Respecto ^sistema de precios, la Ley de Telecomunicaciones es escueta limitándose 
a plantear que: 

- En el caso de los servicios prestados en régimen de competencia, los precios no estarán 
sujetos a regulación, pero los operadores deben evitar acuerdos anticompetitivos entre 
empresas, prácticas abusivas y la imposición de precios que constituyan una discriminación 
entre consumidores. 

- En el caso de los proveedores de servicios no competitivos, los precios y tarifas a los 
usuarios se estabablecerán libremente, siempre y cuando no excedan el Tope de Precios 
establecido para una determinada canasta de servicios84. La metodología para la fijación 
del Tope de Precios se basará en el costo de prestación del servicio e incluirá ajustes 
periódicos por inflación y mejoras de productividad en la industria de telecomunicaciones. 
Los ajustes se aplicarán y revisarán de acuerdo a lo establecido en el reglamento aprobado 
por el Poder Ejecutivo y los correspondientes contratos de concesión. 
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iv) Acuerdos de interconexión 

Será obligatoria la interconexión para todas las redes públicas funcionalmente 
compatibles y las empresas deben suministrar interconexión de igual tipo, calidad y 
funcionalidad a todos los operadores que la soliciten, así como proporcionar la información 
necesaria respecto a los planes técnicos que modifiquen la red y puedan afectar en el futuro 
las interconexiones83. 

Los términos y condiciones de los acuerdos de interconexión iniciales serán 
establecidos por la Superintendencia de Telecomunicaciones86. Posteriormente serán 
negociados entre las partes, pero requerirán de la aprobación de la Superintendencia, que 
normalmente sólo intervendrá decidiendo términos y condiciones cuando las partes 
interesadas no lleguen a un acuerdo. En cambio los cargos de interconexión serán 
establecidos por el reglamento dictado por el Poder Ejecutivo, pero se basarán en los costos 
que demande la provisión eficiente de la interconexión. La Superintendencia de 
Telecomunicaciones, siguiendo las normas establecidas en el reglamento, podrá autorizar 
un monto adicional a favor de una de las redes, siendo que ese monto adicional se aplicará 
a todas las interconexiones similares en la misma área de servicio. La ley no establece 
ningún tino de condición o criterio para favorecer a una red específica con un cargo de 
interconexión superior a su costo, pero es obvio que este artículo, si se quisiese, abre la 
puerta a la implementación de una política de subsidios cruzados para el financiamiento de 
la universalización de los servicios telefónicos. 

v) El financiamiento de la universalización de los servicios 

La Ley de Telecomunicaciones no trata de la necesidad de financiar el acceso a los 
servicios de quienes no están en condiciones de pagar los costos medios involucrados en la 
extensión y operación de las redes locales, excepto en lo que se refiere a los proyectos de 
telefonía rural. En este último caso, prevé la constitución del llamado Fondo Nacional de 
Desarrollo Regional, cuyos recursos serán utilizados para financiar proyectos deficitarios 
en el area rural. A este fondo se destinarán, entre otros, los importes por derechos de 
asignación y uso de frecuencias, las multas y el monto obtenido de los procesos de licitación 
para el otorgamiento de nuevas concesiones. La forma en que se dispondrá de estos 
recursos será establecida por un reglamento del Poder Ejecutivo, siendo que la Ley de 
Telecomunicaciones no le confiere a la Superintendencia Sectorial ninguna competencia 
específica para su administración. 

En lo referido a la telefonía urbana, el énfasis de la Ley de Telecomunicaciones está 
puesta en la confianza en que - dadas las obligaciones establecidas en los contratos de 
concesión y el tope de precios definido por la Superintendencia - los mecanismos de 
mercado garantizarán una significativa expansión de la red, produciendo una mejoría notable 
respecto a la situación actual. 
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En relación al mecanismo de price cap establecido por la Ley, sus posibilidades de 
servir de sustento a una expansión significativa de los servicios básicos dentro de las áreas 
de concesión de las cooperativas dependerán de cuán adecuados sean los niveles y estructura 
de precios iniciales y los respectivos índices de reajuste87 definidos por la 
Superintendencia. Respecto a los precios iniciales, debe tenerse en cuenta que las tarifas 
actuales probablemente no cubran los costos de prestación del servicio. Esta situación ha 
podido mantenerse, en gran medida, porque existe un subsidio cruzado entre usuarios 
embutido en el pago de certificados de aportación y por el recurso al crédito de 
proveedores. Pero, como se ha dicho anteriormente, el precio de los certificados terminó 
por convertirse en tina barrera significativa a la universalización de los servicios. En 
contrapartida, la eliminación de la obligación de comprar certificados probablemente sería 
acompañada, por lo menos en lo inmediato, por un aumento de precios en la prestación de 
servicios locales y/o por el cobro de un precio de instalación88 que si cumpliesen con el 
objetivo de cubrir los costos de expansión y operación de la red a mediano plazo se 
convertirían, por su vez, en un obstáculo a la universalización. 

Por otro lado, como se señaló anteriormente, los derechos de exclusividad de las 
cooperativas quedaron atados al cumplimiento de las metas de expansión y calidad de tal 
manera que tendrán un incentivo seguro para cumplir con dichas metas. Pero en 
contrapartida, si no las cumplen, ENTEL u otras operadoras podrían entrar al mercado local 
con estrategias de "descreme" que no harían más que empeorar la situación (la ley prevé 
topes de precios, pero no pisos). 

Si dependiese de lo descrito hasta aquí, el resultado de la reforma en curso podría 
ser un proceso de concentración económica y crecimiento importante del conjunto del 
sector. En las áreas rurales se tendría la posibilidad de avanzar de forma significativa en 
el sentido de la universalización de los servicios, pero en las áreas urbanas el crecimiento 
beneficiaría en promedio sólo a quienes pudiesen pagar los costos involucrados, corriéndose 
entonces el riesgo de perpetuar la marginación de amplios sectores de menores recursos. 
Sin embargo, la Ley de Telecomunicaciones deja abierta la posibilidad de utilizar como 
fuente de subsidio a la universalización los cargos de interconexión a las redes locales. Esto 
es así porque, aunque estos cargos deben reflejar los costos, la Superintendencia de 
Telecomunicaciones está autorizada a aprobar un monto adicional a favor de la telefonía 
local y nada impide que el otorgamiento de ese monto adicional esté condicionado al 
cumplimiento de compromisos específicos de universalización, aunque tampoco nada en 
la ley obliga a que esto sea así. 

Respecto al subsidio incorporado a los cargos de interconexión, caben los 
comentarios hechos al respecto en la primera parte de este trabajo, en el sentido que se trata 
de un sistema no neutro desde el punto de vista de la búsqueda de eficiencia, que puede 
constituir un incentivo al bypass de las redes locales, llevando a una duplicación innecesaria 
de inversiones y que complica la implementación de una transferencia intraregional que será 
necesaria si las características de la demanda difiriesen mucho entre áreas de concesión. 
Al respecto se recuerda que la apropiada definición de estas últimas hace referencia a la 
necesidad de que sean económicamente comparables, de forma que sea posible ofrecer el 
servicio a todos los ciudadanos a precios razonablemente semejantes en todo el país y 
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minimizando la necesidad de establecer mecanismos de transferencia de recursos 
interregionales. A avanzar en este sentido podría contribuir la autorización dada a las 
operadoras de iniciar un proceso de fusiones, aunque es poco probable que las 
concesionarias tiendan a fusionarse espontáneamente de una forma favorable a la 
eliminación de las desigualdades regionales. 

c) La Ley de Capitalización: privatización de ENTEL 

La Ley de capitalización autoriza al Poder Ejecutivo a transformar a seis empresas 
estatales, entre las cuales está ENTEL, en sociedades anónimas en manos de accionistas 
privados. 

i) El procedimiento a seguir 

Las privatizaciones implementadas en el marco de esta ley deben seguir el siguiente 
procedimiento: 

- Se constituye una Sociedad Anónima Mixta de la que participan el Estado y los 
trabajadores de la empresa a ser transferida. El Poder Ejecutivo aporta los activos al valor 
libro y los derechos de la - hasta ese momento - empresa estatal. Por su lado, aquellos 
trabajadores de la empresa que lo deseen pueden suscribir acciones hasta el monto de sus 
beneficios sociales. 

- A través de una licitación pública internacional, se escoge un inversionista privado 
dispuesto a hacer un aporte de capital a la sociedad y a suscribir un contrato para su 
administración. 

- Se constituye una nueva Sociedad Anónima, donde el inversionista escogido hace su aporte 
de capital. Este aporte le dará derecho a poseer no más de la mitad de las acciones emitidas 
por la sociedad de economía mixta objeto de la capitalización89. Mientras que dure el 
contrato de administración no podrá de ninguna forma adquirir acciones de terceros si esto 
pone en sus manos más del 50% de-Las acciones en circulación90. La Ley permite que se 
transfiera al Tesoro de la Nación, total o parcialmente, el pasivo que tenga la sociedad de 
economía mixta al momento del ingreso del inversionista privado que la administrará. 

- Una vez constituida la sociedad anónima con la participación del nuevo inversionista 
privado, el Poder Ejecutivo puede transferir gratuitamente las acciones de propiedad estatal 
a fondos de pensiones de capitalización individual que actuarán en beneficio de todos los 
ciudadanos bolivianos residentes en el país que fuesen mayores de edad al 31 de diciembre 
de 1995. Este paso requiere la creación por ley de los fondos de pensión, de un Decreto 
Supremo que disponga cuales son los mecanismos para concretar esta transferencia y de la 
creación - también por ley - de un organismo fiscaJizador de los fondos de pensión. 

- Hasta tanto se creen los fondos de pensión de capitalización individual, las acciones 
transferidas en beneficio de los bolivianos residentes mayores de edad al finalizar el año 
1995, serán constituidas en fideicomiso y administradas por empresas seleccionadas 
mediante una licitación pública internacional. 
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Como puede observarse, el esquema propuesto es sumamente complejo y para que 
resulte efectivamente en los beneficios que el gobierno le atribuye a esta propuesta, sería 
necesario no sólo que efectivamente se creasen los fondos de pensión, sino que también que 
el Estado contase con un poderoso organismo fiscalizador de sus actividades y con la 
capacidad de servir de garantía al sistema. Escapa a los objetivos de este escrito la 
evaluación de la propuesta en estos términos, pero se señala que en estas circunstancias 
evitar la malversación de los fondos públicos constituidos en fideicomiso en primera 
instancia y posteriormente transferidos a los fondos de pensión requiere una combinación 
de firmeza política en defensa del interés público, de capacidad de intervención y de 
refinamiento del sistema regulatorio difícil de encontrar incluso entre países desarrollados. 

ii) Obligaciones de inversión, universalización de los servicios y subsidios al capital 

La Ley 1 544 no establece criterios para definir el piso de inversiones que se exigirá 
de los inversionistas externos. Sin embargo, la propaganda oficial plantea que se trataría 
de un monto por lo menos equivalente al valor de mercado de la empresa en cuestión. En 
el caso de ENTEL, además, se dice que los aportes de capital deberán ser cash, el primer 
día, en una cuenta de ENTEL en un banco de cierto prestigio en el exterior y sólo podrá 
utilizarse para realizar inversiones en el sector de telecomunicaciones en Bolivia91. Como 
obviamente estos recursos no serán utilizados de inmediato, sino que de acuerdo a las 
necesidades planteadas por el plan de inversiones, surge como un tema central el relativo 
a la regulación del manejo de estos fondos. Al respecto, se pensaba como la alternativa más 
probable que con los aportes de capital inicial que no fuesen utilizados de inmediato se 
permitiese solamente la compra de papeles de renta fija con poco riesgo. 

Respecto al plan de inversiones necesarias para expandir y modernizar la red, según 
los funcionarios entrevistados, los nuevos inversores-administradores de ENTEL estarían 
obligados, por contrato, a más que duplicar la red y a cumplir con objetivos referidos a la 
calidad de los servicios prestados. Lo original es que las metas de expansión de la red 
estarían planteadas-para el sectorzcomo un todo, es decir considerando la densidad telefónica 
resultante del accionar de todas las firmas que operan en el país. Esto significa que si, por 
ejemplo, la densidad telefónica que se quiere en determinada región es de 12 teléfonos cada 
100 habitantes en el año 2000 y esta densidad es alcanzada gracias a la inversión realizada 
por la cooperativa de la zona, al evaluar el nivel de cumplimiento del contrato de concesión 
por parte de ENTEL, se consideraría como si la empresa hubiese alcanzado el objetivo. 

Algunos problemas que plantearía este tratamiento de las exigencias contractuales 
de ENTEL, desde el punto de vista de los objetivos de eficiencia y equidad, serían: 

- La dificultad para evaluar a priori si la capitalización inicial prometida por los nuevos 
inversionistas guarda relación efectiva con las necesidades de ENTEL S.A. dado que, por 
ejemplo en telefonía local, estas necesidades variarán según sea la estrategia de expansión 
adoptada por las cooperativas92. 
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- En estas condiciones, puede ser ineficiente que el aporte de capital inicial que hagan los 
nuevos accionistas de ENTEL se invierta total y exclusivamente en el sector de 
telecomunicaciones en Bolivia, cuando podría permitirse la d¡versificación hacia otros 
sectores, a condición de que no se abandonen los compromisos preestablecidos respecto a 
la modernización y expansión de los servicios de telecomunicaciones. 

En relación a la posibilidad de subsidiar la atención de los sectores de menores 
recursos, tanto de las áreas urbanas como en las rurales, debe tenerse en cuenta que ¡as 
condiciones en que se propone privatizar ENTEL constituyen en si mismas un posible 
subsidio al capital y que el gobierno estaría en condiciones de exigir que este subsidio se 
vuelque a la consecución de los objetivos de universalización. Al respecto la cuestión 
planteada es: ¿cuál es la ventaja de esta alternativa vis a vis una privatización donde se exige 
al comprador que pague al Tesoro Nacional el precio de las acciones y se destina este 
ingreso abiertamente a subsidiar los proyectos deficitarios que se considere importante 
implementar? Esta segunda acción, además de ser más transparente y facilitar el control 
sobre el destino efectivo del subsidio, permitiría que se licitase la ejecución de proyectos 
cada vez que se considerase conveniente. Si se declarase vencedor de la licitación a quien 
requiriese el menor monto de subsidios, se estaría dando un estímulo adicional a la 
reducción de costos y, consecuentemente, minimizando las necesidades de subsidios. La 
cuestión a evaluar, en este último caso, es si el costo que tiene un proceso 1 ¡citatorio para 
el Estado sería compensado por los beneficios mencionados. 

üí) Impacto sobre el empleo 

En cuanto al objetivo de lograr que la transferencia de ENTEL al sector privado 
implique inversiones capaces de generar nuevos empleos, debe observarse que en el sector 
de telecomunicaciones puede haber crecimiento y al mismo tiempo desempleo, debido a las 
características capital intensivas de la actividad y al hecho que ENTEL está claramente 
sobredimensionada en su relación entre el número de empleados y la cantidad de líneas 
instaladas. Esto significa que, en un primer momento, seguramente habrá un número de 
despidos importantes, a menos que los contratos con el nuevo accionista lo prohiban o que 
la empresa no quiera enfrentar el costo político de la racionalización. Por su lado, es 
probable que ocurra el debilitamiento de la organización sindical en la medida que ocurra 
una divergencia de intereses entre los trabajadores propietarios de acciones y el resto. A 
mediano o largo plazo la evolución del empleo dependerá de la expansión de los servicios, 
pero siempre debe considerarse el carácter capital intensivo de la actividad, a lo que se 
agrega el hecho que la modernización de la red transforma las calificaciones requeridas de 
los trabajadores por lo que, si no existe un plan especial de capacitación para el personal 
actualmente empleado, ocurrirá - al menos parcialmente - su despido y/o su sustitución por 
personal con diferente formación profesional. 

iv) Privatización versus capitalización 

A juzgar por lo que la Ley de Capitalización establece, el proceso de privatización 
en Bolivia se diferencia de la mayor parte de otras experiencias privatizadoras porque: 
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- el inversor privado que se hará responsable por la administración de la empresa será 
elegido en función del aporte de capital a la nueva sociedad anónima que se compromete 
a realizar93. 

- dicho inversor no le pagará al Tesoro Nacional un precio por las acciones que recibirá; 

- la mitad de las acciones alimentarán cuentas de capitalización individual en fondos de 
pensión a nombre de cada uno de los ciudadanos residentes en el pafs que sean mayores de 
edad al 31 de diciembre de 1995. 

Debe señalarse, sin embargo, que el proceso iniciado de transformación de empresas 
estatales en sociedades anónimas en manos de accionistas privados, es llamado en Bolivia 
"proceso de capitalización de empresas públicas" , siendo que el gobierno se niega a 
clasificarlo como un proceso de "privatización", a pesar del sentido muy amplio en que 
esta palabra es usada en la literatura internacional sobre la materia94, dado que se ha 
propuesto muy firmemente presentarlo como algo diferente a los procesos de privatización 
emprendidos por otros gobiernos en el resto del mundo y por el propio gobierno boliviano 
bajo la gestión anterior93. 
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IV. NICARAGUA 

1. Evolución reciente y situación actual del sector de telecomunicaciones en 
Nicaragua 

a) La extensión de la red pública y su evolución reciente 

A fines de 1993, Nicaragua contaba 93 026 líneas telefónicas instaladas. Esto 
implicaba, a nivel nacional, una teledensidad de 1.6 teléfonos cada 100 habitantes. La 
situación era más grave de lo que estos números ponen en evidencia dado que: a) el 63% 
del total de las líneas estaban en el área metropolitana de la ciudad de Managua por lo que, 
aunque la teledensidad en dicha capital era del 5.15%, apenas alcanzaba el 2.31% en la 
Cuarta Región, el 1.42% en la Segunda Región y era de menos del 0.6% en el resto del 
país96 y, b) entre el 20% y el 30% de total de líneas instaladas no estaban en 
funcionamiento97. 

Desde la década del setenta, el desarrollo de la red de telecomunicaciones 
nicaragüense sufrió un considerable retraso relativo vis á vis la evolución de la del resto de 
América Latina98. Así, por ejemplo, durante el período 1975-1980 su tasa de crecimiento 
anual99 fue, en promedio, de 7.2% contra el 10.7% de la región, siendo que el promedio 
de la siguiente década cayó a 4.7% contra el 6.8%. Más grave aún es el hecho que, en 
algunas oportunidades (años 1979 y 1988, por ej.), ocurrió una involución en términos 
absolutos, expresada como una caída del número de líneas en funcionamiento. 

Circunstancias tan singulares deben entenderse no teniendo en cuenta el peso del 
histórico atraso socio-económico nicaragüense100, sino que también a la luz del el impacto 
que tuvo un encadenamiento de catástrofes naturales (particularmente terremotos y 
huracanes) que destruyeron parte de la infraestructura existente y también considerando el 
contexto político que dio origen a la revolución sandinista y la posterior la situación de 
guerra y bloqueo económico que la siguieron. La guerra y el bloqueo perjudicaron 
directamente al sector por lo menos de tres formas. En primer lugar, porque los equipos 
de comunicaciones, por su propia naturaleza, son frecuentemente blanco de ataques 
militares. En segundo lugar, porque impidieron que la empresa estatal - que prestaba los 
servicios de forma monopólica - importase equipos modernos y baratos, como lo hicieron 
sus congéneres en otros países subdesarrollados. Finalmente, porque el tráfico internacional 
de la empresa de telecomunicaciones se constituyó en la principal fuente de divisas del 
gobierno sandinista - que las necesitaba desesperadamente - lo que introdujo un elemento 
de distorsión importante en el diseño de la estrategia gubernamental, en relación a las que 
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serían las necesidades de desarrollo sectorial en un contexto de paz. Un ejemplo de esto 
fue la campaña gubernamental de promoción de las llamadas internacionales de cobro 
revertido, contrastante con la estrategia que usualmente adoptan las empresas de 
telecomunicaciones nacionales. 

La década del 90 se muestra como una década de reversión de la tendencia 
manifestada durante las dos décadas anteriores. Efectivamente, durante 1992 y 1993, la 
ejecución de inversiones estatales permitió un crecimiento relativamente importante de las 
líneas en funcionamiento (12% y 23%, respectivamente)101 y una substancial 
modernización tecnológica del sistema. Durante los años 1994 y 1995 se dio continuidad 
a las obras de expansión y modernización de la infraestructura existente102. 

b) Estructura de la oferta, subsidios cruzados, calidad y precios de los servicios 
ofrecidos 

El Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR) presta de 
forma casi monopólica el conjunto de los servicios de telecomunicaciones, siendo que recién 
en 1992 comenzó a permitirse - con importantes restricciones - el ingreso del capital privado 
al sector. En el área de telefonía dicha participación es todavía relativamente marginal, 
limitándose a los servicios de telefonía móvil (sólo en algunos departamentos)103, al 
sistema de teléfonos públicos, a los servicios del tipo buscapersonas y a los de radiotelefonía 
privada. En las áreas de radiocomunicaciones y televisión el ingreso del sector privado 
llevó a la multiplicación de canales de televisión (abierta y por cable), así como a la 
proliferación de emisoras radiales (utilizando, por primera vez, la frecuencia modulada). 

No se tienen datos confiables referidos a la calidad de los servicios prestados por 
TELCOR. De las entrevistas realizadas se infiere que, aunque la gama es muy limitada -
telefonía fija y móvil, fax, télex y una modesta red de transmisión de datos - el proceso de 
modernización de la infraestructura iniciado en 1991, redundó en servicios de calidad 
promedio relativamente alta. El proceso al que se hace referencia llevó a la completa 
digitalización de la transmisión entre centrales104 y a que, ya en 1993, el 62% de ios 
equipos de conmutación fuesen digitales103, lo que constituye un avance considerable 
incluso en relación a patrones internacionales106,107. 

En relación a la estructura tarifaria, aunque no se publican datos oficiales relativos 
a los costos por servicio, los niveles tarifarios vigentes y las opiniones de los funcionarios 
de TELCOR entrevistados permiten inferir que en Nicaragua, como en casi todo el mundo, 
los servicios locales se han beneficiado de un subsidio cruzado significativo en detrimento 
de los de larga distancia, particularmente de los internacionales. Esto ha permitido servicios 
locales muy baratos, comparados con promedios mundiales, pese a que en febrero de 1994 
se aprobó un aumento de las tarifas y de la cuota fija mensual considerable en términos 
porcentuales: el minuto de llamada local pasó de 0.437 centavos de dólar a 1.457 
centavos108 y el valor de la cuota fija mensual - que derecho a 300 minutos de llamadas 
locales libres - de 1.748 dólares a 6.622 dólares. 
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Los aumentos mencionados en el párrafo anterior fueron acompañados de una 
reducción significativa de los derechos de instalación (de 182.12 dólares a 33. II109) y de 
las tarifas de larga distancia internacional (del 26.6% en el caso de las llamadas a EUA o 
a Canadá y del 16% en las llamadas a Europa y al resto de América del Sur). Esta caída 
del costo de instalación y la evolución de la estructura tarifaria en el sentido de un aumento 
de los precios de las comunicaciones locales y la disminución de las de larga distancia, 
acompañó la tendencia puesta en evidencia en la mayor parte de los países que 
recientemente modificaron sus marcos regulatorios y/o iniciaron procesos de privatización.. 

c) La demanda insatisfecha de servicios telefónicos 

Aunque no se tuvo acceso a publicaciones oficiales al respecto, los funcionarios de 
TELCOR entrevistados afirman que, en febrero de 1994, la reducción del precio de 
instalación acompañada de una política comercial más "agresiva" que en el pasado indujo 
a un incremento notorio de las solicitudes de conexión a la red telefónica, en particular en 
las regiones de Managua (100 000 solicitudes) y Masaya, que hacen necesario reconsiderar 
anteriores estimativas de la demanda insatisfecha. 

Las estimativas de referencia son la cifras publicadas por la Unión Internacional de 
Telecomunicaciones (UIT) y el trabajo prospectivo realizado por un equipo de especialistas 
de COMTELCA. Las estadísticas oficiales publicadas por la UIT señalan que - a los precios 
de 1992 - había una demanda insatisfecha de 28 100 líneas, lo que refleja simplemente las 
solicitudes de conexión a la red que no habían sido atendidas por TELCOR110. Estas, sin 
embargo, son unaproxi que subestima la demanda debido a que los 10 años de espera que, 
en promedio, transcurrían hasta obtener efectivamente la conexión, inducían a muchos de 
los potenciales demandantes a desistir de manifestar su interés. Por su lado, el análisis 
hecho por el equipo de COMTELCA, utilizando parámetros internacionalmente aceptados 
y basándose en un estudio de campo específico, concluía que, en 1993, la demanda total 
habría sido de 126 000 líneas, lo que implicaría una demanda insatisfecha de 
aproximadamente 60 000 líneas111. Ésta podría ser cubierta, a corto plazo, a condición 
que se ejecutase, el Plan de Expansión aprobado por la empresa estatal TELCOR, que 
vaticina 220 000 líneas en servicio en 1996, alcanzando una teledensidad nacional de 
4.8%m . 

Debe tenerse en cuenta, sin embargo,que la experiencia mundial muestra que, en 
el sector de telecomunicaciones, es muy usual caer en el error de subestimar la demanda 
no atendida si en el cálculo se utilizan parámetros construidos sobre datos estadísticos. Es 
que éstos no dan cuenta, ni siquiera a nivel internacional, del nuevo posicionamiento del 
sector dentro de la matriz de insumo-producto ni, consecuentemente, del desplazamiento de 
la curva de demanda producida por la nueva percepción de los potenciales usuarios respecto 
a la utilidad proporcionada por el acceso a la red. 

Paralelamente al error mencionado en el párrafo anterior, suele ocurrir un 
desconocimiento absoluto de cuál es la magnitud de la demanda que sólo se manifestaría a 
un precio inferior al correspondiente al óptimo privado y cuya atención, sin embargo, debe 
ser considerada como un objetivo social contemplado por la regulación sectorial. Es esta 
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demanda la que, considerando los niveles y la distribución de la renta nacional, seguramente 
constituye una dimensión central del "problema de la universalización" en Nicaragua. No 
debe olvidarse que, partiendo de una teledensidad de menos del 2%, incluso una 
quintuplicación de la red actual estaría lejos del objetivo de universalización de los servicios 
telefónicos y continuaría dejando al país por detrás del pobre promedio latinoamericano . 

2. El marco regulatorio preexistente 

En Nicaragua; la prestación de servicios de telecomunicaciones estuvo históricamente 
subordinada a los intereses militares del Poder Ejecutivo. De hecho, los orígenes de la 
actual TELCOR se remontan a la creación, en 1944, de la Dirección General de 
Comunicaciones como dependencia administrativa del Ministerio de Defensa113 y a su 
sustitución, en 1971, por la Dirección General de Telecomunicaciones y Correos de 
Nicaragua (DGTN)114, una entidad estatal descentralizada, con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, creada por decreto presidencial115 y encargada de prestar, entre otros, 
todos los servicios de telecomunicaciones, exceptuando los de Radio Nacional116. El 
Presidente de la República o el Jefe Director de la Guardia Nacional117, ejercían la 
representación, dirección y administración del organismo, además de ser responsables por 
la aprobación de su presupuesto, de los reglamentos sectoriales, de los proyectos de 
desarrollo y de las tarifas118. 

El decreto de creación de la DGTN establecía la posibilidad de que ésta constituyese 
sociedades o adquiriese participación en sociedades nacionales o extranjeras, con fines 
similares a los propios119. Estas sociedades, a su vez, podrían gozar de las mismas 
franquicias y privilegios que le fueron otorgados a la entidad estatal. 

Poco tiempo después del triunfo de la revolución sandinista, en agosto de 1980, se 
creó la Dirección de Frecuencias Radioeléctricas (DIFERA)120, cuyo objetivo era 
regularizar el uso del espectro radioeléctrico, lo cuál implicaba hacerse cargo de la 

^ administración de asignación de frecuencias, el planeamiento y la normalización de los 
servicios, la inspección de las radioestaciones y el control de las emisiones. DIFERA fue 
instituida como un órgano dentro de la estructura de la DGTN121 y su dirección estaba 
integrada por tres miembros, nombrados respectivamente por el Director General de la 
DGTN (designado a su vez por el Presidente) y por los Ministros del Interior y Defensa. 
En 1990, esta disposición se modificó y la dirección pasó a estar a cargo de una comisión 
integrada por dos miembros nombrados, respectivamente, por el Comandante General del 
Ejército y por el Ministro de TELCOR. En otras palabras, las funciones regulatorias y de 
prestación de servicios siguieron imbricándose (como en casi todo el mundo en aquel 
entonces) y las telecomunicaciones siguieron siendo - conflicto bélico mediante - una 
cuestión básicamente militar. 

Casi dos años después del surgimiento de DIFERA, en junio de 1982, se creó el 
Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos (TELCOR)122, en reemplazo 
de la anterior DGTN, de la que heredó el patrimonio. También se trataba de una entidad 
estatal descentralizada con personalidad jurídica y patrimonio propio y dependía 
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directamente de los tres integrantes de la Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional que 
nombraba a su Director General (con rango de Ministro) y sus tres Sub Directores (con 
rango de Viceministros). El Instituto tenía mayor ingerencia, de la que había tenido la 
DGTN, en las funciones de planificación y ejecución de proyectos y mayor poder de 
decisión en lo que hace a cuestiones de organización y normas de funcionamiento interno. 
Los proyectos de reglamentos generales y de tarifas123 podían ser elaborados por 
TELCOR, pero debían ser aprobados por la Junta de Gobierno. 

El Estado siguió brindado servicios de forma monopólica, pero formalmente la" 
legislación sectorial mantuvo la posibilidad de que TELCOR se asociase con capital privado 
- nacional o extranjero - para crear nuevas empresas de comunicaciones y permitió otorgar 
autorizaciones, cuya duración era de sólo un año, para la operación de empresas privadas. 

En 1990, ya durante el gobierno encabezado por la Presidente Violeta Chamorro, 
DIFERA fue sustituida por la División de Administración Nicaragüense del Espectro 
Radioeléctrico (ANDER)124, con prácticamente las mismas atribuciones pero con una 
mayor independencia formal respecto del Ejército125 y la empresa prestadora de servicios 
públicos fue, por primera vez en más de 40 años de historia, encabezada por un civil. 

En septiembre de 1992, con el propósito de impulsar la inversión privada en el 
sector de telecomunicaciones, se modificó por decreto la Ley Orgánica de TELCOR126 

permitiendo que se otorgasen autorizaciones para el desarrollo de actividades por 10 
años127, con lo que se buscaba ofrecer un horizonte más atractivo a los potenciales 
inversionistas, en el marco de una política macroeconómica que promovía la privatización 
de prácticamente todas las actividades económicas. Ese mismo año, aunque se mantuvo el 
monopolio de TELCOR sobre la red domiciliaria de servicios telefónicos fijos, se permitió 
el ingreso de empresas privadas a la prestación de servicios de telefonía desde cabinas 
públicas y a la telefonía móvil celular, además de otorgarse concesiones en el área de 
radiodifusión. 

En términos generales, puede afirmarse que el ordenamiento legal con el que el país 
ingresó a la década de ios 90 - constituido por la Ley Orgánica de TELCOR y un conjunto 
de otras leyes y reglamentos por servicios - no sólo no da cuenta de desafíos específicos 
planteados por el reciente desarrollo tecnológico del sector, sino que se omite respecto a 

s cuestiones que siempre debieron ser importantes, como los criterios y la metodología para 
determinar las tarifas al público. 

3. La reforma estructural del sector y la propuesta de un nuevo marco regulatorio 

a) Introducción 

En octubre de 1992, el Poder Ejecutivo creó el Sistema de Compensación por 
Medio de Bonos128, que implica el compromiso de privatizar TELCOR en menos de 4 
años129. Dicho Sistema tiene por objetivo pagar compensaciones económicas - bonos a 
15 años - a un grupo de propietarios cuyos bienes fueron confiscados durante la última fase 
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del gobierno sandinista. El producto neto en efectivo que se obtenga de las privatizaciones 
ordenadas, o de su reinversión, así como la reducción de gastos corrientes resultantes, se 
destinarán a dar sustento al sistema. Por otra parte, el actual gobierno nicaragüense se 
comprometió frente al Banco Mundial, el BID y el Fondo Monetario Internacional, a 
respetar efectivamente los plazos estipulados en el decreto de creación del Sistema y estos 
organismos, por su vez, supeditaron el flujo de recursos externos provistos por ellos al 
cumplimiento del cronograma para la venta de las acciones de TELCOR130. 

En defensa del Sistema de Compensaciones, se sostiene que tendría el efecto de ..--
acabar con la inseguridad jurídica respecto al régimen de propiedad, fenómeno al que el 
gobierno le atribuye considerable grado de responsabilidad por los niveles deprimidos de 
inversión. Es posible que el gesto tenga realmente un valor simbólico alto, sin embargo 
debe admitirse que - por lo menos a fines de febrero de 1995 - la falta de inversiones 
probablemente estuviese relacionada de forma más directa a cuestiones para las cuales el 
Sistema no ofrece soluciones, tales como el clima de inestabilidad generado por la virtual 
guerra desatada entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo en torno a la reforma 
constitucional, o la imposibilidad de acceso al crédito de millares de pequeños propietarios 
rurales previamente favorecidos por la reforma agraria. Por otro lado, por lo menos hasta 
febrero de 1995, no estaba previsto ningún mecanismo específico que induciese u obligase 
a los beneficiarios del Sistema a reinvertir dentro del país las sumas recibidas. 

De todas maneras, cualquiera sea el balance que se haga de la propuesta 
gubernamental, lo cierto es que la decisión de privatizar TELCOR colocó sobre el tapete 
la necesidad tanto de una transformación del marco legal existente, como de crear un 
organismo regulatorio independiente de la propia empresa prestadora de servicios. Y es a 
estas dos cuestiones a las que se refieren las próximas páginas. • 

b) Los primeros pasos hacia la creación de un organismo regulatorio y hacia la 
privatización de TELCOR 

El mismo día en que se creó el Sistema de Compensación por Medio de Bonos, la 
Presidente de la Nación instruyó al Director General de TELCOR131 para que presente un 
plan para proceder a la privatización. En lo referido a las telecomunicaciones^ dicho Plan 
debía permitirle al Estado mantener el control de los servicios, pero separar las funciones 
de regulación de aquellas de operación y explotación. 

El Plan, presentado por dicho Director General en febrero del año siguiente, 
recomendó separar los servicios de telefonía de los postales, establecer un nuevo marco 
regulatorio y privatizar parcialmente los servicios nacionales e internacionales de telefonía 
básica, seleccionando inversionistas estratégicos mediante un Concurso Público. También 
se aconsejaba que la responsabilidad por el proceso de privatización quedase en manos de 
un Comité especialmente constituido para este fin. 

El 10 de marzo de 1993, un nuevo Decreto Presidencial creó el Comité para la 
Privatización de Servicios de TELCOR (COPRITEL), integrado por representantes de 
TELCOR, de CORNAP, del Ministerio de Finanzas y Economía y del Ministerio de 
Construcción y Transporte, comprometiendo al Comité a completar su misión a más tardar 
en junio de 1994132. 
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Mientras tanto, la dirección de TELCOR, haciendo uso de atribuciones que le 
otorgaba su Ley Orgánica, avanzó hacia la separación de las funciones regulatorias de las 
de prestación de servicios y hacia la privatización por varias vías. 

En primer lugar - en enero de 1993 - creó una nueva dependencia de TELCOR, la 
Dirección General Transitoria de Regulación, Normación y Control de Telecomunicaciones 
y Servicios Postales de Nicaragua (DIGITEL), encargada de ejecutar todas las funciones 
regulatorias de dicho organismo, incluyendo la administración del uso del espectro. Esta 
última función sería ejecutada a través de la División de Administración Nicaragüense del 
Espectro Radioeléctrico (ANDER), que pasó a ser una de sus dependencias. La intención 
era la de esperar a la promulgación de una nueva Ley de Telecomunicaciones para constituir 
al la DIGITEL como un organismo regulatorio independiente y separado de la prestación 
de servicios. Mientras tanto, subsiste el enmarañamiento "regulador-regulados", no 
contando el DIGITEL con recursos propios y estando a cargo del Secretario General de 
TELCOR, que actúa como su Director General. La dependencia se refuerza por el hecho 
que tanto él como el subdirector y el grupo técnico asesor que los asisten son nombrados 
por el Ministro Director de TELCOR. 

En segundo lugar, se creó una nueva sociedad anónima estatal operadora de 
servicios y, el 12 de enero de 1994, se precalificó a los inversionistas interesados en la 
compra del control accionario. La nueva sociedad anónima, llamada por entonces 
provisoriamente NEWCO (su nombre definitivo resultó ser ENITEL), heredaría los activos 
y pasivos de TELCOR relacionados con la prestación de servicios de 
telecomunicaciones133. Las exigencias hechas a los interesados fueron: ser empresas 
mundialmente reconocidas y económicamente sólidas con por lo menos 5 años de 
experiencia, operar el servicio telefónico en uno o más países atendiendo como mínimo 500 
mil usuarios, tener una facturación de por lo menos 500 millones de dólares y un 
patrimonio no menor a los mil millones de dólares. Resultaron precalificadas nueve de las 
once empresas interesadas: AT&T, Cable & Wireles, France Telecom, GTE, Korea 
Telecom. Singapore Telecom, Sprint, STET de Italia y Telefónica International. Estas 
empresas tuvieron acceso a información adicional sobre TELCOR y, en febrero de 1995, 
seguían declarándose interesadas en participar de una posterior licitación pública las firmas 
France Telecom, GTE, Korea Telecom, Sprint y-Telefónica Internacional. 

c) Nuevas condiciones para la privatización 

El 19 de enero de 1994, es decir cuando ya se había efectuado la precalificación de 
los interesados en la compra de acciones de la empresa de telecomunicaciones, la Asamblea 
Nacional aprobó la Ley No. 169, de Disposición de Bienes del Estado y Entes Reguladores 
de los Servicios Públicos. 

Ésta tuvo el efecto inmediato de retrasar el proceso de transferencia al sector 
privado, dado que establecía, como condición previa, la aprobación por ley tanto de la 
creación de un Ente Regulador, como de la propia privatización y del instrumento legal 
específico que se utilizaría para efectivizarla. Como, además, al privatizarse debían 
respetarse las disposiciones contenidas en la ley de creación del Ente Regulador, no se podía 
actuar antes de que éste fuese creado. 
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La legislación aprobada por el parlamento también debía, entre otras cosas, 
identificar de forma precisa los bienes que se enajenaría y explicitar cuál sería la 
participación de los trabajadores, que facultades que se reservaría el Ejecutivo134 y con 
que recursos administrativos contaría el usuario de los servicios. Además de establecer el 
mecanismo por el cuál se escogería la mejor oferta, las formas y medios de pago 
admisibles, las obligaciones contraídas por los inversionistas y las cláusulas resolutorias para 
el caso de incumplimiento. 

Dando cumplimiento a las nuevas exigencias, el 8 de junio de 1994, el Poder' 
Ejecutivo elevó a la Asamblea Nacional un Proyecto de Ley de Telecomunicaciones y de 
Servicios Postales que, entre otras cosas, contempla la constitución del Ente Regulador. 
Poco después, el 2 de agosto de 1994, presentó el Proyecto de Ley para la aprobación del 
Instrumento Legal de Incorporación de Particulares en la Operación y en la Ampliación de 
los Servicios Telefónicos. 

Las autoridades, entonces, se vieron obligadas a esperar la aprobación por el 
parlamento de estas dos leyes, que son las que permitirían la privatización inmediata de 
TELCOR. Pero su aprobación - o no - se convirtió en un arma de negociación en medio 
a una batalla ajena a las telecomunicaciones: la generada en torno a la negativa de la 
Presidente de la Nación a sancionar las reformas a la Constitución que habían sido votadas 
previamente por la Asamblea Nacional133. 

Efectivamente, cuando el gobierno - en su mensaje a la Asamblea - explicitó su 
urgencia en relación a las leyes referidas al sector de telecomunicaciones y su vinculación 
con el flujo de los prestamos externos prometidos por distintos organismos internacionales, 
la respuesta no se hizo esperar: la mayoría parlamentaria condicionó su aprobación a la 
sanción de las reformas constitucionales. En otras palabras: la reforma estructural del 
sector se convirtió en rehén, en medio a una crisis política mayúscula y al enfrentamiento 
entre el Poder Ejecutivo y el Legislativo, tornando hasta cierto punto secundario el debate 
sobre las cuestiones específicas del sector. 

En las próximas páginas se analizarán los dos Proyectos de Ley que fueron 
sometidos por el Poder Ejecutivo a la Asamblea legislativa y cuyo tratamiento se encontraba 
paralizado en marzo de 1995. 

d) El Proyecto de Ley de Telecomunicaciones 

El Proyecto de Ley elevado al parlamento hace referencia tanto a las 
telecomunicaciones como a los servicios postales. El presente trabajo sólo analiza los 
aspectos referidos a las telecomunicaciones. En este último terreno la propuesta se 
caracteriza por su sesgo hacia el tratamiento de los servicios de telefonía y afines, quedando 
relativamente desdibujados aquellos de radiodifusión, en particular los de televisión abierta. 
La Comisión de Comunicaciones de la Asamblea Nacional propone agregar una serie de 
artículos relativos a las empresas radiodifusoras y a los servicios de televisión por 
suscripción como forma de reparar esta situación. 
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i) El Ente Regulador 

La ley le atribuye a TELCOR las funciones de Ente Regulador, siendo que su 
estructura y normas de funcionamiento serán determinadas por un decreto del Poder 
Ejecutivo. Como Ente Regulador, administrará y regulará el espectro radioeléctrico, 
asignará frecuencias y otorgará concesiones y licencias, supervisará la prestación de 
servicio, especificará y homologará equipos y aplicará sanciones a los infractores a la ley. 
También podrá decidir, utilizando criterios propios no especificados en la ley, el grado de 
competencia que será permitido en cada uno de los mercados, así como modificar la", 
categorización de los servicios propuesta (lo que implica poder modificar las condiciones 
para el ingreso y el nivel de compromiso exigible a los prestadores de servicios 
interesados). Además es quien debe aprobar toda transferencia del control o de la 
titularidad de las acciones de las empresas de los servicios que son ofrecidos al público, o 
la transferencia de los derechos y obligaciones de los titulares de concesiones o licencias. 

En todos los casos de infracciones consideradas graves o muy graves, no sólo puede 
aplicar multas, sino que también está autorizado a decomisar los bienes y suspender o 
cancelar parcial o totalmente la concesión, licencia, permiso o autorización.136 La gama 
de infracciones que pueden llevar hasta a la cancelación de una concesión es muy amplia, 
incluyendo entre otros hechos: negar información requerida por el Ente Regulador, reincidir 
en la producción - intencional o no - de interferencias perjudiciales, negarse reiteradamente 
o resistirse a la interconexión con otras redes y utilizar el espectro de frecuencia sin la 
debida asignación o para un uso distinto al autorizado. No se explícita la posibilidad de 
cancelación de una concesión en caso de no cumplimiento de las obligaciones de 
universalización, pero se prevé que los contratos de concesión pueden calificar algunos 
incumplimientos de obligaciones como faltas graves. 

En síntesis, la ley constituiría una especie de cheque en blanco dado a TELCOR, 
que será quién decidirá todas las cuestiones relevantes referidas a la futura estructura del 
mercado, siguiendo sus propios criterios y sin que se haya definido explícitamente ningún 
mecanismo (como la consulta o audiencia pública antes de la aprobación de un reglamento, 
o la publicidad de sus actos y de su justificativa) que permita acotar la posibilidad de que 
cometa actos arbitrarios en detrimento de proveedores o usuarios. Obviamente, al otorgar 
un poder casi absoluto a TELCOR se genera un alto grado de imprevisibilidad a sus 
acciones, se induce a las empresas a dar una importancia desmedida a estrategias del lobby, 
se abre un espacio importante para la discrecionalidad y el tráfico de influencias y, en 
definitiva, se coloca al organismo regulador en el centro de conflictos que podrían ser 
evitados. El otro lado de la moneda de los poderes extraordinarios de TELCOR es que no 
está claro cuál será su grado de independencia respecto al poder ejecutivo y, en particular 
respecto al Presidente de la República. 

ii) La clasificación de los servicios y las obligaciones de las prestadoras de servicios 

El Proyecto de Ley clasifica a los servicios de telecomunicaciones en 5 categorías 
(públicos, de interés general, de interés especial, de interés particular y no regulados - ver 
Tabla de la página siguiente). La categorización propuesta es usada a los fines de definir 
el carácter de la relación que los prestadores de servicios mantendrán con el organismo 
regulador y, en términos generales, sus derechos y obligaciones. 
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Definición servicio REQUIERE DE: PRECIOS OBSERVACIONES Ejemplos dados 

PÚBLICOS 
Esenciales, de utili-
dad e importancia 
para la generalidad 
de los habitantes. 

CONCESIÓN Contrato de conce-
sión establece mé-
todo para fijarlos. 
Permiten la compe-
tencia y recuperar 
inversiones y costos. 

Se exige continui-
dad, condiciones de 
igualdad y el cum-
plimiento de condi-
ciones específicas. 

Servicio telefónico 
básico 

D E INTERÉS 
GENERAL 

No son esenciales, 
pero son ofrecidos 
al público. 

LICENCIA CUYAS 
C O N D I C I O N E S 
V A R Í A N P O R 
SERVICIO 

Justos, razonables y 
no discriminatorios, 
respetando recomen-
daciones de organi-
zaciones internacio-
nales. A veces pue-
den ser fijados por 
el Ente Regulador. 

Se exige continuidad 
en su prestación y 
c o n d i c i o n e s d e 
igualdad 

Telefonía celular, 
T r a n s m i s i ó n d e 
datos por redes 
e s p e c i a l i z a d a s , 
T e l e v i s i ó n p o r 
suscripción. 

D E INTERÉS 
ESPECIAL 

Pueden ser ofrecidos 
a un número deter-
minado de usuarios 

LICENCIA CUYAS 
C O N D I C I O N E S 
V A R Í A N P O R 
SERVICIO 

Establecidos por via 
c o n t r a c t u a l , s in 
pe [juicio de las 
regulaciones que 
establezca el Ente 
Regulador. 

C o n d i c i o n e s d e 
prestación discutidas 
en cada caso. Pue-
den conectarse a la 
red telefónica públi-
ca, previo acuerdo 
con el operador,-
Puede haber regu-
lación adicional. 

R a d i o l o c a l i z a c i ó n 
móvil d e personas, 
Enlaces t ronca ti-
zados, Radiodeter-
minación, Estacio-
nes terrestres y 
Telepuertos para co-
municaciones por 
satélites. 

DE INTERÉS 
PARTICULAR 

Establecidos por una 
persona natural o ju-
rídica para satisfacer 
sus propias necesi-
dades de comunica-
ción. No son presta-
dos a terceros, salvo 
para cumplir el ob-
jeto social. 

REGISTRO SOLO 
EN EL CASO 
INTERCONEXIÓN 
DE REDES (para 
facilitar control de 
las condiciones de 
interconexión) 

No se aplica N e c e s i t a n 
autorización para 
conectarse a la red 
pública. 

No se dan ejemplos. 

NO REGULADOS 
Ente Regulador au-
toriza a operar sin 
mayor regulación 
porque se pueden 
prestar en compe-
tencia abierta, no 
requiere asignación 
de frecuencias o 
"razones similares". 

REGISTRO 
•i« 

Establecidos por vía 
-contractual, sin per-
juicio de las regu-
laciones que esta-
b l ezca el En te 
Regulador 

El registro no puede 
ser negado por el 
Ente Regulador, a 
menos que el ser-
vicio no pertenezca 
a la categoría. 

Servicios de tele-
comunicaciones de 
valor agregado (por 
ej . correo elec-
trónico, correo de 
voz , servicios de in-
formación, acceso a 
base de datos), 
Almacenamiento y 
envío de facsímil. 

Obs. Para el establecimiento de instalaciones que requieran la asignación de frecuencias siempre debe solicitarse 
un permiso. 

Para la prestación de servicios a terceros puede requerirse de una concesión o de 
una licencia otorgada por el Ente Regulador137, siendo que cada una de estas opciones -
concesión versus licencia -implica un nivel de compromiso diferente respecto a las 
condiciones de prestación del servicio y un grado diferente de intervención del Estado en 
la evolución del sector. 
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Sólo los prestadores de servicios públicos están obligados a firmar un contrato de 
concesión que incorpore: un plan mínimo de expansión del servicio, el método que se usará 
para establecer los precios, la obligación de aceptar interconexiones en los términos que 
establezca el Ente Regulador, las condiciones de calidad del servicio, los montos de las tasas 
y derechos a ser pagados, las garantías de fiel cumplimiento, el derecho del estado de 
rescatar la concesión138 cuando el servicio no sea prestado adecuadamente, las 
restricciones a la emisión y venta de acciones, la fórmula para la determinación del valor 
de los bienes, redes y equipos a los efectos de la terminación de la concesión y una cláusula 
que establezca que los derechos y obligaciones sólo pueden ser modificados por acuerdo de 
las partes. Las concesiones serán otorgadas mediante licitación - después de pasar por un 
proceso de licitación139. 

Para el resto de los servicios prestados a terceros - de interés general y de interés 
especial -se otorgarían licencias a todos los que las solicitan, a condición que cumplan con 
la legislación aplicable, a menos que el Ente Regulador decida que el servicio se prestará 
en régimen de exclusividad temporal o de competencia limitada, en cuyo caso llamará a 
licitación140. Para los servicios de interés general las únicas obligaciones específicas que 
plantea la ley son la de continuidad e igualdad en la prestación y precios justos, razonables 
y no discriminatorios, que en algunos casos -no se determina cuales - podrían ser fijados 
por el Ente Regulador. Los prestadores de servicios de interés especial no están sometidos 
a ninguna condición particular. 

En la Exposición de Motivos que acompaña al Proyecto de Ley, se justificó la 
clasificación de los servicios propuesta diciendo que: "... viene dada por la gradación 
decreciente de la importancia que tiene cada categoría de servicio para la comunidad, y las 
consecuentes facultades del ente público, las cuales van disminuyendo en la medida en que 
disminuye la importancia del servicio, hasta llegar a los servicios no regulados, en los 
cuales la intervención del ente competente se reduce a verificar que determinado servicio 
pertenece a dicha categoría, en cuyo caso no le aplica mayor regulación TELCOR podrá 
decidir a cuál categoría pertenecen aquellos servicios que la ley no encuadre explícitamente 
o cambiar de categoría a cualquiera de los servicios ya clasificados por ella, pero no se 
definió ningún parámetro objetivo que deba respetar para poder decidir un nuevo 
encuadramiento de los servicios. Este aspecto del Proyecto ha sido cuestionado por la 
Comisión de Comunicaciones de la Asamblea Nacional que propone como alternativa que 
cualquier nuevo encuadramiento deba ser decidido por la Asamblea a propuesta del Poder 
Ejecutivo. La opción, por su vez, tendría la desventaja de tornar enormemente pesado el 
sistema de decisiones, dado que no sólo habrá servicios que no fueron específicamente 
contemplados por la ley, sino que también porqué, como se verá en los próximos párrafos, 
la clasificación propuesta podrá requerir varios ajustes posteriores. 

En cuanto a la clasificación propuesta es, en sí misma, sumamente confusa, 
abriendo un espacio enorme para interpretaciones arbitrarias o aparejando la necesidad de 
recategorizar algunos servicios141. 
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Puede observarse, por ejemplo, que los servicios públicos se diferencian del resto 
por su "esencialidad e importancia para la generalidad de los habitantes" y se considera 
como un ejemplo de servicio público al servicio telefónico básico pero, simultáneamente, 
se explícita que la telefonía celular no se incluye en esta categoría, sino que en la de 
servicios de interés general (ver Tabla de página anterior). Esto implica que, en un área 
local, el proveedor "tradicional" de servicios telefónicos fijos estará sujeto a una serie de 
obligaciones estipuladas en el contrato de concesión (plan mínimo de expansión, criterios 
de fijación de precio, etc.) y en cambio su competidor, si usa tecnología celular para prestar 
el mismo servicio (telefónico fijo), podrá solicitar una simple licencia, liberándose de las 
obligaciones que tendría como concesionaria. 

Ahora bien, desde el punto de vista del usuario - que es el punto de vista que asume 
la ley al proponer la categorización de los servicios - es completamente indiferente si para 
comunicarlo con otro usuario la empresa utiliza satélites, cables coaxiles, torres de radio 
o cualquier combinación de estos medios. Más aún, puede ser que permanezca 
absolutamente ignorante de la cuestión. Para él no tiene sentido, por ejemplo, diferenciar 
entre prestadores de servicios de telefonía fija según la tecnología que empleen. 
Probablemente encontraría razonable, en cambio, que la telefonía fija fuese tratada de una 
forma diferente a la móvil, en la medida en que no las percibe como perfectos substitutos 
una de otra. En otras palabras, se daría a los prestadores de telefonía fija que usan 
tecnología "tradicional" (red cableada) un tratamiento diferente del que se daría a los 
prestadores que usan tecnologías inalámbricas, colocando injustificadamente a los primeros 
en una situación muy desventajosa en su competencia con los segundos. 

Otra punto poco claro de la categorización propuesta es la diferenciación entre los 
servicios de interés general y aquellos de interés especial. Se dice que mientras los 
primeros son ofrecidos "al público", los segundos lo son a un número "determinado" de 
usuarios, sin especificar que significa lo de un número "determinado". Y aquí, 
nuevamente, nuevo los ejemplos brindados (ver Tabla página anterior) confunden: ¿porqué 
se considera que la transmisión desfitafcos por redes especializadas se ofrece "al público", 
mientras que la radiolocalización móvil de personas sólo se ofrece a un número 
"determinado" de usuarios?. 

Por último se señala que, contradiciendo a lo expresado en la exposición de motivos 
que acompaña al Proyecto, al definir los llamados Servicios No Regulados no se ha 
considerado el grado de importancia que dichos servicios tienen para la comunidad. De 
hecho están definidos de una forma tautológica (servicios no regulados son .. "los que 
pueden operar sin mayor regulación"), y haciendo referencia a sus características técnicas 
u económicas (serían los que no requieren asignación de frecuencias o los que operan en 
mercados donde hay competencia) y no a su importancia. La lista de servicios que la ley 
despliega a modo de ejemplo, permite concluir que se trataría de los servicios de valor 
agregado, que estrictamente hablando no debería ser considerados servicios de 
telecomunicaciones. 
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iii) Salvaguardias de la competencia 

En relación a cuál será el nivel de competencia permitido, la ley no permite sacar 
conclusiones. Efectivamente, si bien en sus disposiciones generales establece que debe 
promoverse la libre competencia, le otorga al Ente Regulador un poder ilimitado para 
restringirla en cualquiera de los mercados, sin definir ningún criterio orientador de las 
circunstancias en las que se consideraría conveniente tal restricción. 

Igualmente ambiguo es el Proyecto en relación a las condiciones regulatorias que -
enfrentarán las.empresas en aquellos casos en que efectivamente se haya decidido permitir 
la competencia. Efectivamente, si por un lado plantea que los requisitos y condiciones que 
establezca el Ente Regulador para el otorgamiento de concesiones y licencias serán iguales 
para todos los solicitantes que ofrezcan el mismo servicio; por el otro, le otorga al Ente el 
poder de imponer términos y condiciones particulares adicionales sobre determinadas 
concesiones y licencias " de acuerdo a las condiciones del mercado". Como anteriormente, 
se establece un principio para, a seguir, permitirle al Ente Regulador establecer excepciones 
a su libre arbitrio. 

En el marco general de indefiniciones que caracteriza a la ley cuando se trata de 
establecer normas que aseguren oportunidades de competencia ecuánimes para todos los 
prestadores de servicios, no es sorprendente que no proponga explícitamente medidas 
relativas a la igualdad de acceso, a la portabilidad de números, al diseño del plan básico de 
numeración, etc., aunque todas ellas permitirían disminuir el nivel de barreras al ingreso 
resultante, por ejemplo, de las ventajas de precedencia de las que gozarían las primeras 
ingresantes al mercado. 

La ley prohibe en términos muy genéricos la adopción de estrategias predatorias de 
la competencia y, en particular, plantea que los operadores de servicios en régimen de 
competencia que hayan obtenido más de una concesión o licencia para prestar diferentes 
servicios, deberán operar cada uno de ellos como negocios separados y llevando 
contabilidades separadas142 siendo que TELCOR podrá colocar resguardos adicionales para 
garantizar la protección del mercado. 

Respecto a las condiciones de interconexión entre redes, otro elemento esencial para 
viabilizar la existencia de competencia efectiva entre operadores de servicios, se plantea que 
la interconexión se hará en condiciones establecidas de mutuo acuerdo (incluyendo los 
aspectos técnicos, operativos y tarifarios). El organismo regulador intervendrá, decidiendo 
las condiciones del contrato de interconexión, sólo si en 90 días las firmas involucradas no 
se llega a un acuerdo143. No se obliga a las empresas ni a suministrar copia de los 
acuerdos al Ente Regulador, ni a posibilitar la consulta de los acuerdos por terceros 
interesados. La obligación de hacer homologar por el Organismo Regulador los acuerdos 
de interconexión, o por lo menos la de darle a conocer sus contenidos, es una regla que 
facilita en mucho las funciones del ente estatal en lo que se refiere a poder velar por el 
establecimiento de justa competencia entre prestadores de servicios. Al respecto no debe 
olvidarse que condiciones o precios de interconexión favorables pueden significar una 
diferencia vital a la hora de ganar mercados. Por su lado, el conocimiento público de los 
acuerdos de interconexión firmados es una práctica que contribuye a dar transparencia al 
mercado y que reduce las posibilidades de acuerdos discriminatorios en detrimento de la 
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competencia. Por último es importante señalar que, coherentemente con lo anterior, no se 
trata explícitamente la obligatoriedad de que las firmas poseedoras de las redes locales 
permitan la interconexión a sus redes en las mismas condiciones a terceros que a sus 
empresas vinculadas. 

iv) Restricciones al capital extranjero 

En relación al origen del capital, el Proyecto de ley establece que no se puede 
admitir a un gobierno extranjero en calidad de socio de una empresa titular de concesiones -
o licencias144. La ley no explícita razones, pero la cláusula constituye un obstáculo a la 
participación, en el proceso de privatización, de la mayoría de las operadoras europeas en 
las que el Estado es el accionista principal, entre ellas las subsidiarias de France Telecom 
y Telefónica de España, ya precalificadas para participar de la privatización de la empresa 
estatal. En la propuesta de la Comisión de Comunicaciones de la Asamblea, las concesiones 
y licencias sólo pueden otorgarse a nicaragüenses o a empresas cuyo capital pertenezca en 
por lo menos un 51% a nicaragüenses (si se trata de sociedades anónimas, las acciones 
deben ser nominativas). Esta cláusula, vista la generalizada escasez nacional de recursos 
para invertir y la casi no existencia de empresas nacionales con experiencia en el área, 
puede restringir el potencial de crecimiento del sector y/o generar una proliferación de 
testaferros nacionales de empresas transnacionales. 

v) Precios 

En el caso de los servicios públicos, los propios contratos de concesión establecerán 
los criterios para fijar los precios, que deben permitir la competencia y recuperar costos e 
inversiones. Respecto a los servicios de interés general, sólo en ciertos casos - no se 
especifica en cuáles - podrán ser fijados por TELCOR, pero siempre deben ser justos, 
razonables y no discriminatorios, respetando las recomendaciones de las organizaciones 
internacionales de las que Nicaragua forma parte. Los prestadores de servicios de interés 
especial fijarán libremente los precios, respetando eventuales regulaciones que puede 
establecer el organismo regulador. 

En la medida que se prohibe que cualquier operador de servicios aproveche su 
situación ventajosa frente a otros para introducir prácticas que impidan la libre competencia 
o den lugar a actos de competencia desleal, se supone que está prohibida la práctica tarifaria 
que viabiliza los subsidios cruzados predatorios. 

vi) Los objetivos de universalización y sus mecanismos de financiamiento 

Aunque el Proyecto dice que la aplicación de la ley debe orientarse a "promover 
la disponibilidad de una amplia gama de servicios de telecomunicaciones eficientes, al 
menor costo posible y de alta calidad, a todos los habitantes del país", se omite 
absolutamente respecto a cuál sería el mecanismo que permitiría financiar los proyectos que 
son deficitarios, pero cuya ejecución es necesaria para lograr la universalización de los 
servicios públicos, dada la prohibición de los subsidios cruzados. En este sentido, el único 
espacio abierto es el establecimiento de obligaciones específicas en los contratos de 
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concesión. Pero,como vimos en la primera parte de este trabajo, si no existe ninguna 
transferencia de recursos destinados a subsidiar los servicios deficitarios: a)en ambiente de 
monopolio, contrato de concesión medíante, como máximo se logrará atender toda la 
demanda que se expresa a un precio no inferior al costo medio, b) en ambiente de 
competencia, la imposibilidad de establecer obligaciones de servicio universal equivalentes 
para todas las prestadoras, socava las bases de la competencia y de la propia financiación 
de la expansión de la red, si esta última está apoyada en el subsidio cruzado entre usuarios 
de un mismo servicio. Difícilmente se encuentre salida a esta situación, a menos que el 
propio precio de venta de la empresa estatal constituya en sí mismo un subsidio al capital 
y que las metas obligatorias de expansión estén definidas de forma tal que no sea posible 
desviar a otros fines la utilización de este subsidio. 

e) La ley que viabilizaría la privatización de la empresa pública de telecomunicaciones 

El 26 de agosto de 1994, la Presidente de la Nación elevó a la Asamblea Nacional 
el "Proyecto de Ley de Ratificación del Instrumento Legal de Incorporación de Particulares 
en la Operación y Ampliación de los Servicios Telefónicos", cuya aprobación - con 
posterioridad a la de la Ley de Telecomunicaciones -, daría cumplimiento a los requisitos 
establecidos por la Ley No. 169143 para poder privatizar la empresa pública de 
telecomunicaciones. En la exposición de motivos adjunta al Proyecto de Ley, recordó que 
el Decreto que creó el Sistema de Compensación por medio de bonos dio cuatro años de 
plazo para proceder a la privatización de TELCOR y que, a corto plazo, el objetivo de esta 
privatización es, justamente, obtener fondos para respaldar tal sistema. También planteó que 
a largo plazo, en cambio, el objetivo fundamental es conseguir los recursos financieros de 
los que carece el Estado para lograr el desarrollo total e integral del sistema público de 
telecomunicaciones, en el menor tiempo posible. 

i) Venta del paquete accionario de la empresa prestadora de servicios. Derechos de 
los trabajadores de la empresa y del Estado 

El primer paso propuesto, coherentemente con el proyecto de Ley de 
Telecomunicaciones presentado, sería la transferencia - a una nueva compañía telefónica, 
organizada como una sociedad por acciones de propiedad totalmente estatal -, de los activos 
y pasivos del TELCOR que están-vinculados a la operación telefónica. Con esto quedarían 
separadas las funciones regulatorias de las propias de la prestación de servicios. El 
proyecto especifica qué activos se transferirían146, pero no que pasivos. 

A continuación se pondría a la venta el 40% de las acciones y el control 
administrativo de la nueva empresa, a través de un llamado a licitación pública 
internacional. La adjudicación la ganaría el ofertante que, habiendo aceptado previamente 
las condiciones impuestas por TELCOR, ofreciese el mayor precio147. El pago propuesto 
se haría en efectivo, en el momento en que se transfieran las acciones. Otro 11% de las 
acciones sería ofrecido a los empleados de la empresa (10% como opción de compra con 
facilidades de pagos a plazos y 1% gratuitamente). El restante 49% de las acciones 
quedaría en manos del Estado, que también retendría una acción de control (golden share). 
Se trataría de controlar decisiones especiales tales como la modificación o terminación del 
contrato de asistencia técnica gerencial del inversionista estratégico, la declaración de 
dividendos, el aumento de capital u otras medidas que implique un cambio significativo de 
la composición accionaria o la liquidación de la empresa. 
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Las acciones cedidas gratuitamente a los empleados de TELCOR, según afirmaron -
en distintas presentaciones públicas - sus actuales autoridades, serán intransferibles (excepto 

por herencia) y el 10% restante sólo podrá comenzar a venderse dos años después de la 
privatización. En ese caso, las acciones primero deberán ser ofertadas dentro del colectivo 
de trabajo, si no existe allí interés podrán ofrecerse a los empleados de la institución, en 
tercer lugar al resto de los accionistas de la empresa y sólo en última instancia se permitiría 
su venta al público en general. Se trataría, en definitiva, de que estas acciones no salgan 
del ámbito de ios originales accionistas de la empresa148. 

Más adelante, el 49% de las acciones en manos del Estado podrá colocarse total 
o parcialmente en una especie de suscripción pública abierta a personas naturales 
nicaragüenses con posible participación de extranjeros. La postergación de esta colocación 
de acciones al público tiene por objetivo esperar que ocurra la valorización de la empresa, 
luego de su reorganización, para obtener un mejor precio. 

El proyecto de ley no establece en que condiciones particulares los representantes 
del Estado dentro del directorio de la nueva empresa podrán autorizar cambios significativos 
de la composición accionaria, modificación de contrato, etc., ni define explícitamente cuál 
será el grado de autonomía de estos representantes respecto al Ente Regulador, el Congreso 
de la Nación, etc. 

En relación a los trabajadores, se sostiene que los inversionistas estratégicos 
garantizarán su estabilidad laboral, su capacitación y su participación en la gestión 
empresarial149. La ley no explícita de que forma participarían los trabajadores en la 
gestión empresarial, pero los directivos de la actual TELCOR en varias presentaciones 
oficiales (por ejemplo, frente al Comité de Inversiones Extranjeras) afirmaron que la Junta 
Directiva de la nueva firma estará compuesta por siete miembros, a saber: cuatro por el 
llamado inversionista estratégico, dos en nombre del gobierno y uno por los 
trabajadores130, es decir, de forma proporcional a las acciones con derecho a voto 
mantenidas por cada sector. Aparentemente, entonces, el derecho a participar en la gestión 
de la empresa estaría condicionado a que los trabajadores decidiesen comprar acciones y se 
negasen posteriormente a venderlasrlo que les permitiría mantener un representante dentro 
del directorio, aunque no está definido cómo éste sería elegido. A su vez, la definición 
acerca de la forma en que se elegiría al representante de los trabajadores dentro del 
directorio de la empresa, podría ser un elemento tendiente al debilitamiento de la 
organización sindical, cuyos integrantes se verían ante el problema de tener que conciliar 
los intereses divergentes nacidos de su doble posición de accionistas - eventualmente 
directores - y trabajadores. 

ii) Alcance de la concesión y derechos temporarios de exclusividad 

La concesión que se otorgaría a la nueva empresa - constituida a partir de 
TELCOR-, la obligaría a la prestación de servicios de telefonía fija a nivel nacional (incluye 
servicios locales, de larga distancia, de telefonía rural y de telefonía pública) y le aseguraría 
el derecho a proveer aquellos de telefonía móvil celular a nivel nacional131, transmisión 
de datos y servicios de valor agregado. El plazo de validez de la concesión sería de 25 

62 



años, prorrogables a discreción del organismo regulatorio132. La nueva operadora tendrá 
poderes monopólicos por el término de 7 años en "los servicios telefónicos nacionales e 
internacionales y en las líneas privadas nacionales". Los servicios de valor agregado y 
la transmisión de datos, en cambio, se prestarán en régimen de competencia153. 

El otorgamiento de derechos temporarios de ha sido presentado, por el gobierno 
nicaragüense, como una medida necesaria para viabilizar la recuperación de las inversiones 
requeridas para la expansión y modernización de la red. En otras palabras, se espera que 
durante una primera etapa, la inversión se financie por medio de la prestación de servicios •; 
en precios y condiciones que serían insostenibles en un ambiente competitivo. 

Al finalizar el período de exclusividad, la evolución de la estructura de mercado de 
telecomunicaciones dependerá de las decisiones que el Ente regulador tome respecto, por 
ejemplo, a cuál será la política para el otorgamiento de nuevas concesiones (número, 
condiciones, cronograma de entrada de nuevos competidores, etc.). Como por un lado la 
ley no establece los criterios que deberá respetar el Ente al tomar sus decisiones y, por el 
otro, el conjunto de la legislación propuesta es débil en lo que se refiere a la imposición de 
normas que garanticen condiciones efectivas para el surgimiento de la competencia, es muy 
difícil hacer predicciones acerca de cuál será el impacto que la nueva legislación tendrá 
sobre la estructura del sector más allá del período de vigencia de las cláusulas de 
exclusividad. Pero parece muy probable que, en este contexto, los privilegios iniciales 
otorgados a una empresa de cobertura nacional tan diversificada, resulten en una 
perpetuación de hecho de su poder de mercado, más allá de los siete años previstos por la 
ley. 

iv) Metas de ampliación y modernización de la red 

De acuerdo al Proyecto de Ley, en el contrato de concesión de la nueva empresa 
se plantearán como obligatorias las siguientes metas de ampliación y modernización de la 
red: 

I. Seis teléfonos cada cien habitantes para 1997 y atender las solicitudes en 
plazos cortos en los años siguientes. 

II. Atender las comunidades rurales respetando programas de expansión aprobados 
por TELCOR. 
III. Expansión acelerada de teléfonos públicos. 
IV. Sustitución de todos los equipos analógicos obsoletos por tecnología electrónica. 

El primer objetivo puede parecer ambicioso si se tiene en cuenta la actual 
teledensidad (menos de 2 líneas cada 100 habitantes), pero no lo suficiente si se considera 
que el plan de expansión aprobado por la empresa estatal permitiría tener en 1996 alrededor 
de 220 000 líneas, alcanzando una teledensidad nacional de 4.8%. Por otra parte, es 
imposible evaluar los tres últimos objetivos, en la medida que no han sido cuantificados ni 
se ha fijado un plazo o cronograma para su cumplimiento. En términos de calidad, se 
exigiría llegar, en 1997, a standards internacionales tanto en lo referido a tiempos de 
respuesta de la red (como tono de marcar y llamadas completadas), como a los tiempos de 
respuesta de la gestión de la red (como contestación de operadoras, reparación de fallas, 
etc.)154. 

63 



En todo caso, es innegable que si la empresa operadora se limitase a cumplir con 
las metas consideradas obligatorias, se estaría muy lejos de alcanzar una situación de 
universalización del acceso a la red de telefonía básica. De hecho, la legislación propuesta 
no sólo no fija objetivos posteriores a 1997 -cuando todavía se estaría muy por debajo del 
pobre promedio latinoamericano - sino que, además, no define cuantitativamente y 
temporalmente las metas referidas a la colocación de teléfonos públicos y a la expansión en 
las zonas rurales. Está planteada, entonces la necesidad de fijar metas, objetivamente 
verificables, que proponiéndose la universalización del servicios, vayan más allá del año.. 
1997. Estas deben referirse explícitamente a la telefonía rural y a la instalación de teléfonos 
públicos y a ellas tiene que asociarse un cronograma preciso de cumplimiento. La 
alternativa a esta opción es dejar establecido en los contratos de concesión la obligación de 
la empresa de aceptar - post 1997 - la imposición de nuevos objetivos de expansión y 
calidad. 

La pregunta que no tiene respuesta es como, una vez finalizado el período de 
exclusividad, se piensan preservar los objetivos de universalización, considerando el 
conjunto de cuestiones específicas que plantea la prestación de servicios en régimen de 
competencia, en particular inviabilizando la persistencia del subsidio cruzado entre usuarios 
que seguramente ocurrirá bajo el monopolio. 

v) Precio de los servicios 

Según este proyecto de Ley, los precios de los servicios ofrecidos por la empresa 
privatizada serán establecidos por TELCOR, a menos que determine que existe una 
competencia efectiva en el mercado, en cuyo caso los fijará la propia firma a niveles 
razonables y no discriminatorios, permitiendo una recuperación de costos apropiados. 

En el caso de los "servicios telefónicos básicos" TELCOR fijará precios topes para 
una canasta de servicios155 que, en términos reales, deben caer periódicamente para el 
usuario promedio (no se define con que periodicidad). Se espera que esta política tarifaria, 
si el deflator de precios es el adecuado y la empresa amplía suficientemente la oferta de 
servicios, contribuya a avanzar significativamente en el sentido de la universalización de los 
servicios básicos. 

Nuevamente debe recordarse que no se puede abordar estas cuestiones sin tener en 
cuenta que el subdesarrollo y la pobreza le impiden a una parte importante de la población 
nicaragüense pagar, los precios promedio que cubrirían los costos de inversión y operación 
involucrados en la expansión de la red. Esto significa que el desarrollo deseado y la 
estructura de precios que sería libremente fijada en una economía de mercado son 
excluyentes. No se trata de una particularidad nacional. Ninguno de los países que logró 
un desarrollo importante de su red, consiguió su propósito sin establecer algún tipo de 
subsidio a los sectores de menores recursos y, particularmente, a los localizados en las 
zonas rurales, donde por razones técnicas resulta más caro el acceso. 
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En el caso de Nicaragua, el nuevo marco regulatorio propone que la empresa 
TELCOR privatizada detente por siete años poderes monopólicos sobre una serie de 
servicios para permitirle financiar las inversiones necesarias para cumplir con las metas de 
expansión y calidad comprometidas. Esto implica que la intención gubernamental es 
autorizar tarifas que no podrían sostenerse en un mercado en competencia. Como por otro 
lado uno de los problemas es, justamente, la dificultad de parte de la población para pagar 
tarifas ajustadas a los costos reales, podría entenderse que se está pensando en permitir 
subsidios cruzados entre usuarios que tienen diferente elasticidad precio y solicitarían cursar 
volúmenes de tráfico (recordar que el costo de operación es relativamente insensible al 
volumen de tráfico cursado). A menos que se esté pensando en un precio de venta de 
TELCOR que, en si mismo, implique un subsidio a la inversión, dado el contexto 
regulatorio prepuesto no queda claro cómo, sin acudir al subsidio cruzado en usuarios, 
podría financiarse la universalización del servicio y, en particular, el objetivo de llegar con 
la red a toda la población rural. 

En otras palabras, si se aprueban sin modificaciones sustanciales y se aplican 
efectivamente los Proyectos de Ley elevados a la Asamblea Nacional, la cuestión del acceso 
masivo de los sectores de menores recursos a la red continuará siendo un problema sin 
resolver. El período de siete años de exclusividad lo que permitirá es avanzar 
significativamente en la cobertura de la demanda, aunque no permita alcanzar la 
universalización del servicio. Por otro lado no hace más que postergar el debate en lo 
referido a dos cuestiones: a) como compatibilizar la posterior introducción de la 
competencia con la preservación de la expansión obtenida en término de cobertura de 
sectores de menores recursos y la expansión de la red hacia sectores de menores recursos, 
b) como subsidiar, con el menor impacto negativo posible sobre la eficiencia del sistema 
económico, el acceso de esos recursos a los servicios básicos de telecomunicaciones. 

65 



66 



V. SÍNTESIS PARCIAL, A MODO DE REFLEXIÓN 

1. Panorama del sector en Bolivía y Nicaragua, al iniciarse la década del noventa 

A lo largo de los años setenta y ochenta, las tasas de expansión de las redes de 
telecomunicaciones de Bolivia y Nicaragua quedaron muy por detrás del pobre promedio 
latinoamericano, siendo que la tibia reversión de esta situación en la primera mitad de los 
noventa no fue ni remotamente suficiente para modificar el cuadro de atraso relativo y 
absoluto. El resultado desastroso de tal trayectoria se expresa, entre otras cosas, como una 
bajísima teledensidad promedio (4% y 1.6% respectivamente), que disfraza la gravedad aún 
mayor del subdesarrollo en las regiones rurales donde la teledensidad es inferior al 1 % en 
ambos casos. La incapacidad de satisfacer la demanda llega a perjudicar inclusive a 
sectores de ingresos medios o altos, panorama al que se agregan una escasa diversificación 
de la oferta de servicios y problemas de calidad en su prestación, a pesar de la reciente 
modernización tecnológica de una parte importante de ambas redes. Si, además, se 
considera que los precios de los servicios están distorsionados por el uso no transparente 
de subsidios cruzados (que no favorecen exclusivamente a los sectores de menores 
recursos), se entiende con facilidad cuán lejos se está - en ambos países - de los objetivos 
de equidad o eficiencia. 

A pesar del resultado común del subdesarrollo de las telecomunicaciones, vale la 
pena señalar la diversidad de los caminos transitados por cada país. En términos 
sectoriales, las diferencias más notorias se expresan en el papel jugado, de hecho, por la 
inversión privada y la estatal en el desarrollo de la red de telefonía local y en cuál es el tipo 
de subsidio cruzado que estaba embutido en la estructura de precios vigente al iniciarse la 
presente década. 

Si Nicaragua se mantuvo dentro de los patrones "clásicos", con una única empresa 
estatal - TELCOR - ofreciendo a nivel nacional todos los servicios, Bolivia, en cambio, 
constituye un caso completamente original, debido al papel relevante jugado por las 
cooperativas, entidades de derecho privado sin fines de lucro, que disfrutan, por ley de 
exenciones impositivas y de tratamiento preferencial en la contratación de servicios por 
parte del Estado y de las cuales son socios-propietarios todos los abonados a la red pública 
de telecomunicaciones. En efecto, en este país, los servicios locales urbanos son ofrecidos 
por 17 cooperativas independientes, que ejercen un virtual monopolio sobre sus respectivas 
áreas de concesión mientras que ENTEL - la empresa estatal de telecomunicaciones - está 
facultada para brindar, en forma monopólica servidos de larga distancia, pero sólo 
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marginalmente ofrece servicios locales. Las poblaciones rurales, por su parte, son atendidas 
(precariamente) por DITER, una dirección gubernamental. Una de las consecuencias de 
esta estructura fue la atomización de las decisiones lo cual, en ausencia de un organismo 
regulador poderoso e independiente, generó la falta de coordinación entre los planes de 
expansión de las cooperativas y los de DITER y ENTEL y tuvo importantes efectos 
negativos sobre la disponibilidad y calidad de los servicios de larga distancia nacional e 
internacional. 

En relación al tema capital privado versus estatal y a la instauración de situaciones 
de monopolio, vale la pena destacar que, paradójicamente: a) aunque en Nicaragua de hecho 
no hubo, hasta los años noventa, participación del capital privado en la prestación de 
servicios de telecomunicaciones, la legislación vigente hubiese permitido que TELCOR 
constituyese en asociación con capitales privados nacionales o extranjeros nuevas empresas 
para ofrecer estos servicios y, b) aunque en Bolivia, de acuerdo a la Constitución, la 
prestación de servicios públicos es una facultad privativa del Estado y la participación del 
capital privado sólo puede admitirse como una excepción, sin poder reconocérsele derechos 
monopólicos, la completa insuficiencia de la iniciativa estatal en la materia generó un vacío 
que fue ocupado por el capital privado (actuando sólo o en asociación con las 
municipalidades), ocupación esta que se vio consolidada y legitimada en 1985, cuando se 
obligó a todas las operadoras locales a transformarse en cooperativas. 

Respecto a los precios por la prestación de los servicios locales, vale la pena 
destacar que, tanto en Nicaragua como en Bolivia, eran muy bajos y claramente 
insuficientes a los efectos de cubrir los gastos de instalación, operación y mantenimiento de 
la infraestructura local. En el caso de Nicaragua tal situación fue sostenida por el 
acostumbrado subsidio cruzado en detrimento de los servicios de larga distancia, pero 
recientemente el gobierno ha iniciado un proceso de reestructuración tarifaria que implica 
la caída del precio de los servicios internacionales y del precio de instalación (con un 
impacto significativo sobj&Ja demanda por nuevas líneas) y el aumento del precio de los 
servicios nacionales. En el caso de Bolivia el subsidio larga distancia-local parece no haber 
tenido lugar. En lugar de esto, el valor creciente de los certificados de aportación, cuyo 
pago era obligatorio para tener acceso al servicio, permitió un subsidio a favor de los socios 
más antiguos de las cooperativas, en detrimento de los recién llegados. Al respecto, 
interesa destacar dos cuestiones: en primer lugar, que el valor creciente de los certificados 
de aportación (que convierten a su comprador en socio-propietario de la cooperativa) se 
convirtió en si mismo en una barrera que impide a los sectores de menores recursos 
convertirse en abonados al servicio. En segundo lugar, que en su carácter de propietarios 
de una institución sin fines de lucro, los abonados a la red telefónica boliviana, alcanzado 
determinado punto de expansión de la red, no tienen ningún incentivo particular para apoyar 
una política de universalización de los servicios que traiga aparejada la desvalorización de 
los certificados de aportación, en los cuales algunos de ellos han invertido una parte no 
marginal de sus ahorros. 
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En cuanto a la forma en que los niveles y estructuras tarifarias eran tratados por la 
legislación preexistente, vale la pena señalar que, en el caso nicaragüense, esta última se 
omitía casi completamente cuando se trataba de establecer criterios para su determinación 
(los precios oran propuestos por Telcor y aprobados por el Poder Ejecutivo). En el caso 
boliviano, de acuerdo con la Ley de Telecomunicaciones, el Ministerio debía fijar las tarifas 
respetando ciertos criterios explicitados en la ley. Sin embargo, como también las 
Municipalidades (de acuerdo a su propia ley orgánica) tenían atribuciones en relación a la 
fijación de las tarifas de los servicios públicos, estas últimas terminaron siendo el resultado 
de negociaciones directas entre las cooperativas y los gobiernos municipales, sin que se" 
respetasen los criterios definidos en la ley sectorial. Un ejemplo claro en ese sentido es la 
adopción - por parte de casi todas las cooperativas - de tarifas planas, a pesar de que la ley 
de telecomunicaciones instituía la obligatoriedad de que éstas se compongan de una cuota 
fija de abono y de una parte variable en proporción al uso de los servicios. 

El diagnóstico hecho por los respectivos gobiernos sobre los males que aquejan al 
país tiene un punto en común: en ambos casos se pronosticó la insuficiencia de inversiones 
como el elemento clave y se propuso un mismo remedio: la privatización de la prestación 
de los servicios, previa aprobación de una nueva ley de telecomunicaciones y la separación 
de las funciones regulatorias de las de operación. 

Cada una de las propuestas fue descrita con cierto nivel de detalle en las páginas 
anteriores de este documento y no se pretende sintetizarlas en los párrafos que siguen. 
Estos últimos se limitan a abordar exclusivamente los siguientes aspectos a) monopolio 
versus competencia en el contexto emergente del nuevo marco regulatorio, b) algunas 
características del nuevo organismo regulador, c) el mecanismo de financiamiento de la 
expansión propuesto. 

2. Monopolio versus competencia 

En ambos países, las leyes propuestas declaran el principio general de la promoción de la 
libre competencia, pero a seguir restringen el alcance de esta declaración de principios por 
dos vías. En primer lugar, otorgando derechos de exclusividad temporarios (por seis años 
en Bolivia y por siete en Nicaragua) a las empresas prestadoras de servicios telefónicos. 
En segundo lugar, estableciendo la posibilidad de limitar indefinidamente el número de 
ingresantes al mercado, sin definir cuáles son los criterios objetivos a los que las autoridades 
deberán ajustar sus decisiones al respecto. 

Por otro lado, aún suponiendo que - una vez pasado el período de exclusividades -
no se limitase formalmente el número de ingresantes al mercado, resta el hecho que ambas 
legislaciones son relativamente pobres en lo que se refiere a la necesidad de garantizar 
futuras condiciones de efectiva y leal competencia. Así, por ejemplo, estas leyes no tienen 
disposiciones relativas a la reventa de servicios y/o de medios (facilities), no prevén nada 
en términos de la necesidad de definir planes técnicos que víabilicen la futura portabilidad 
de números y el equal access a todos los proveedores de servicios: permiten la 
diversificación de actividades en el seno de una única empresa pero no obligan a la empresa 
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a ofrecer a los competidores condiciones de interconexión equivalentes a las que la empresa 
se brinda a si misma o a empresas vinculadas a ella; en Nicaragua sólo en el caso de 
tratarse de empresas extranjeras es obligatorio notificar al organismo regulador las 
condiciones de los contratos de interconexión, etc. Por otro lado, en ninguno de los dos 
países, se garantiza a los inversores que sus obligaciones en relación al cumplimiento de 
metas de expansión y calidad de los servicios serán establecidas de forma que no constituyan 
una desventaja competitiva en relación a sus rivales. 

Dado el contexto descrito, es difícil predecir de qué manera evolucionará la 
estructura del mercado en cada país y en qué medida la futura transformación repercutirá 
sobre la eficiencia sectorial. Pero ciertamente no deben subestimarse las dificultades de 
avanzar hacia un régimen de efectiva competencia luego de haber otorgado derechos de 
exclusividad, especialmente si no se cuenta con la legislación apropiada para derrumbar las 
barreras a la entrada que los primeros ingresantes pueden construir apoyándose en las 
ventajas que les otorga la precedencia. 

En Nicaragua la empresa privatizada contará con la prerrogativa de haber estado 
prestando, desde el comienzo, servicios telefónicos nacionales e internacionales, de valor 
agregado, de transmisión de datos etc. No es el caso boliviano donde son ias cooperativas -
y no ENTEL, la empresa privatizada - quienes detentan por seis años los derechos de 

exclusividad sobre la prestación de los servicios locales. Debe tenerse en cuenta sin 
embargo que: a) los derechos de exclusividad de las cooperativas están condicionados al 
cumplimiento de las metas de expansión que definirá el organismo regulador, y que b) 
durante los próximos seis años, las operadoras de servicios básicos (ENTEL y las 
cooperativas) podrán fusionarse entre si. Dados, por un lado las dificultades financieras por 
las que atraviesan algunas cooperativas y, por el otro, el interés de ENTEL en asegurarse 
condiciones favorables de acceso a los usuarios finales, es muy probable que realmente 
ocurra un proceso de fusiones, acompañado de la transformación de algunas cooperativas 
en sociedades„anónimas, resultando en la constitucióüojde una empresa con presencia en los 
principales mercados locales del país, integrando en su seno la prestación de casi todos los 
servicios. 

En síntesis, el grado formal de competencia que será permitido en cada mercado al 
finalizar el período de exclusividad es una incógnita, en la medida que las autoridades 
conservan el derecho de restringir el número de competidores y, al mismo tiempo, las 
respectivas leyes de telecomunicaciones no establecen cuáles son los criterios objetivos que 
deberían respetar para tomar tal decisión. Por otro lado, suponiendo que se decida no 
colocar ningún tipo de barrera institucional al ingreso de nuevos proveedores, es probable 
que igualmente la competencia continúe siendo restringida por la capacidad de las empresas 
dominantes de levantar barreras a la entrada aprovechando las ventajas de su posición inicial 
y la debilidad de la legislación en el terreno de la creación de salvaguardias de la libre 
competencia. 
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Muchas de las limitaciones de las leyes de telecomunicaciones recientemente 
aprobadas - como instrumentos de promoción de condiciones de justa competencia para la 
estructuración de un sistema eficiente de telecomunicaciones - probablemente serán sorteadas 
por su reglamentación. Es cierto sin embargo, que la reglamentación de una ley - que 
puede cambiar cada vez que cambia un ministro - no da el marco de estabilidad y 
transparencia de las reglas del juego que ayudaría a optimizar decisiones de inversión y 
consumo. 

3. El organismo regulatorio 

Las propuestas referidas a la estructura y atribuciones del organismo regulador sectorial en 
Bolivia y Nicaragua son muy diferentes entre si. En este último país se trataría de una 
entidad descentralizada dependiente de la presidencia, con una amplísima gama de 
atribuciones entre las que se incluirían no sólo la administración y regulación del espectro 
radioeléctrico, la fiscalización de las condiciones en las que se prestan los servicios, el 
poder de veto sobre cualquier transferencia accionaria significativa en las empresas de 
servicios, el otorgamiento o cancelación de concesiones y licencias, sino que también el 
propio dictado de las normas relativas, entre otras cosas, al grado de competencia que será 
permitido en cada servicio y las condiciones específicas de su prestación. 

En Bolivia, en cambio, se ha estructurado un sistema regulatorio - el SIRESE - bajo 
la órbita del Ministerio de Hacienda y Desarrollo compuesto de dos niveles, el primero de 
los cuales, entre otras cosas, coordina y fiscaliza el funcionamiento de una serie de 
organismos regulatorios específicos por sector, llamados Superintendencias Sectoriales, 
cuyas máximas autoridades serán elegidas por el Presidente de la República de una terna 
propuesta por la Cámara de Senadores. En el caso específico de la Superintendencia de 
Telecomunicaciones, sus atribuciones son limitadas - en comparación con las de Telcor, el 
organismo regulatorio nicaragüense - no sólo porque sus decisiones pueden apelarse ante 
la Superintendencia General (una instancia regulatoria no especializada), sino que además 
porque no tendrá competencia para dictar Isassreglamentos o normas sectoriales, proceder 
al reordenamiento del uso de frecuencias radioeléctricas o elaborar la política general de 
concesiones,. Estas funciones quedarían en manos de otras instancias del poder Ejecutivo, 
cuyas disposiciones deberá hacer cumplir el SIRESE. 

El aspecto común es que, en definitiva, en ambos países - por diversos caminos - el 
Poder Ejecutivo, a pesar de las declaraciones de principio en favor de la libre competencia, 
se ha reservado el derecho de determinar la futura estructura y reglas del juego sectoriales, 
no sólo sin necesidad de pasar por el filtro del Congreso Nacional, sino que sin que se haya 
establecido por ley la obligación de dar publicidad a los actos del organismo regulador y 
a sus correspondientes justificativas, o la necesidad de someter a consulta pública o 
audiencia previa las normas o reglamentos que se pretende aprobar. Estas medidas no sólo 
constituirían un saludable ejercicio de prácticas democráticas, sino que también pueden ser 
un instrumento eficiente para acotar la posibilidad de cometer errores y para reducir los 
costos de acceso a la información, aprendizaje y capacitación del equipo técnico que integra 
el novel cuerpo regulatorio. Efectivamente, en un contexto sectorial internacional de 
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acelerada transformación tecnológica, económica e institucional, un mecanismo que le 
permita a todos los interesados (empresas u organismos de defensa de los consumidores, 
entre otros) expresar su opinión sobre las disposiciones que se proyecta aprobar, le 
permitiría al organismo regulatorio tener acceso a bajo costo a información adicional 
importante o corregir errores de interpretación respecto a información con la que ya se 
contaba y, si corresponde, reformular sus propios proyectos a la luz de las novedades 
llegadas a través de este canal de consulta. 

En síntesis, en el contexto de la ausencia de criterios mandatorios objetivos que~ 
norteen las decisiones del organismo regulador y dada la no obligatoriedad de apelar a las 
audiencias o consultas públicas, el gran poder que en ambos países se reserva el Poder 
Ejecutivo: a) constituye un factor de incertidumbre respecto a la estabilidad de las reglas 
del juego establecidas, b) no necesariamente revertirá en favor de la defensa del interés 
público y, en particular, de los objetivos de equidad y eficiencia. Por lo menos es 
razonable mantener cierto grado de escepticismo en relación a las posibilidades que tendrá 
el organismo regulador de actuar efectivamente en defensa del interés público, o de hacerlo 
a un costo económico y político razonables, luego de haber otorgado poderes monopólicos 
a empresas de servicios de telecomunicaciones, aún en el caso nicaragüense donde el Estado 
se ha guardado la carta de la golden share en la empresa privatizada. . 

La información a la que se tuvo acceso no permitió evaluar en qué medida el 
organismo regulatorio de cada uno de los países contará no sólo con una infraestructura 
material adecuada - laboratorios, publicaciones, banco de datos, instrumental, etc. - sino que 
también con la posibilidad de ofrecer a un cuerpo técnico de elite salarios adecuados al 
ejercicio de sus funciones, impidiendo un éxodo masivo hacia el sector privado o la captura 
de los reguladores por parte de los teóricamente regulados. En relación a las fuentes 
presupuestarias con las que contará el organismo regulador, en el. caso de Bolivia está claro 
que todas las empresas prestadoras de servicios de telecomunicaciones o de valor agregado 
deberán pagar una tasa específica destinada a dar soporte a las actividades del SIRESE. En 
el caso de Nicaragua, no se accedió a información que permitiese determinar cuáles serían 
lasftientes presupuestarias. La propuesta de ley de telecomunicaciones enviada por el Poder 
Ejecutivo pretendía que ingresasen al patrimonio de TELCOR lo recaudado en concepto de 
multas y los derechos por el otorgamiento de licencias y concesiones, a lo que se agregaría 
la obligación de algunos operadores de servicios de cancelar los gastos de fiscalización y 
control. Pero justamente éste era uno de los aspectos de la propuesta del Ejecutivo 
cuestionados por la Comisión de Comunicaciones de la Asamblea Nacional. 

4. La universalización de los servicios 

En general, al tratar el tema de la universalización de los servicios, los países con los 
problemas más graves en las áreas de salud y educación, continúan alimentando viejos 
círculos viciosos que ahora asumen la forma de su propia incapacidad para proponer y 
ejecutar políticas de informática y telecomunicaciones destinadas a "sacarle el jugo" a las 
nuevas tecnologías, efectivizando su capacidad potencial de contribuir a expandir, 
transformar y abaratar el acceso de la población a aquellos servicios médicos y 
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educacionales que son esenciales a la consecución de una sociedad más equitativa. Así, 
mientras la nueva ley de telecomunicaciones norteamericana propone, por ejemplo, el acceso 
a los servicios de telecomunicaciones por parte de todas las escuelas y centros de salud a 
precios inferiores a los de mercado, en los paises latinoamericanos se continúan regando las 
raíces del dualismo y la pobreza limitando los objetivos explícitos de la política de 
telecomunicaciones a "viejos" principios generales (una mayor cobertura geográfica de la 
red, acceso a los servicios de transmisión de voz por parte de un número mayor de 
ciudadanos y la disponibilidad de servicios avanzados para las empresas o personas que los 
soliciten y puedan pagar por ellos los precios de mercado). Sin duda se trata de objetivos" 
válidos, ahora y hace 10 años, pero insuficientes. En la mayor parte de los paises 
subdesarrollados, multiplicar por cuatro, cinco, siete o incluso nueve la actual 
infraestructura de telecomunicaciones constituye un paso importantísimo y necesario para 
no aumentar la distancia relativar respecto al resto del mundo pero, por impactante que 
parezca tal crecimiento, no es suficiente para impedir nuestro retroceso relativo. No se trata 
de tener más de lo mismo con mejor calidad, sino concebir un nuevo mundo donde el 
acceso a los "viejos servicios" y a otra multitud de servicios de información y comunicación 
antes inexistentes, encaja de una manera completamente diferente en la trama del conjunto 
de las relaciones económicas y sociales, pudiendo ofrecer nuevas soluciones a los antiguos 
problemas o, por el contrario, alimentando las usinas del dualismo y la exclusión. 

Ninguno de los dos paises analizados se separa mucho de las generales de la ley 
descritas en el párrafo anterior, a pesar que probablemente - en ambos casos - uno de los 
resultados más evidentes de las reformas propuestas sea una notable expansión de las 
respectivas redes de telecomunicaciones. Las diferencias entre ellos, sin embargo, son 
significativas en lo que se refiere a la manera en que sus respectivos gobiernos proponen 
alcanzar tales objetivos. 

La legislación nicaragüense, como se señaló anteriormente, plantea la necesidad de 
"promover la disponibilidad de una amplia gama de servicios de telecomunicaciones 
eficientes, al menor costo posible y de alta calidad, a todos los habitantes del país", pero 
omite cualquier definición explícita de un mecanismo para financiar aquellos proyectos 
deficitarios, pero de impleraentación necesaria si se quiere que los servicios estén 
efectivamente disponibles. ^La apuesta del gobierno se concentra en las condiciones 
impuestas a través de la firma de contratos de concesión: se le exigirá a los nuevos 
propietarios de TELCOR (ENITEL), a cambio de sus derechos de exclusividad, el 
cumplimiento de metas de expansión que multiplicarán en varías veces la teledensidad 
nicaragüense, aunque no impliquen más que alcanzar el actual pobre promedio 
latinoamericano. 

Para evaluar los alcances y limitaciones de tal estrategia, debe tenerse en cuenta que 
se propone un sistema de precios uniformes para todo el país, donde los topes iniciales y 
sus fórmulas de ajuste serán establecidos por el gobierno, no se permitirán los subsidios 
cruzados entre servicios, ni está previsto ningún mecanismo alternativo de transferencia de 
recursos entre empresas. Esto significa que, dado el precio pagado por la adquisición del 
control de la empresa, la universalización podrá llegar - como máximo - todo lo lejos que 
lo permita el subsidio cruzado entre usuarios que está implícito en un sistema de precios 
uniformes (debido a diferencias en los costos de instalación por área, y a la baja sensibilidad 
de los costos al volumen de tráfico cursado). 
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Lo que constituye una incógnita es como, una vez terminado el período de 
exclusividad, será posible conciliar la preservación de los niveles de atención a sectores de 
menores recursos o a áreas de alto costo, con un entorno competitivo en el que las 
obligaciones de las empresas no son equivalentes, sin que se prevea ningún mecanismo de 
transferencia de recursos que permita equilibrar la situación y evitar estrategias de descreme 
que minen la base de los avances obtenidos durante el período de exclusividad. 

Finalmente, debe considerarse que lo recaudado en concepto de venta del control 
accionario de ENITEL será utilizado para dar sustento al Sistema de Compensación por 
Medio de Bonos y no-al crecimiento del sector. Esto significa que el interés del gobierno 
en obtener el precio más alto posible por la licitación de ENITEL, es conflictante con el 
objetivo de universalización de la telefonía fija. De hecho, cuando más alto sea el precio 
que en la licitación alcance ENITEL, menor será el margen que tendrá la empresa para 
reducir los precios a los que ofrecerá los servicios o, visto de otro modo, un precio 
demasiado alto será, de una u otra forma pagado por los usuarios de ENITEL, que así 
contribuirán a subsidiar el Sistema de Compensaciones por Medio de Bonos, en detrimento 
de un mayor grado de expansión de la red de servicios básicos. 

La manera en la que el gobierno boliviano aborda la cuestión del financiamiento de 
la unversalización es completamente diferente y su comprensión requiero analizar por 
separado la expansión de los servicios urbanos y rurales. En relación a estos últimos, la 
nueva ley de telecomunicaciones boliviana prevé la constitución de un Fondo Nacional de 
Desarrollo Regional, cuyos recursos serán utilizados para financiar proyectos deficitarios. 
Estos recursos serán entre otros las multas, los derechos pagados por el uso de frecuencias 
y los montos obtenidos mediante la licitación de nuevas concesiones. Esto atenúa la 
contradicción a la que se hizo referencia en el caso nicaragüense, entre el objetivo de 
universalización de los servicios y el deseo del gobierno de obtener un precio alto en la 
licitación de las concesiones, pero la neutralidad del sistema está comprometida por la 
asimétrica posición de ENTEL que habrá obtenido su concesión sin haber hecho su 
correspondiente aporte al fondo. 

Respecto a los servicios urbanos, las cooperativas podrán mantener derechos de 
exclusividad por seis años sobre la telefonía local, pero a condición de que cumplan con las 
metas de expansión y calidad que les serán exigidas a través de la firma de nuevos contratos 
de concesión (en principio para alcanzar una teledensidad de aproximadamente 12% en el 
año 2000). El incumplimiento de sus obligaciones supone una perdida gradual pero 
realmente significativa de los derechos de exclusividad, a favor de ENTEL o cualquiera de 
las otras operadoras. A diferencia de lo que suele ocurrir con la amenaza de anulación de 
una concesión hecha a un monopolista a escala nacional (como es el caso de ENITEL en 
Nicaragua), la posibilidad de perder gradual pero significativamente los derechos de 
exclusividad a favor de otras empresas que ya están operando en territorio nacional, 
constituye una amenaza creíble y, por lo tanto, representa un verdadero estímulo para que 
las cooperativas cumplan efectivamente con sus compromisos contractuales. El problema 
es que si se abandonó tarifa "plana" (lo que supone incorporar cierto grado de subsidio 
cruzado entre usuarios) y la cooperativa no cumple parcialmente con sus compromisos, la 
empresa que ingresa a prestar servicios en la misma área de concesión sin haber asumido 
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compromisos de unversalización equivalentes puede dedicarse a captar los "mejores" 
clientes, ofreciéndoles menores precios, socavando las bases de la expansión hasta ese 
momento habida y haciendo improbable el cumplimiento de las obligaciones de su rival 
durante el siguiente período. En este terreno, ENTEL contaría con una serie de ventajas 
derivadas de las condiciones de privatización de la empresa y de su diversificación. 

Planteada la cuestión exclusivamente en estos términos, en Bolivia seguramente se 
lograría dar un salto importante en lo que se refiere a la penetración de la telefonía urbana, 
pero insuficiente - dados los niveles y la estructura de distribución de renta de la que se 
parte - para alcanzar una verdadera universalización de la telefonía. La posibilidad que la 
actual legislación deja abierta es la de instituir un subsidio cruzado a favor de las operadoras 
locales, autorizándolas a cobrar un adicional a su favor sobre los costos de interconexión 
que les pagan los prestadores de servicios que requieren de interconexión para llegar a los 
usuarios finales. La ley de telecomunicaciones aprobada permite el cobro de este adicional 
y nada impedirá que el organismo regulador lo condicionase, por ejemplo, a que la 
transferencia extra de recursos se destinase específica y exclusivamente a financiar proyectos 
deficitarios que se considera relevante impiementar. Este es un camino posible de 
financiamiento, que requiere que se determine una metodología para establecer criterios y 
prioridades en lo que respecta a la designación de los proyectos a ser financiados. Respecto 
a esta opción, caben los comentarios hechos en la parte II de este trabajo, en el sentido 
de que se trataría de una alternativa que dificulta la transferencia interregional de recursos 
(que puede ser necesaria dada la disparidad de la demanda enfrentada por las distintas 
cooperativas) y que puede incentivar a las empresas a realizar las inversiones destinadas 
exclusivamente a minimizar la necesidad de interconexiones para eludir el pago del adicional 
cobrado, con todo lo que esto implica de estimulo a la aparición, de ineficiencias. 

Notas 

1. Sobre los efectos globales del proceso de capitalización ver otro trabajo realizado 
"en el marco de este mismo Proyecto: Requena, Mario (1996), "La experiencia de «s* 
privatización y capitalización en Bolivia", CEP AL, no editado. Respecto al Sistema de 
Compensación por Medio de Bonos, ver De Franco, Mario A. (1996), "La economía 
política de la privatización en Nicaragua", CEPAL, no editado; en el marco del mismo 
Proyecto. 

2. La concepción del servicio universal presentada en este trabajo coincide en parte con 
aquella de la legislación vigente o en discusión en varios países del mundo. Por ejemplo, 
en el proyecto de ley que en este momento discute el Senado de los Estados Unidos se 
define el Servicio Universal como "un nivel en evolución de servicios de telecomunicaciones 
inter e intraestatal que la Federal Communication Commission (FCC), basándose en 
recomendaciones del público, el Congreso y el Federal State Joint Board on Universal 
Service (FSJB) periódicamente conviene y que tomando en cuenta los avances en las 
tecnologías de las industrias informáticas y de telecomunicaciones determina que: a) deben 
ser provistos a precios justos, razonables y accesibles a todos los americanos, incluyendo 
los de las áreas rurales y las de altos costos y a aquellos con discapacidades, b) son 
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esenciales para que los americanos participen efectivamente en los procesos económicos, 
académicos, médicos y democráticos de la Nación, y c) fueron, a través de la operación de 
los mecanismos de mercado, suscritos por la mayoría sustancial de los clientes residenciales 
de la red pública. El mismo proyecto de ley establece que las escuelas primarias y 
secundarias deben tener acceso a servicios de telecomunicaciones avanzados y que la FCC 
y el FSJB deben basar sus políticas sobre el principio de que en áreas rurales y de alto costo 
los servicios y sus precios deben ser razonablemente comparables a los provistos en las 
áreas urbanas. 

3. Según Tyler (1994), pág. 26 y 27. 

4. Por ejemplo: en el año x la empresa deberá atender a todos los usuarios que 
soliciten el servicio dentro de su área en no más de y meses, en tal fecha la densidad 
telefónica deberá ser de x líneas cada 100 habitantes en tales regiones y/o en tal año deben 
estar atendidas todas las poblaciones con más de x habitantes, etc. 

5. En general los precios de la telefonía local fija se descomponen en dos partes : el 
precio de instalación y el abono fijo mensual. En muchos casos, pero no siempre, al abono 
fijo mensual se suma una tarifa que es proporcional al tiempo durante el cuál se hace uso 
del servicio, siendo que los minutos de uso pueden tener precios diferentes a diferentes 
horas del día. 

6. En relación a la tarifa cobrada por tiempo de uso del servicio: el costo de operar 
una dada red telefónica es prácticamente insensible a variaciones en la cantidad de minutos 
diarios en que los usuarios efectivamente la utilicen, motivo por el cual a veces se opta por 
la "tarifa plana". Sin embargo, para prestar adecuadamente el servicio, la red debe cumplir 
con requisitos técnicos diferentes si se espera una demanda en el horario pico que utilice 
simultáneamente el 40% de las líneas, que si se espera utilizar sólo el 15% en ese horario. 

7. AI respecto son ilustrativos los casos de México y la Argentina. En el primer caso 
la empresa TELMEX, a quien se le otorgó una concesión monopólica temporaria, no 
implementó la reforma tarifaria acordad»» que debía permitir terminar con el subsidio 
cruzado entre servicios - y se resistió a la introducción de la competencia cuyo cronograma 
había sido previamente establecido. El organismo regulatorio, por su parte, se vio en 
grandes dificultades debido a que carecía de la independencia y los recursos necesarios para 
imponerse fácilmente sobre el enorme poder de lobby de la empresa operadora. En el 
caso argentino, donde el organismo regulatorio - la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones (CNT) - está subordinada al Ministerio de Economía, el primer 
semestre de 1995 ocurrió su intervención, siendo destituidos lós directores previamente 
elegidos por concurso público, como resultado de un conflicto que enfrentaba a capitales 
europeos y norteamericanos en torno a la regulación referida a la utilización por terceros 
de la infraestructura de las actuales concesionarias. La decisión de la CNT al respecto, 
sumada a la posición de algunos de sus directores en relación a la cuestión de la 
reestructuración tarifaria - en ambos casos contrariando los intereses de las empresas 
monopolistas establecidas - contribuyeron a decidir la intervención del organismo. 
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8. El supuesto sobre la adherencia de los precios a los costos generada por la 
competencia "forzada" por el marco regulatorio, debe ser relativizado por la capacidad de 
alguna de las operadoras de apropiarse de forma exclusiva de innovaciones tecnológicas 
reductoras de los costos, o por la estrategia de la empresa inicialmente dominante (cuyos 
precios son los que normalmente se regula para permitir el ingreso de competidores) de 
negociar "agua" en las tarifas, resignándose a perder una parte del mercado si esto es 
compensado por la posibilidad de una tasa de lucros mayor, en cuyo caso puede suceder que 
el precio tienda a adherirse al costo de un prestador más ineficiente. 

9. Una idea de la dimensión de la transferencia la da el hecho que las empresas de 
larga distancia de los Estados Unidos sostienen que, por cada dólar que reciben, 45 centavos 
van a parar en concepto de tasa de acceso a las Baby Bells (operadoras locales), pero que 
el costo real de la interconexión para estas últimas es de sólo 9 centavos de dólar. Las Baby 
Bells, a su vez, se defienden argumentando que por cada dólar que cobran de tasa de 
acceso, 70 centavos se usan para subsidiar tarifas locales en áreas rurales o para sectores 
de muy bajos recursos. Nynex Corp. en New York sostiene, por su lado, que el costo 
mensual por línea es de 22 dólares, pero ellos sólo cobran 11 dólares por mes de servicio 
básico. La US West Inc. en Denver dice tener el mismo costo y cobrar una tarifa básica 
de sólo 14 dólares y que cada 10 dólares que recibe por tarifas de' acceso usa 8 para 
subsidiar servicios locales y otros 2 para cubrir costos. The Wall Street Journal Reports, 
Telecommunications, 20 de marzo de 1995. 

10. Se trata de una agencia regulatoria independiente, establecida por el Congreso en 
1913 que debe asegurar la seguridad, confiabilidad y calidad de una serie de servicios 
públicos, al menor costo posible. 

11. En 1991, 2.2 millones de usuarios adherían a este programa. 

12. En 1991, 142 000 familias de bajos ingresos adherían a este programa. 

13. En el razonamiento se hace abstracción del hecho que, en los países 
subdesarrollados, las empresas prestadoras de servicios enfrentan una curva de ctetraanda tal 
que - ceteris paribus - se ve potenciada la necesidad de subsidios para alcanzar la 
universalización de los servicios. 

14. Esta última posibilidad convierte a los prestadores de este último servicio en 
poderosos potenciales competidores de las operadoras locales, aunque generalmente aún 
estén maniatados por la persistencia de barreras "artificiales" al ingreso impuestas por la 
regulación sectorial. Además debe tenerse en cuenta que , en los países que desarrollaron 
insuficientemente la red fija, que la telefonía móvil celular - quizás el más exitoso de los 
"nuevos" servicios - es percibida por muchos usuarios, como un sustituto razonablemente 
próximo de la servicio telefónico tradicional. 

15. Un ejemplo de ello es lo ocurrido en telefonía celular donde ya es posible 
multiplicar el número de competidores que, utilizando frecuencias más altas que las 
utilizadas por la telefonía móvil celular tradicional (banda A y B), podrían ofrecer servicios 
que, desde el punto de vista del consumidor, serían sustitutos muy próximos. 
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16. Se dice que existe portabilidad de los números cuando un usuario de 
telecomunicaciones puede cambiar de proveedor de servicios sin necesidad de cambiar el 
número de su teléfono. La portabilidad es posible técnicamente pero requiere cambios 
importantes en la infraestructura - debe haber redes inteligentes - por lo que, por ejemplo 
en los proyectos de reforma a la ley de telecomunicaciones en discusión en el Congreso de 
los EUA, está siendo colocada como condición a ser implementada gradualmente. Mientras 
tanto, la no portabilidad constituye una barrera a la migración entre proveedores, dado que 
cambiar de número telefónico tiene costos para el usuario, tanto en el caso de los 
individuos, como en el de las empresas (que suelen incluir el número telefónico en su" 
publicidad). 

17. Generalmente han accedido a concesiones y licencias que les permiten una amplia 
diversificación. 

18. Fue debido al reconocimiento explícito de algunos de estos hecho que, por ejemplo, 
el gobierno de Inglaterra creó condiciones "artificiales" para posibilitar la entrada de un 
nuevo operador en larga distancia (Mercury) obligando a la firma precedente (British 
Telecom) a dar condiciones particularmente favorables de interconexión a su rival y 
atribuyéndole obligaciones de servicio universal a un precio regulado uniforme, mientras 
le permitía a la Mercury "descremar" el mercado con una política de precios más flexible 
(Secretario de Estado de Industria y Comercio, 1991). 

19. El acceso igualitario se refiere a la condición de que para acceder a los servicios de 
dos operadoras diferentes el usuario tenga que marcar el mismo número de dígitos. A lo 
que debe agregarse una forma no discriminatoria de asignar los números, de forma que 
ninguna operadora acapare indebidamente los números de acceso que, por ejemplo, sean 
particularmente fáciles de memorizar por parte de los usuarios. 

20. La capacidad predatoria de la universalización del servicio de una estrategia de 
"descreme" es mayor en el caso que el precio de los servicios sea proporcional al tiempo 
de uso de las líneas telefónicas. En este caso, la empresa que no tiene obligaciones de 
universalización tratará de concentrarse -dentro de las áreas de menor costo de instalación-
en la atención exclusiva de los usuarios que generan el mayor volumen de tráfico. Si, en 
cambio, se adopta el sistema de tarifa plana, al interior de un área de determinado costo de 
instalación, es indiferente para la empresa cuál es el volumen de tráfico del usuario, no 
existiendo la tendencia a marginar a los de menor volumen de tráfico. Por el contrario, dado 
que, por ejemplo, es más cara la infraestructura necesaria para cursar sin problema un alto 
volumen de tráfico en horas pico, a igualdad de condiciones será preferible disputar por 
conquistar los usuarios menos intensivos en el uso de la red. 

21. Es el caso del Fondo para el Servicio Universal de los Estados Unidos. 

22. El mecanismo de licitación está previsto en Chile para el uso del Fondo de 
Desarrollo de las Telecomunicaciones, constituido con aportes consignados anualmente en 
la Ley de Presupuestos de la Nación y destinado al servicio público telefónico en áreas 
rurales y urbanas de bajos ingresos, con baja densidad telefónica. Los proyectos se asignan 
a los postulantes cuyas propuestas, ajustándose cabalmente a las bases del concurso, 
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requieren el mínimo subsidio de una sola vez. Ley General de Telecomunicaciones, art. 
28.A a art. 28.1. Debe aclararse, sin embargo, que el Fondo fue instituido por un corto 
período de tiempo, decisión que en si misma es suficiente para inviabilizar como 
instrumento adecuado en relación al objetivo de efectiva universalización de los servicios. 
En el caso del proyecto de ley de telecomunicaciones en discusión en Alemania, también 
se propone la constitución de un Fondo para el Servicio Universal, pero a partir del aporte 
de todas las concesionarias que tengan más de determinada proporción del mercado, la 
transferencia no se efectuaría necesariamente hacia la empresa concesionaria que tiene la 
obligación de prestar servicios universales. Cuando la autoridad regulatoria lo considerase 
conveniente podría licitar la realización de proyectos específicos que sirviesen a la 
universalización de los servicios, a los que se destinarían recursos del Fondo. 

23. El promedio de caída para América Latina (excluyendo Cuba) había sido de -8.3 
(CEPAL, 1990). 

24. En Bolivia el crecimiento anual del PIB per cápita había sido de 2.3% en la década 
de los sesenta y del 1.4% en la del setenta. La tasa promedio negativa de los ochenta (-
2.6%) se volvió positiva en los noventa, aunque apenas modesta (Toranzo Roca, 1994). 

25. La tasa de inflación anual que en 1980 había llegado al 23.9% y fue creciendo hasta 
alcanzar un 8 170% (índice de los precios al consumidor) en 1985. A fines de la década 
el plan de ajuste implementado a partir del segundo semestre del 85 redujo este índice al 
16% (CEPAL, 1990). 

26. Con la única excepción del año 1988 en que fue apenas del 0,2%. 

27. Los datos sobre la expansión de la red en Bolivia son elaboración propia basada en 
información de FECOTEL, 1994. 

28. En sus orígenes la telefonía local boliviana estuvo en manos de las municipalidades 
o de empresas accionarias mixtas de las que participaban los municipios y el capital privado. 
La empresa de servicios telefónicos de Santa Cruz es krúnica operadora relativamente 
grande que nació directamente como cooperativa. 

29. Según los datos suministrados por la Federación de Cooperativas. 

30. Elaboración propia sobre datos de UIT, 1994, y anuarios. 

31. En 1990 el 51% de la población total vivía en zonas rurales y sólo el 17% en 
ciudades con un millón de habitantes o más, según el citado informe del Banco Mundial, 
1991. Esta cifra difiere con la divulgada en la publicación de ENTEL (1994) donde se 
plantea una población total de 6.4 millones de habitantes (en vez de 7.1) y una urbana de 
57% en vez 51%. Sin embargo, ambas publicaciones citan como fuente el censo de 1992. 
De todas formas, a los efectos de lo aquí expuesto, la diferencia no es significativa. 

32. El 75% de las líneas totales se concentraban en 1992 en tres ciudades: La Paz, Santa 
Cruz y Cochabamba, donde a su vez residía el 35% de la población total. 
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33. En cuanto a la utilización de los servicios, La Paz, Santa Cruz y Cochabamba 
concentran aproximadamente el 72% del tráfico telefónico nacional y el 93% del 
internacional, lo que no sorprende dada la tradicional concentración de la demanda de 
servicios internacionales en unas pocas empresas que operan en el mercado internacional. 

34. Los países eran West Samoa, República Dominicana, Jordania y Bulgaria con 4,0. 

35. La cifra es una obvia subestimación, debido a que considera exclusivamente los 
pedidos de conexión a la red no atendidos, mientras que los tiempos de espera seguramente -
desestimula a muchos potenciales usuarios de presentar una solicitud. 

36. En este caso la estimativa se refiere al año 1995 y considera el cumplimiento de los 
proyectos de ampliación que están implementando las operadoras locales. 

37. La telefonía de larga distancia se inició, recién a principios de los sesenta, de la 
mano de las filiales de dos empresas transnacionales: la inglesa Cable & Wireless y la 
norteamericana ITT. En octubre de 1964 se creó, por Decreto Supremo, una Comisión que 
recomendó crear la Empresa Nacional de Telecomunicaciones, como empresa mixta de la 
que participarían el Estado y las empresas telefónicas que quisieran hacerlo. La creación de 
ENTEL como Sociedad de Economía Mixta fue dictada por el Decreto Ley No. 07441, de 
diciembre de 1965. En febrero de 1968, otro Decreto Supremo aclaró que jurídicamente 
se trataría de una Sociedad Anónima Mixta. En 1970 ya era evidente el desinterés de las 
operadoras privadas de incorporarse al Proyecto, por lo que en febrero de ese año una Ley 
del Poder Ejecutivo clasificó a ENTEL como Empresa Pública Descentralizada y, dos años 
después, un nuevo Decreto Supremo ratificó su status jurídico de Empresa Pública. La 
empresa estatal se dedicaría a prestar servicios de larga distancia nacional e internacional 
y a dar cobertura local en algunas zonas rurales no atendidas por las cooperativas (ENTEL, 
1994). 

38. Las líneas instaladas para servicios locales de ENTEL no responden por más del 4% 
del total de las líneas del conjunto de la telefonía local boliviana. En particular se destaca 
que 120 localidades rurales están?comunicadas a través del sistema de multiacceso rural y 
que 12 estaciones terrestres del sistema DOMSAT están unidas al satélite (ENTEL, 1994). 
En algunos casos la expansión en el área rural de ENTEL, DITER y las cooperativas se 
superponen (Subsecretaría de Comunicaciones del Ministerio de Transporte y 
Comunicaciones, 1991). 

39. 1 450 poblaciones en diciembre de 1993 (ENTEL, 1994). 

40. 42 poblaciones (ENTEL, 1994). 

41. De estas 84 emisoras 74 utilizan tecnología VHF y 10 utilizan UHF (Bilbao, 1993). 

42. Para tratar el tema respetamos la división clásica entre equipos terminales, equipos 
de transmisión y equipos de conmutación. 
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43. Según datos suministrados por la Secretaría de Transporte, Comunicación y 
Aeronáutica Civil, del Ministerio de Hacienda y Desarrollo Económico. 

44. Si se consideran exclusivamente las cooperativas de. La Paz, Santa Cruz y 
Cochabamba, que concentran el 82% del total de líneas, la digitalización sería del 60%. 
Para 1993 y 1995, ver FECOTEL (1994). 

45. En 1993, el 23% de la planta externa y el 50% de los enlaces de la cooperativa de.. 
La Paz, eran digitales. Ese mismo año, en COTAS, la cooperativa de Santa Cruz, se dieron -
por concluidos los trabajos de instalación de cuatro nuevas centrales telefónicas digitales 
interconectadas por medio de enlaces de fibra óptica. Fuente: Memorias anuales de ambas 
cooperativas. 

46. El promedio de digitalización de la conmutación en estos países es del 52.5%. 
Entre los países superados por el índice de digitalización de las operadoras locales 
bolivianas se encuentran los Estados Unidos de Norteamérica (49%), Italia (48%), 
Dinamarca (39%), España (36%) y Alemania (12%) (UIT, 1994). 

47. Presentaban un perfil más moderno que el Boliviano países como Ruanda (100%), 
Togo (98%), Gambia (97%), Nepal (87%), Mozambique (73%) y Uganda (71%) (UIT, 
1994). 

48. En este punto se sintetiza parte de la información contenida en el Plan Maestro 
Nacional de Telecomunicaciones. 1991, de la Subsecretaría de Comunicaciones del 
Ministerio de Transporte y Comunicaciones. Para realizar este informe no se dispuso de 
datos posteriores que sean confiables o suficientemente generales sobre la calidad de los 
servicios prestados. 

49. Con la llamada "séptima ampliación" se trata justamente de pasar de una 
configuración de red tipo estrella a una tipo malla, logrando así rutas directas y alternativas. 
(COTEL, 1993). 

50. Que concentran el 73% del tráfico nacional y el 83% del internacional (ENTEL, 
1994). 

51. Aunque debe tenerse en cuenta que una parte importante de lo recaudado por 
ENTEL se transfería directamente al Tesoro. Las transferencias al Tesoro variaron entre 
los 16 y los 35 millones de dólares anuales y sus montos no se establecieron siguiendo 
ningún criterio económico que haya sido públicamente explicitado (Banco Mundial, 1994). 

52. La Ley General fue dictada por el poder ejecutivo mediante el Decreto Supremo No. 
09740 del 2 de junio. Su reglamentación y modificación parcial por medio del Decreto 
Supremo No. 17730 del 20 de octubre. Los Decretos Supremos son decretos del Presidente 
reunido en consejo de ministros. 
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53. Los servicios especiales a los que se refiere son los de música dirigida, antena de 
comunidad, difusión de sonido y video por circuito cerrado y las estaciones radioeléctricas 
de medios de transporte. 

54. En el caso de los servicios de radiodifusión existen limitaciones específicas para 
impedir que un titular pueda concentrar en sus manos poder sobre estos medios (art. 71, 72 
y 79 del D.S. 09740 y art. 165 del Reglamento). 

55. Es decir que pueden ser revocadas. Artículo 10, 11 y 36 del D.S. 17730. Artículo-
13 del Decreto Supremo D.S. 09740. 

56. El plazo en el caso de servicios de radiodifusión es de un mínimo de 5 años y un 
máximo de 15, prorrogables por un plazo que no exceda el plazo original de concesión. 

57. Según el artículo 73 de D.S. 09740, la concesión para explotar una emisora de 
radiodifusión sólo puede otorgarse a ciudadanos bolivianos y sociedades comerciales 
constituidas por ciudadanos bolivianos. Las sociedades no pueden ser filiales o subsidiarias 
de empresas nacionales o extranjeras y los capitales deben ser efectivamente pagados por 
los socios. Para todos los servicios vale que no se pueden otorgar concesiones, permisos 
y licencias a gobiernos extranjeros o instituciones de su dependencia, aunque se puede 
autorizar el establecimiento de circuitos de uso oficial, sólo en carácter de reciprocidad. Art. 
38 del Reglamento. 

58. Artículo 315 del D.S. 17730. 

59. Art. 97 de la Ley General y Art. 230 del Reglamento. 

60. Dado que en la época en que se promulga la Ley General las empresas no medían 
el uso del servicio, la misma ley aclara que la tarifa será fija hasta tanto se establezca el 
sistema de medidores (Art. 49). 

61. Art. 112 del Reglamento. 

62. 56. Art. 9 y 73. (Deloite & Touche). 

63. La ordenanza a la que se hace referencia es la Ordenanza Municipal No.63/93 que 
autorizó a descongelar las tarifas fijadas en 1989, pasando la de telefonía domiciliaria de 
13.74 bolivianos a 22 bolivianos. Memoria anual 1993 de COTEL. 

64. Respecto a la formación de recursos humanos, la ley también creó un Fondo 
Nacional de Telecomunicaciones, administrado por el Ministerio, destinado básicamente a 
financiar el desarrollo de sistemas, el mejoramiento de los servicios y las actividades del 
Instituto Nacional de Telecomunicaciones, que estaría exclusivamente dedicado a la 
capacitación del personal de todas las entidades prestadoras de servicios de 
telecomunicaciones, y de cualquiera que desease adquirir conocimientos en esta materia. 
Hasta 1985, era obligatorio para las empresas aportar al Fondo el 10% sobre: a) las tarifas 
netas de todos los servicios de telecomunicaciones sujetos a régimen tarifario; b) las tarifas 
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netas por arrendamiento de circuitos o canales telefónicos y telegráficos; y c) el 10% de la 
tarifa de conexión y abono por el uso y mantenimiento de máquinas teleimpresoras, 
centrales telefónicas de abonados y equipos similares. 

65. Es interesante señalar que en esos tumultuosos años de la vida política boliviana, 
los considerandos de la Ley General de Cooperativas decían que estas asociaciones habían 
surgido espontáneamente, como obra de la iniciativa popular, frente al débil desarrollo de 
las instituciones asistenciales del Estado y de la estructura de seguridad social. En este 
contexto, eran reivindicadas como instituciones cuyos métodos se apartaban por igual "del -
individualismo anarquista y del colectivismo cerrado y autoritario. 

66. La Ley establece que el objetivo de la cooperativa es la acción conjunta de los 
socios para su mejoramiento económico y social y para extender los beneficios de la 
educación cooperativa y la asistencia social a toda la comunidad J 

67. Al respecto de cómo, en términos más generales, el propio éxito inicial de una red 
de telecomunicaciones puede generar una contradicción de intereses entre sus actuales 
usuarios y el objetivo de universalización del servicio, ver Eli Noam (1994). 

68. Ley No. 1544 del 21 de marzo de 1994. 

69. La ley también se aplica a los sectores de electricidad, hidrocarburos, transportes, 
aguas y otros que mediante ley sean incorporados posteriormente. 

70. Este artículo es cuestionado por los partidos de oposición dado que la alianza 
gubernamental tiene mayoría propia en el Senado, no así en la Cámara de Diputados, por 
lo que plantean que la aprobación debería ser de la Cámara de Diputados. 

71. Se dedica a la defensa de la competencia todo el Título V, compuesto de 7 
artículos. También se prohiben las prácticas abusivas (por ej. la imposición de condiciones 
comerciales no equitativas o la aplicación de condiciones desiguales para operaciones 
equivalentes), aunque no se prohibe explícitamente los subsidios cruzados entre los servicios 
prestados en régimen de competencia y aquellos ofrecidos en régimen de exclusividad. 

72. Incluye todo tipo de telefonía, radio y televisión. 

73. Aunque quedarían eximidos del pago de tasas y derechos referidos al uso del 
espectro. 

74. Definidos como los de conmutación de voz en tiempo real entre usuarios de redes 
públicas. 

75. Estos topes son: a) para quienes presten servicios de telecomunicaciones al público 
o servicios de valor agregado: hasta el 1% de sus ingresos brutos de operación del año 
anterior, b) para titulares de licencias o registros que no presten servicios de 
telecomunicaciones al público o servicios de valor agregado: hasta el 1% anual del valor 
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estimado de mercado de los equipos utilizados que no son de propiedad de un concesionario; 
c) para los servicios de radiodifusión o de difusión de señales: hasta el 0.5% de los ingresos 
brutos de operación de los titulares, deduciendo las comisiones pagadas a las agencias de 
publicidad por dichos ingresos y los impuestos indirectos de ley. 

76. Respetando la exclusividad temporal de las cooperativas dentro de sus áreas de 
concesión. En el capítulo de definiciones de la Ley sólo consta la definición de algunos de 
los servicios cuya prestación se autoriza a ENTEL privatizada. 

77. Se le ha asignado la Banda B. 

78. Definidas en base a estudios de demanda elaborados por empresas especializadas 
independientes, seleccionadas por los concesionarios de una nómina establecida por la 
Superintendencia de Telecomunicaciones y contratadas por esta. Las metas serán reajustadas 
anualmente y verificadas cada seis meses. 

79. Respetando el plazo máximo de 40 años para todas las concesiones que fija la Ley. 

80. El porcentaje de tolerancia admitido será establecido en el contrato de concesión. 

81. Al respecto es ilustrativo el caso argentino, donde la disputa sobre las condiciones 
de apertura ya le costó la cabeza a uno de los directorios de la CNT, varios años antes de 
haber expirado el período de exclusividad. 

82. El Proyecto de Ley del PE autorizaba a las cooperativas a convertirse en sociedades 
anónimas. La decisión de transformar una cooperativa en sociedad anónima podría ser 
tomada por simple mayoría de los socios presentes en una Asamblea Extraordinaria que 
hubiese reunido el quórum estatutario. Alternativamente, si no se logra reunir el quórum 
estatutario, se podría hacer una segunda convocatoria y realizar la asamblea aunque no se 
llegase al número de presentes exigido por los estatutos o, alternativamente, disponer de un 
mecanismo de consulta escrita a los socios. En este caso, para la conversión en sociedad 
anónima se requeriría el voto*4e*la mayoría de los socios que concurriese a la asamblea o 
que respondiesen la consulta, según correspondiese. 

83. Una idea del grado de conflicto la da el hecho que en diciembre de 1994, por 
resolución de la Segunda Asamblea General Extraordinaria de la Federación de 
Cooperativas Telefónicas (FECOTEL), se publicó una solicitada en la que dicha federación 
declara el estado de emergencia y movilización en defensa de las cooperativas y amenaza 
con la realización de una huelga de hambre de los presidentes de las cooperativas si la Ley 
de Telecomunicaciones otorga el monopolio de ENTEL. En la misma solicitada se advierte 
textualmente: "a las empresas extranjeras que tengan interés en constituirse en 'socios 
estratégicos' de ENTEL nuestra decisión coincidente con los Comités Cívicos, Municipios 
y el Pueblo de Bolivia, de defender a esta empresa estatal (-refiriéndose a ENTEL-) 
alertándolos asimismo, que el actual gobierno tiene un mandato apenas superior a dos años; 
y que las medidas que pudiese adoptar podrán revertirse a breve plazo". En los primeros 
momentos el gobierno subestimó la resistencia que le podrían ofrecer las cooperativas -
planteando desde 1993 la posibilidad de forzarlas a convertirse en sociedades anónimas -
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y al no buscar desde el principio una solución consensuada generó por varios meses enorme 
incertidumbre respecto a la estructura futura del sector. 

84. El Tope de Precios es definido literalmente de la siguiente manera: "Tope de 
Precios es la metodología utilizada para la fijación del límite máximo del promedio 
ponderado de precios de una canasta de Servicios no Competitivos". 

85. La interconexión no puede ser interrumpida salvo autorización de la 
Superintendencia de Telecomunicaciones. 

86. No se explícita cuál será el plazo durante el cuál estarán vigentes los términos y 
condiciones de los acuerdos iniciales, o a partir de que momento alguna de las partes puede 
solicitar la intervención de la Superintendencia, si no se pone de acuerdo con la otra en 
relación a la introducción de modificaciones en el contrato de interconexión. 

87. Lo cual supone, entre otras cosas, que la Superintendencia debe contar con la 
capacidad efectiva de analizar la evolución de los costos sectoriales a nivel nacional y de 
efectuar previsiones prospectivas razonablemente correctas acerca de la evolución del 
mercado mundial. 

88. Que sólo parcialmente sustituiría el papel de los certificados, porque su monto sería 
menor y no constituiría un activo para el abonado a la red. 

89. Estas acciones son todas ordinarias. 

90. A fines de febrero de 1995, no se había definido aún ningún mecanismo legal que 
impidiese que al finalizar el contrato el nuevo inversionista privado tuviese más del 50% 
del paquete accionario, o que los fondos de pensión se desprendiesen de la mayor parte del 
paquete de acciones de una determinada empresa capitalizada. 

91. La información respecto a la posición del gobierno pero que no se expresó todavía 
en forma de leyes, reglamentos o equivalentes, se-refiere a la situación-a fines de febrero 
de 1995, segtín diversas publicaciones oficiales y lo manifestado por las autoridades 
entrevistadas. 

92. Además del hecho que puede ocurrir que aún en asociación con las cooperativas, 
ENTEL no se depare con demanda suficiente a los precios que le permiten cubrir sus 
costos. 

93. Todos los candidatos deben pasar primero por un proceso de precal ificación técnica. 

94. Ver por ejemplo Economic Development Institute of The World Bank (1991). En 
el primer artículo de este conjunto (The search for remedies) se clasifican los tipos posibles 
de privatización y entre ellos se considera incluso situaciones en que no existe siquiera 
transferencia de propiedad, como es el caso del mero contrato de administración. 
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95. Según algunos funcionarios de alto nivel entrevistados, esta voluntad de diferenciar 
el actual proceso boliviano de los de privatización anteriormente conocidos, tuvo su origen 
en la campaña electoral, cuando la dirección de la alianza política hoy gobernante, evaluó 
que la propuesta de privatización de las grandes empresas estatales podría generar el rechazo 
político de una parte importante de la población, debido a que la privatización era 
popularmente asociada a la pérdida del patrimonio nacional, a la corrupción y a la 
posibilidad de un deterioro aún mayor de las condiciones de vida de los sectores más 
humildes. Por esto, durante 1a propia campaña electoral se habría evitado hablar de 
privatización y, en cambio, se presento el término "capitalización", tratando de asociarlo-
a la generación de importantes inversiones privadas, a la incorporación de tecnologías de 
punta, a la conservación de la mayoría de las acciones en manos bolivianas y a la mejoría 
de la situación socio-económica de los sectores más humildes. De hecho, la principal 
diferencia entre la Ley de Capitalización aprobada en 1994 y la propuesta durante la 
campaña electoral, es que esta última no contemplaba crear fondos de pensión. En cambio 
se pensaba que el paquete accionario perteneciente a los ciudadanos bolivianos (que sería 
el 51%) fuese custodiado y administrado por una Fundación de Desarrollo Solidario, sin 
fines de lucro, dedicada a promover y financiar proyectos de desarrollo social presentados 
por comunidades y barrios organizados (Sánchez de Lozada y Cárdenas, 1993). 

96. Anuario Estadístico TELCOR, 1993. 

97. Esta proporción, casi una constante histórica de la red nicaragüense es producto de 
una serie de circunstancias entre las que tienen particular importancia la necesidad de 
mantener cierto nivel de redundancia en el sistema, el lapso que naturalmente transcurre 
entre la adquisición de los equipos y su puesta en funcionamiento y las dificultades de 
coordinar los planes de adquisición de centrales y líneas con los referidos a la ejecución de 
las obras de plantel exterior (es decir las de conexión entre centrales y las de éstas con los 
abonados). 

98. Lo que no impidió que la teledensidad de Nicaragua, aunque bajísima, colocase al 
país entre los de mayor densidad telefónica (octavo lugar) entre los 54 países con un PEB 
de menos de 635 dólares al año. Datos para 1992. Fuente: Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, World Telecommunication Development Report. 1994. 

99. Medida por la evolución del número de líneas instaladas. 

100. El producto interno bruto se mantuvo, en términos reales, virtualmente estancado 
por más de 20 años y su PIB per cápita en 1995 apenas rondaba los 415 dólares anuales. 
Según información de Banco Mundial, Informe sobre el Desarrollo Mundial 1991. 1991, 
Washington; BID, Progreso Económico y social en América Latina. Informe 1988, 
Washington, 1988; y Avendaó Castellón N.M., La Economía de Nicaragua. NITLAPAN, 
CRIES, 1994. 

101. Elaboración propia sobre datos de anuarios de la UIT, distintos años, datos del 
World Telecommunication Development Report. Unión Internacional de 
Telecomunicaciones, 1994 y Anuario Estadístico 1993. TELCOR. 
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102. De acuerdo a la información suministrada por funcionarios de TELCOR 
entrevistados. No se obtuvo acceso a ninguna publicación oficial al respecto. 

103. Por medio de una licitación pública se otorgó una licencia, que incluye 5 años de 
exclusividad, a un consorcio del que participan capitales nacionales y la empresa 
estadounidense Motorola. 

104. De acuerdo a lo manifestado por las autoridades del sector entrevistadas. Al 
respecto, no se tuvo acceso a datos oficialmente publicados. 

105. Las centrales digitales se localizaban exclusivamente en la tercera y cuarta región. 
Subsistían aún alrededor de 2 100 líneas en centrales no automáticas, de las cuáles casi 700 
no estaban en funcionamiento. TELCOR, Anuario Estadístico 1993. De las 58 022 líneas 
correspondientes a las centrales digitales registradas en las estadísticas a las que se hace 
referencia, 1 247 se instalaron en el área metropolitana en 1991 y el resto en 1992. 

106. Implica, por ejemplo, que la conmutación en Nicaragua tiene un índice de 
digitalización más elevado que el promedio de los 24 países de la OCDE (52.5%), aunque 
países como Uganda o Mozambique, cuya red es muy reciente, presenten sistemas más 
modernos aún (100% y 73% de digitalización de la conmutación, respectivamente). UIT, 
1994, op.cit. 

107. La introducción de tecnología digital fue acompañada de una política de 
diversificación de los proveedores de equipos de telecomunicaciones, que implicó el avance 
relativo de las empresas Sansung y Alcatel, en detrimento de firma Siemens que, hasta 
1992, había mantenido el mercado nicaragüense virtualmente cautivo. Durante el período 
del gobierno sandinista, en virtud del bloqueo económico, cuando se compraron todas las 
centrales de la Segunda Región, se optó por la tecnología analógica (cross bar) de la RFT. 

108. Desde una cabina pública de TELCOR una llamada local es más cara: cuesta 13.2 
centavos de dólar por los tres primeros minutos y otro tanto por cada minuto adicional. La 
tarifa es de 4.37 centavos de dólar por minuto en el caso larga distancia intra-regional, y 
de 8.75 centavos para llamadas inter-regionales. En todos los cálculos se utilizó la paridad 
cambiaría de febrero de 1995, de aproximadamente 7.55 córdobas por dólar. 

109. Este precio se refiere a los teléfonos automáticos. En el caso de teléfonos a 
magneto el derecho de instalación cuesta 26.4 dólares. 

110. UIT, 1994, op.cit. 

111. El cálculo de COMTELCA se basaba en un previsión optimista (y equivocada) de 
crecimiento del PNB de Nicaragua del 5% anual para los años 1991 a 1993, de 7.5% para 
1994 y 1995 y de 10% para 1996. 

112. Dicho Plan prevé una teledensidad del 9% en 36 ciudades que agrupan el 50% de 
la población, del 1.5% en 47 ciudades con el 17% de la población y el 0.2% en 200 
ciudades con el 33% de la población. Panorama de la privatización. Estrategia v situación 
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actual del Plan de Privatización. Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos, 
1994. 

113. La decisión de convertir a la que era una empresa estatal autónoma en una 
Dirección del Ministerio de Defensa, fue la respuesta del gobierno de A. Somoza a la 
huelga por aumentos de salarios que organizaron los operadores telegráficos en 1944. 

114. Para evitar confusiones preferimos usar ia abreviatura DGT'N, sin embargo en 
Nicaragua el nombre abreviado de esta Dirección General fue TELCOR, como también se -
llamaría al Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos creado en 1981 y al 
Ente Regulador al que se refiere el Proyecto de Ley de Telecomunicaciones de 1995. 

115. Decreto No. 1862. 

116. La prestación de servicios de telecomunicaciones y correos por una única empresa 
estatal está en el origen de las instituciones operadoras de servicios en casi todos los países 
de América Latina y Europa. 

117. Por delegación mediante decreto presidencial. El Presidente de la Nación, además, 
nombraba al Director General y al Sub-director General de la institución, quienes le 
respondían directamente y no tenían más atribuciones que las de un apoderado 
administrativo, dependiendo en todas las otras decisiones de la presidencia de la república. 

118. Estas últimas las aprobaba reunido en Consejo de Ministros y la ley no establecía 
criterios para fijarlas. 

119. Para lo que debía, a su vez, contar con un decreto de autorización del Poder 
Ejecutivo refrendado por el Secretario de la Presidencia. 

120. Por el Decreto No. 499, llamado "Ley de Regularización del Uso del Espectro 
Radioeléctrico" . 

121. En mayo de 1983, TELCOR aprobó el Reglamento General de Radio 
Comunicaciones (Reglamento No. 2219) que fue sustituido, en 1990, por el llamado 
Reglamento al Decreto No.499. Ambos establecieron la Dirección de Frecuencias 
Radioeléctricas, creada en 1980, como un órgano del Instituto Nicaragüense de 
Telecomunicaciones y Correos, reafirmando la fusión existente, en el seno de una misma 
institución, de las funciones regulatorias y de prestación de servicios. DIFERA también 
estaba encargada de imponer las sanciones establecidas a los infractores de la legislación 
sectorial. En 1984, se aprobó el Reglamento del Servicio Telefónico y de Telex, que no 
introdujo ningún cambio importante a los efectos de lo que interesa en este análisis. 

122. Por medio del Decreto No. 1053, llamado "Ley Orgánica del Instituto Nicaragüense 
de Telecomunicaciones y Correos". 
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123. La única otra indicación respecto a la cuestión tarifaria en las legislación marco de 
la actividad es indirecta, constituye una especie de determinación del "piso" y figura en 
el decreto de creación de TELCOR, donde se plantea que el producto bruto de sus ingresos 
deberá cubrir todos sus gastos corrientes, inversión y pago del servicio de la deuda. 

124. Decreto presidencial 55-90, de octubre de 1990, Uso del Espacio Radio Eléctrico, 
* y el Decreto No.9-91 que, tres meses más tarde, lo reforma parcialmente. 

125. De hecho, su director es nombrado por el Ministro Director de TELCOR, quién-
además nombra a todos los otros integrantes de ANDER y aprueba el presupuesto anual de 

k' la institución y la asignación de frecuencias. En febrero de 1990 se derogó el artículo, que 
venía de los reglamentos anteriores, que permitía que ANDER suspenda o restrinja las 

t transmisiones en caso de alteración del orden público, guerra o desastres. También se 
derogó la disposición que permitía que la policía, en forma preventiva, ocupase las 
estaciones en caso de conflicto internacional, asonada, motín o equivalente. 

126. En 1990 el nuevo gobierno, mediante dos decretos, afirmó el carácter de ente estatal 
autónomo y descentralizado de TELCOR y establecido que el Presidente de la República 
sería quién nombraría a su máxima autoridad. Decretos Ley No.4-90 y 38-90. 

127. Decreto Presidencial 49-92, modifica la Ley Orgánica de TELCOR, el 11 de 
septiembre de 1992. 

128. Decreto Presidencial No. 56-92, del 15 de octubre de 1992, modificado por la Ley 
especial de valorización de bonos de pago por indemnización, del 20 de julio de 1994. 

129. También se privatizaría la participación estatal en las plantas térmicas del INE, el 
complejo Turístico Montelimar, la Empresa Agroindustrial del Valle de Sébaco, la 
Compañía Nacional Productora de Cemento, el edifico del antiguo Banco de América, los 
edificios de la Zona Franca, la Cartonera Nicaragüense, el 75% de la participación del 
Estado en los ingenios Victoria de Julio e Ingeniero Julio Buitagro Urroz y el 50% de la 
participación del estad© en el Ingenio Benjamín Zeledón. 

130. Estos hechos fueron reconocidos explícitamente por el Ministro de Finanzas, Emilio 
Pereira, frente a la Asamblea Legislativa en ocasión de la discusión del proyecto de Ley de 

i Telecomunicaciones. Fuente: Latin American Weekly Report, pág.503, 3 de noviembre 
de 1994. 

• ' 131. Acuerdo Presidencial No. 291 del 15 de octubre de 1992. 

132. Este Comité, a su vez, contrató a la consultora norteamericana Price Waterhouse 
' para realizar los estudios que permitirían darle forma concreta al proceso de privatización. 

133. La nueva empresa se constituyó con 80 millones de acciones a un valor unitario de 
5 córdobas. 
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134. Especialmente las relacionadas con tarifas o precios y con la planificación y 
eficiencia del servicio. 

135. Dichas reformas impedirían presentar su candidatura a la presidencia al yerno de 
la actual Presidente, la cual además interpretó que las reformas transferirían indebidamente 
al Poder Legislativo atribuciones que hasta ahora eran exclusivas de los otros poderes. 

136. ba Comisión de Comunicaciones de la Asamblea Nacional propone retirar el poder 
de cancelar la licencia y reducir el monto de las multas. 

137. El Ente Regulador también puede otorgar autorizaciones temporales, de emergencia 
o experimentales para operaciones que a su juicio no califican para una concesión, licencia 
o permiso permanente. La Comisión de Comunicaciones de la Asamblea Nacional propuso 
que la concesión de servicios públicos deba ser ratificada por la Asamblea Nacional. 

138. La Comunicación de Comunicaciones de la Asamblea Nacional propuso eliminar 
la posibilidad de decomiso de los bienes o de cancelación total o parcial de la concesión, 
contemplada por el Proyecto de Ley para el caso de infracciones graves o muy graves. 

139. Se puede hacer excepciones a la obligatoriedad de la licitación cuando del proceso 
de precalificación surja que sóio una o ninguna empresa cumple con los requisitos 
establecidos. Si el contrato se cancela cuando transcurrió más de la mitad del término de 
concesión, TELCOR puede celebrar nuevo contrato de concesión sin licitación previa. No 
se aclara cuál sería, en este caso, el criterio para definir al nuevo socio, aunque sería 
conveniente explicitarlo. 

140. La licencia se adjudicaría a quién ofreciese las mejores condiciones técnicas y de 
financiamiento del proyecto. Cuando las proposiciones fuesen similares las licencias se 
adjudicarían por sorteo. La Comisión de Comunicaciones de la Asamblea propone que para 
operar los servicios de Telefonía Celular la licencia sea otorgada a través de Licitación 
Pública. También propone que se otorguen licencias a todos los que las soliciten, sin prever 
ningún mecanismo de selección ni siquiera para el caso en que limitaciones técnicas 
impidan la entrada de un número ilimitado de proveedores, excepto para el caso de telefonía 
celular. 

141. Una gran fuente de confusión es que los servicios encuadrados en las distintas 
categorías no están definidos por la ley, o lo están de forma inapropiada Por ejemplo, no 
se define "telefonía celular" y la definición de servicio telefónico básico está circularmente 
enredada con la de la red telefónica pública. 

142. La Comisión de Comunicaciones proponía no incluir la exigencia de contabilidades 
separadas. 

143. Cuando del acuerdo de interconexión participe algún gobierno extranjero los 
trámites serán realizados por conducto del Ente Regulador. Si se trata de una empresa 
extranjera, el organismo regulador debe ser notificado de las condiciones del contrato de 
interconexión y podrá exigir modificaciones. 
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144. El artículo 34 del Proyecto dice textualmente: "En ningún caso se podrán ceder, 
hipotecar o, en manera alguna, gravar o transferir la concesión o licencia, los derechos a 
ellos conferidos, los bienes afectos a los mismos o sus dependencias y accesorios, a ningún 
gobierno extranjero, ni admitir a éste en calidad de socio de la empresa titular de dichas 
concesiones o licencias". 

145. Ley de Disposición de Bienes del Estado y Entes Reguladores de los Servicios 
Públicos. 

146. Equipos de conmutación, equipos de transmisión, planta externa, edificios, terrenos, 
equipos de transporte, equipos de energía, muebles de oficina y computadoras. 

147. El proceso tiene una etapa previa que es el proceso de precalificación que, como 
ya se dijo anteriormente, fue completado antes de la propia aprobación de la Ley No. 169. 

148. La posibilidad de cada trabajador de optar por un número determinado de acciones 
dependería tanto de la antigüedad en la empresa, como del salario que recibe. Se piensa 
realizar segundas y terceras rondas de oferta entre los trabajadores para la venta de las 
acciones sobrantes de la primera ronda. Un fondo de fideicomiso administraría las acciones 
de los trabajadores por medio de una entidad bancaria. Habla TELCOR. Boletín 
Informativo de TELCQR. Edición especial, agosto de 1994. 

149. Los sindicalistas - que se oponen a la privatización de TELCOR - sostienen que la 
aprobación de este Proyecto de Ley no los protegerá contra despidos porque las cláusulas 
pertinentes incluidas en los contratos de concesión no serían reconocidas como válidas por 
los tribunales de trabajo. 

150. Las acciones del gobierno darían derecho al 35% de los votos (además del voto de 
control, reservado para asuntos especiales), la de los trabajadores al 8% y el inversionista 
estratégico se quedaría con el 57%. 

151. En el caso de la telefonía móvil celular, la empresa debe respetar los derechos 
temporarios de exclusividad que adquirieron anteriormente otras firmas en los departamentos 
de Chinandega, León, Managua, Masaya, Granada, Carazo y Rivas, lo que implica la 
continuidad por algún tiempo más del monopolio ahora existente en esas regiones. 

152. Siempre y cuando la concesionaria haya cumplido con la Ley y condiciones 
acordadas para la transferencia. 

153. Esta forma de plantear el alcance del monopolio puede traer, en el futuro, algunos 
conflictos en torno a la interpretación de la ley, debido a que en ésta no se definen algunos 
de los términos empleados. En primer lugar, no se define que son "servicios telefónicos". 
Si con esta expresión se está haciendo referencia a lo que la legislación define como 
"servicios telefónicos básicos" habría que explicitarlo. En caso contrario, habría que 
aclarar con mayor exactitud cuál es el alcance de la exclusividad temporaria que se concede. 
En segundo lugar, también habría que definir taxativamente a que se refieren las expresiones 
"líneas privadas nacionales" y "servicios de valor agregado", que no están definidos ni en 
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esta ley, ni en el Proyecto de Ley de Telecomunicaciones y Servicios Postales elevada a la 
Asamblea. 

154. Las presentaciones públicas oficiales hechas por TELCOR, plantean algunos 
objetivos adicionales para el año 2000, que no fueron incluidos en este Proyecto, entre los 
que se cuenta llegar a una densidad telefónica de doce líneas cada cien habitantes, al menos 
un teléfono público en cada población mayor de 500 habitantes y la digitalización total de 
la red, 

155. En la medida que la canasta de servicios no está definida, esto podría dejar abierta 
la puerta al establecimiento de subsidios cruzados entre servicios, aunque las autoridades 
de TELCOR entrevistadas afirman que esta alternativa sería contraria al espíritu de la Ley 
de Telecomunicaciones. 
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